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Prefacio

¿Hasta qué punto se ha estudiado el tema del narcotráfico en México? ¿Deberíamos abordar 
estos temas dentro de la administración pública? ¿Cuál ha sido el papel de los Estados-Nación 
en la lucha contra el narcotráfico? ¿Cómo se encuentran distribuidos geográficamente los 

cárteles del narcotráfico en América Latina? ¿Las estrategias utilizadas para combatir el tráfico de 
drogas han sido las más apropiadas? En esta obra, el lector encontrará, de manera clara y estimulante, 
respuestas a éstas y a otras interrogantes sobre un tema poco estudiado; pero que sin embargo preocupa 
no solamente a los responsables de las políticas públicas y especialistas en el tema; sino también al 
público en general.

La obra está concebida como un manual que desarrolla aspectos teóricos y evidencias empíricas. 
El Dr. Emmerich aborda cuestiones y dilemas actuales del combate contra el narcotráfico, desde las 
experiencias de Colombia y el impacto en las estrategias de los países vinculados con el trasiego de 
drogas. Además, advierte sobre la importancia de contar con acciones en todos los niveles de gobierno 
para alcanzar la paz y el Estado de derecho.

El material se expone con un estilo sencillo y riguroso, totalmente actualizado a la geografía 
latinoamericana e incluye los resultados de investigación reciente sobre la ruta del narcotráfico, 
para conocer cómo se presenta el consumo, tráfico y lavado de dinero que alimenta a esta industria 
vinculada también con otros ilícitos como: piratería, tráfico de personas, redes de crimen organizado y 
narcopolítica.

En la elaboración de los contenidos de esta obra inédita, rica por su valor conceptual, ha sido 
trascendental la formación del Dr. Emmerich y su experiencia en el tema, así como el desarrollo de sus 
investigaciones sobre Colombia y el principal mercado: Estados Unidos de Norteamérica. En ese 
sentido, México está inevitablemente vinculado como ruta de paso y por la incidencia delictiva creciente 
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vinculada con el tráfico de drogas; por lo cual la aportación que se pretende en este libro servirá a los 
tomadores de decisiones para garantizar una lucha efectiva contra este mal. 

Mtro. Mauricio Valdés Rodríguez
Presidente del Instituto de Administración Pública 

del Estado de México
Toluca, México

Febrero de 2015

Dr. Norberto Emmerich
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Presentación
El Instituto de Administración Pública del Estado de México, A.C y su presidente, el Mtro. Mauricio 
Valdés Rodríguez, tuvieron la muy feliz iniciativa de organizar un seminario sobre narcotráfico que 
finalmente se denominó “Geopolítica del narcotráfico en América Latina”.

Para quienes estudiamos este tema desde hace casi 20 años es una buena noticia la expectativa 
y el interés que despierta actualmente la realización de toda actividad académica relacionada con la 
problemática del narcotráfico.

En los últimos años, al compás de la guerra contra el narcotráfico lanzada por el presidente 
Felipe Calderón Hinojosa, todos nos hemos ido informando y acostumbrando a la espectacularidad 
de los eventos relacionados con esta rama dirigente del crimen organizado.

Sin embargo, en los años 2010 a 2011, cuando el narcotráfico mexicano dominaba las 
primeras planas de todos los medios de comunicación mexicanos, el ámbito académico todavía 
no prestaba mucha atención al fenómeno. Es así que el gobierno y los medios de comunicación se 
encargaron de construir la agenda y de explicar a la opinión pública, en los términos habitualmente 
confusos y comerciales que forman la rutina apolítica de las estrategias de comunicación política, 
la criminalidad del narcotráfico y el sin sentido de sus repetidas matanzas. Es difícil y fuertemente 
asimétrico sostener y debatir en ese contexto explicativo hegemónicamente construido, dos 
afirmaciones rotundas: el narcotráfico no es el principal actor criminal y sus matanzas tienen un 
fuerte sentido de construcción política. 

Ahora, cuando el daño ya está hecho y el tejido social mexicano está fracturado abruma-
doramente, la preocupación y el interés por comprender de qué se trata se extiende por todo el 
continente.

Sin embargo, la problemática sigue sin abordarse debidamente. Los discursos y los lenguajes 
de guerra, combate y enfrentamiento siguen dominando la escena. La dialéctica entre drogas y 
narcotráfico no se comprende y se tiende a sostener la idea de que son la misma cosa. En un 
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proceso de modernización del lenguaje que sobrenada en la confusión, se habla del narcotráfico 
como “delitos conexos”, invirtiendo peligrosamente la relación entre las partes.

La consideración del “problema mundial de drogas”, como se le denomina en los ámbitos 
internacionales, como un problema de salud pública, apela a una simbología autoindulgente que 
transita desde la penalización a la hospitalización sin pausa y sin instancias intermedias. No todos los 
consumidores son adictos y no todos los adictos querrán rehabilitarse. La política de hospitalización 
forzosa es tan estadounidense como la “guerra” contra las drogas. El velo de suavidad que las 
palabras colocan sobre las políticas públicas necesita ser descorrido.

En la confusión sistemática de consumidores como adictos, se incluye en el universo del 
“problema mundial de drogas” a todos los usuarios de drogas, que son pasibles de políticas de 
salud pública en forma indiscriminada. Finalmente, y en virtud de la vaguedad semántica que 
no diferencia con claridad entre drogas y narcotráfico, los consumidores no están exentos de las 
políticas de “lucha contra el narcotráfico”. 

Se afirma que la política sobre el problema de drogas considerará a todos los actores como 
sujetos de derecho. Pero no se menciona específicamente a los usuarios y no se menciona a los 
narcotraficantes, que también son sujetos de derecho. En este contexto de encierro semántico la 
reticencia a incorporar el concepto de derechos humanos como punto nodal de la política sobre el 
problema de drogas es un resultado lógico. 

Las expresiones de varios países combinan la perspectiva de “derechos humanos” con la 
“guerra al narcotráfico” y terminologías afines sin que la lógica del discurso parezca conmoverse. El 
discurso homogéneo, logrado en virtud de la negociación conversacional, alberga contradicciones 
materiales que sin embargo, se mantienen sustentables gracias a la ambigüedad del concepto 
“problema mundial de drogas”.  

En este contexto, la pertinencia de estudiar la geopolítica del narcotráfico en América Latina 
no podría ser más evidente.

Dr. Norberto Emmerich
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Capítulo 1

Perspectiva política del narcotráfico. 
Globalización. 
Consenso de Washington. 
Reforma del Estado. 
Estado fallido. 
Pérdida del monopolio de la violencia. 
El narcotráfico como “amenaza” internacional.
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La premisa fundamental de este libro es que “para comprender al narcotráfico hay que 
estudiar al Estado”. El Estado capitalista actual nació como una organización criminal 
que legalizó, paulatinamente y en el trascurso de varios siglos, las rutinas de acumulación 

que llevaba adelante la burguesía naciente. ¿Cómo diseñar e implementar hoy políticas públicas 
sobre el narcotráfico que deberán ser llevadas adelante por funcionarios de ese mismo Estado? La 
duda es retórica, porque la capacidad de cooptación del sistema social capitalista es tan fuerte e 
históricamente construida que ha logrado convertir lo insólito en cotidiano. Si millones de soldados 
van a la guerra sin hacer preguntas, ¿por qué las haría un simple funcionario policial? 

La excelente investigación de Michael Foucault en “Historia de la locura en la época clásica” 
y en su conocido “Vigilar y castigar” da cuenta de la violencia que debían ejercer las autoridades 
para convertir a campesinos desprovistos de su tierra en trabajadores de las nacientes manufacturas. 
El proceso de formación histórica del Estado que acompañó, con cierta lentitud, al proceso de 
acumulación capitalista se prolongó por cuatro siglos en Europa Occidental, tarea que China 
debió realizar contemporáneamente en apenas cuatro décadas. En ambos casos, la fuerza ha sido 
el instrumento para someter multitudes. Los mecanismos de disciplinamiento se hicieron luego 
menos necesarios y la sociedad de control se encarga hoy de naturalizar lo inaudito. Televisión, 
publicidad, espectáculos, consumo. La criminalidad del Estado se vuelve completamente invisible. 

El narcotráfico, esa maravilla capitalista del siglo XX, desnuda sin hipocresías y sin ataduras 
morales la esencia del Estado al que tan insulsamente Weber definió como el “monopolio legítimo 
de la violencia”. A ese Estado que llega a nosotros “chorreando sangre y lodo por todas partes”, el 
narcotráfico se empecina en mostrarlo en su estatura original.

En función de la “racionalidad legal” obtenida por el Estado capitalista los funcionarios 
pueden implementar políticas públicas sobre el narcotráfico y criminalizar una actividad que no es 
más que el cumplimiento a rajatabla de una ética capitalista de producción social y acumulación 
individual, aunque con menor desigualdad de ingresos. Al hacerlo lo someten a un proceso de 
cooptación violenta, un sistema de selección donde algunos entran y otros quedan eliminados. 
Aquí es donde se entiende el sentido de la dialéctica de “guerra” al narcotráfico que traducida 
significa “guerra a los eslabones menores de una actividad de acumulación capitalista ilegal que 
se convertirá en acumulación normal”. Allí quedarán criminalizados los campesinos cocaleros, los 
desempleados, los consumidores, los jóvenes en general. Si el Estado moderno es la maquinaria de 
guerra más perfecta de la historia de la humanidad, no será el narcotráfico el que la ponga en duda.
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Narcotráfico y corrupción

El narcotráfico es habitualmente presentado y estudiado como una actividad vinculada a drogas. 
Y como toda afirmación que se manifiesta como “evidente”, es también confusa, incompleta e 
incierta. El grado de desarrollo del narcotráfico como problemática global exige una visión más 
comprehensiva, que permita visualizarlo como parte integral de una totalidad. En consecuencia 
afirmamos una serie de tesis que serán desarrolladas a lo largo del presente libro:

1. El narcotráfico sólo puede ser comprendido estudiando la formación histórica del Estado 
nacional

2. El narcotráfico es un proceso, no una acumulación de hechos pasibles de ser estudiados 
uno por uno.

3. El narcotráfico es una actividad invisible. Sólo es parcialmente visible en la etapa de 
crímenes predatorios, cuando está pugnando por la conquista de un territorio.

4. El narcotráfico, por tener un carácter organizacional, cumple rutinas organizacionales 
estandarizadas, o sea procedimientos predecibles, estructurados, repetitivos y burocráticos.

5. El narcotráfico es coactivo, monopólico, territorial y estable. Tiene un comportamiento 
político con fines estatales

6. Narcotráfico y drogas son entidades vinculadas, pero distintas.
7. La vinculación del narcotráfico es más fuerte con el Estado que con las drogas.
8. Definir al narcotráfico como tráfico de drogas es etimológicamente correcto, 

ontológicamente equivocado y políticamente inútil. El narcotráfico es un proceso 
organizacional cuya finalidad es conquistar territorio para producir o vender drogas.1 Sin 
ese monopolio cuasi-legítimo2 de la violencia en un territorio determinado puede haber 
comercio de drogas, pero no hay narcotráfico.

9. La afirmación de que el último objetivo del narcotráfico es la obtención de ganancias, es 
cierta empíricamente, pero falsa científicamente. El narcotráfico genera capital, no sólo 
dinero; es una industria, no sólo un negocio. Es una relación social de dominación, no 
sólo una actividad comercial ilegal.

¿De qué hablamos cuando hablamos de narcotráfico? ¿Se trata del aumento en el tránsito 
y el consumo de drogas? ¿O se trata de las organizaciones que, en vinculación con el Estado, 
implementan fuertes procesos de estatalización? 

Estas premisas dan cuenta de la importancia de ser cuidadosos al aproximarnos al estudio del 
narcotráfico. 

1. Porque el narcotráfico es el máximo exponente de la ética capitalista.  
2. Porque cuando hablamos de narcotráfico no hablamos de drogas sino de Estado.
3. Porque cuando hablamos de narcotráfico no hablamos de delito sino de política.

1 Puede haber monopolio territorial en los mercados de tránsito, lo que deberá estudiarse en cada caso particular.
2 Cuasi-legítimo porque se ejerce en complicidad con autoridades policiales o militares de cada región o zona.

Dr. Norberto Emmerich
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El narcotráfico y la corrupción

Se dice que el narcotráfico penetra y corrompe al Estado. En el caso mexicano, periodistas y analistas 
sostienen que la debilidad del Estado mexicano favorece su dilución en manos del narcotráfico, 
avalando la hipótesis de un narcoestado o una narcodemocracia. Como ha quedado demostrado 
en el caso colombiano, el narcotráfico no coopta al Estado, sino que el proceso es más bien el 
contrario. Y la actual política del gobierno mexicano intenta emular el proceso colombiano.3

La opinión pública sostiene que la corrupción de los políticos es responsable de la decadencia 
de la democracia y con este argumento defiende su desinterés hacia todo lo público. Ante este 
comportamiento tan poco republicano, se busca la solución en legislaciones complejas que anulen 
las ventajas a las que ilegítimamente podrían aspirar los funcionarios públicos (Emmerich-Rubio, 
2014a).

Sin embargo, el resultado de este intrincado Estado de derecho, son instituciones que llenan 
a la democracia de promesas incumplidas, plantean la utopía de un poder controlado por la ley 
y despolitizan la política. La reducción de la cosa pública a sus delimitaciones legales, pretende 
sustituir el conflicto, característico del poder, y el consenso, característico de la política, por el 
derecho, característico de lo privado. 

El resultado es contradictorio, porque la lucha contra la corrupción de los funcionarios y 
la consecuencia centralidad de la transparencia, supone “legalizar” los contratos y privatizar las 
políticas públicas, con el consentimiento expreso de la ley. 

De la corrupción de la política se pasa, con la venia del Estado de derecho, a la política 
corrupta, la única que permite la reproducción de nuestro sistema social capitalista. Quedará 
penado el soborno privado pero será legal una devaluación que recorte masivamente los ingresos 
salariales de los trabajadores.

El narcotráfico se encuentra con este escenario que no ha creado, provocado ni incentivado; 
pero del cual, en determinadas circunstancias, sabrá aprovecharse. Pero sólo lo hará por obligación, 
cuando la presión del Estado lo obligue a politizarse.

En el contexto latinoamericano el narcotráfico es una actividad económica ilegal que se 
politiza cada vez más. En aquellos países donde el narcotráfico es todavía una actividad económica 
ilegal, o sea que no ha escalado al estadío político, tiende a convertirse en el aglutinador de toda la 
criminalidad organizada, y monopoliza la agenda de seguridad. En estos países la corrupción que 
pueda ejercer el narcotráfico afecta a funcionarios individuales, generalmente policiales, pero no al 
aparato del Estado.

En otros países, como México y Colombia, las políticas de guerra contra el narcotráfico 
obligaron a los carteles, tradicionalmente dedicados a la producción, tránsito y comercialización 
3 “México tomó nota de la política de Uribe. El presidente mexicano Enrique Peña Nieto y su gabinete decidieron no seguir 

la estrategia calderonista de guerra contra el narcotráfico. México, con grandes dificultades, está buscando llegar a acuerdos 
con estos grupos delictivos no solo para coaptarlos sino también para integrarlos al régimen político”. Norberto Emmerich 
y Joanna Rubio, Alvaro Uribe: el verdadero patrón del mal, Agencia Paco Urondo, 16 de abril de 2014,

 http://www.agenciapacourondo.com.ar/secciones/sociedad/14331-alvaro-uribe-el-verdadero-patron-del-mal.html 
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de drogas, a adoptar estrategias geopolíticas de sobrevivencia e ingresar en el circuito de la lógica 
comunicativa de la guerra. 

Como resultado de la presión estatal, tras un proceso de selección y utilizando toda la energía 
disponible, los carteles separan lo propio de lo extraño, delimitan regiones y trazan fronteras, cada 
uno, en busca de un “reconocimiento” para sí que nunca se concederá definitivamente al otro. Es 
un sistema reglado que nunca llega al clímax de la victoria o derrota definitivas, pues el enemigo de 
hoy es el aliado de mañana y se busca un equilibrio que haga imposible una hegemonía. 

En Colombia el proceso culminó en una cooptación del narcotráfico por parte del Estado 
nacional, cooptación que no incluyó a todos los grupos y dio origen a una segunda vuelta del 
proceso con el surgimiento de las Bacrim (bandas criminales). 

En México, fronterizo con Estados Unidos, los carteles se encuentran en pleno proceso de 
politización, y su lógica de sobrevivencia implica el reforzamiento de las alianzas y una novedosa 
utilización de las protestas sociales (dentro de las que se incluyen reclamos de sectores burgueses 
desplazados) como vehículo de satisfacción de sus propios intereses, como ha sucedido en el 
proceso de autodefensas en Michoacán.4

El narcotráfico corrompe al Estado, afirmación habitual con que se expresan las denuncias 
de políticos, gobernantes y actores sociales. Pero la corrupción sigue un camino sinuoso, no 
necesariamente contradice la ley.

El sueño iluminista de un poder estatal convertido en un poder sometido al Derecho se 
encuentra con que el Estado y grupos privados poderosos (actores estratégicos) pueden apegarse 
a los procedimientos y a la ley para tomar decisiones (a través de decretos, normas y leyes) en su 
exclusivo beneficio. También lo pueden hacer por el camino contrario: invocar una legitimidad 
superior para desconocer las normas legales del poder público al que desconocen (no pago de 
impuestos, financiamiento y formación de autodefensas armadas, fomento de una economía 
ilegal) E incluso pueden desobedecer la ley con el consentimiento de la misma ley, amparándose 
en situaciones de excepcionalidad (Estado de sitio, cese de las garantías individuales, estatutos 
especiales).

¿Se puede hacer política y gobernar amparado en el estricto cumplimiento de la ley?, ¿la 
política y el derecho son equivalentes, coincidentes, amigables?, ¿cómo se articulan el poder, la 
política y la ley?, ¿qué relación hay entre corrupción y política?

Existe un relativo consenso en cuanto a que la corrupción implica abuso de poder o de 
recursos públicos en beneficio propio (Orrego Larraín, 2000: 1). Pero hay dificultades en encontrar 
una definición clara de corrupción. 

Una primera dificultad es la constatación histórica de que los límites y ámbitos de la corrupción 
cambian de una cultura y época histórica a otra, aunque ciertas manifestaciones de corrupción han 
sido rechazadas en casi todas las culturas.

4 Autodefensas, policías comunitarios, paramilitares: la confusión de Michoacán, Norberto Emmerich, Agencia Paco Urondo, 
10 de febrero de 2014, http://www.agenciapacourondo.com.ar/opinion/13766-autodefensas-policias-comunitarios-
paramilitares-la-confusion-de-michoacan.html 
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Otra dificultad es la carencia de indicadores estables, lo que hace que la corrupción sea 
difícilmente comprobable, en parte porque el problema es enfrentado desde la ‘intuición’ de las 
autoridades y también por la naturaleza secreta del fenómeno. Y por último la multiplicidad de 
formas que adopta, extiende la situación de corrupción a un ámbito amplio de conductas, no sólo 
a diversas formas simples de soborno. 

Es necesario puntualizar que una cosa es la corrupción administrativa, de carácter más 
individual y otra cosa es la corrupción política, más sistémica y corporativa. La corrupción política 
es “el abuso del poder que se les ha confiado por parte de líderes políticos para obtener ganancias, 
con el objetivo de aumentar su poder o riqueza. Abarca un amplio espectro de delitos y actos 
ilícitos cometidos por líderes políticos”.5

Para Maquiavelo la corrupción es un proceso que se desarrolla de dos posibles maneras:

•	 Un cuerpo ciudadano puede perder su virtud y su interés por el bien común, al perder su 
interés por la política.

•	 Más peligroso es cuando los ciudadanos permanecen activos en asuntos políticos, pero 
comienzan a promover sus ambiciones personales o lealtades partidarias a expensas del 
interés público, la acepción más actualmente aceptada de corrupción (Skinner, 1984: 74).

La naturaleza humana es ambigua y sospechosa, al punto de que nadie hará nada bueno, 
excepto por necesidad. Y el salto de una ambición a otra, hace que la ciudad pierda toda posibilidad 
de grandeza. Si la libertad es una condición para la grandeza, la corrupción es mortal para la 
libertad. Cuando los intereses egoístas comienzan a ganar apoyo, el deseo del pueblo de legislar en 
nombre de la libertad se erosiona, surgen las facciones y la tiranía suplanta a la libertad. Un cuerpo 
ciudadano aprisionado en la corrupción no puede ser libre porque todos sus principios políticos 
están predeterminados al fracaso por intereses inferiores pero predominantes.

Entonces, ¿cómo puede el pueblo tener virtud si no se la puede encontrar naturalmente en 
él? ¿Cómo se evitar que se deslice hacia la corrupción?, ¿cómo se mantiene el interés por el bien 
público por un tiempo suficientemente largo?

Coincidentemente Joseph Nye define a la corrupción como “aquella conducta que se desvía 
de los deberes normales de un cargo público por consideraciones privadas (familia, amistad), 
pecuniarias o de status; o aquella que viola normas restrictivas de cierto tipo de influencias en 
beneficio privado” (Gardiner, 1993). Esta definición no comprende aquellas situaciones en que 
el objetivo del abuso del funcionario no es el beneficio personal o familiar, sino más bien el del 
partido político, grupo étnico, etc..,, lo que en Argentina conocemos como “robo para la corona”. 
Por otro lado cabe preguntarse qué se entiende por “deberes normales”. Con aguda preocupa-
ción Orrego Larraín se plantea “¿qué ocurre cuando las costumbres particulares de una sociedad 
aceptan como normales conductas claramente constitutivas de corrupción en otras?” (Orrego 
Larraín, 2000: 3).
5 Informe global de corrupción 2004, Transparencia Internacional, Introducción, pág. 25, http://es.scribd.com/doc/57683247/

Informe-Global-de-la-Corrupcion-2004  
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Este planteamiento de Orrego Larraín se aleja de la perspectiva del Estado de derecho, en la 
que la definición legal de corrupción consiste en que si un acto está prohibido por ley, cometerlo 
constituye corrupción, de donde se deriva que si un acto no se encuentra prohibido es legítimo y 
no corrupto. Esta afirmación positivista ha sido criticada porque lleva consigo el riesgo de darle 
valor normativo a cualquier estándar de conducta, por el solo de estar o no incluida dentro de 
un determinado cuerpo jurídico. Toda conducta autorizada por una norma jurídica sólo por eso 
se constituye también en una conducta ética. También ha sido criticada porque el carácter penal 
administrativo de la ley, que lista conductas tipificadas como delitos, dificulta la comparación de 
niveles de corrupción entre distintos países que tengan distintos estatutos jurídicos.

Un concepto más amplio de corrupción tomará en cuenta a la opinión pública, una dimensión 
sociológica relacionada con los valores éticos y democráticos de un país y su gobierno. Algunos 
autores enfatizan el “escándalo social”, donde se entiende a la corrupción como resultado de la 
capacidad de un sistema político de producir exitosamente un escándalo. El escándalo es producido 
por una interacción entre medios de comunicación, sensibilidad ciudadana y grupos de poder. En 
el escándalo se manifiestan las diferentes concepciones de interés público o bien común.

Otros autores hacen hincapié en las encuestas de opinión, que proporcionan una información 
certera sobre lo que se considera corrupción en determinado momento, pero que están limitadas 
por la fluctuación de la opinión pública en el tiempo y por los diferentes públicos a los que se 
dirigen.

Una definición social de corrupción tendrá en cuenta el carácter volátil y lo fácilmente 
influenciable que es la opinión pública, rescatando entonces la necesidad de incorporar elementos 
relacionales en la consideración de aquellas conductas tipificadas como “delito”.

En nuestra perspectiva, el concepto de corrupción comienza su definición en las limitaciones 
que la visión legal-positivista expone sobre la dualidad legal-ilegal. Luego pasa por las dificultades 
que la definición de corrupción encuentra en las consideraciones ético-institucionales de Nye, 
donde se mencionan conductas estrictamente intra-estatales. En el tercer escalón de la cadena 
argumentativa llegamos a una concepción sociológica de la corrupción, donde no importa tanto 
quien la ejerza sino qué grado de legitimidad social existe en determinada sociedad nacional, en 
determinado momento histórico para tipificar algunas conductas como corruptas y otras como 
legítimas.

Escalante Gonzalbo (2000: 80) afirma que “el tema de la corrupción es sólo el último 
achaque de una mentalidad hostil a la política en general, cuya historia ha sido jalonada, en los 
últimos siglos, por el liberalismo radical y por el socialismo”.

En relación a la reforma del Estado, García Delgado advirtió que “la desregulación estuvo 
atravesada por hechos poco transparentes” (García Delgado, 1996). Orrego Larraín en Corrupción 
y modernización del Estado nos ayuda a comprender en qué consiste la corrupción y cómo afecta al 
desempeño estatal.

El BID dijo en 1994 que “el funcionamiento de la democracia y el mercado pueden llegar 
a tropezar con la estructura tradicional de las instituciones estatales, las precarias modalidades de 
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gestión del Estado, la inadecuación de las políticas públicas y la obsolescencia de los ordenamientos 
jurídicos” (BID, 1994). Esto demanda una modernización de las instituciones del Estado, a fin de 
poder cumplir con ese rol.

Esa tarea se encuentra con un Estado que presenta un conjunto de debilidades estructurales 
tales como “la fragilidad o simple ausencia de dos principios básicos de toda administración pública 
sana, fuerte y eficaz: responsabilidad y transparencia públicas; y la presencia de distintos grados de 
corrupción” [Orrego Larraín, 2000].

Para los modos habituales de explicar y juzgar la política tal parece que lo único real en ella 
son las abstracciones: jurídicas, ideológicas, institucionales. Todo circula armoniosamente en una 
fantasía idílica, hasta que aparecen los políticos concretos, que no son sólo vehículo de ideas o 
necesidades ni meramente agentes de un aparato, sino que también tienen sus propios intereses, 
pasiones y propósitos.

Jeremy Bentham supuso que los funcionarios no eran en nada distintos a los demás hombres: 
“lo más que puede hacer el más celoso del interés público... es intentar que el interés público 
coincida con la mayor frecuencia posible con sus intereses privados”. 

Esta es la visión habitual sobre la corrupción, que la muestra como una “contaminación” de 
lo público por intromisión de lo privado. 

Esta afirmación contiene dos errores: en primer lugar lo privado no es extraño a lo público, 
sino que lo público tiene como objetivo la permanencia, legalidad y reproducción de lo privado. 
Y en segundo lugar, entre lo que convencionalmente se dice público y lo que convencionalmente 
se reconoce como privado está la política, cuya turbiedad proviene justamente de esa ubicación 
(Escalante Gonzalbo, 2000: 81). 

La estridente separación que se enuncia entre ambas instancias oculta en el fondo una 
resonancia religiosa, como si se tratara de una profanación. En el idealismo clásico la postura debía 
ser conocida. Si la realidad no es más que un turbio e imperfecto reflejo de la idea, las formas 
puras de gobierno degeneran necesariamente, sometidas por el oleaje de la historia. Estas ideas, 
contaminadas por lo humano, no pueden más que corromperse, una típica cosmovisión cristiana.

Si la corrupción es una telaraña que todo lo envuelve, que esto suceda en la gestión de los 
asuntos públicos, el último refugio de los valores trascendentes, es todo un sacrilegio. Los políticos, 
como administradores de estas veleidades abstractas, siempre están a un paso de humanizarlas = 
corromperlas. La transformación de los principios en intereses y de los programas en procedimientos 
los convierte en agentes visibles y repugnantes de la corrupción, allí donde todavía se la ve “bajo la 
vieja forma religiosa” (Escalante Gonzalbo, 2000: 82). 

Aunque algunas formas de corrupción puedan ser definidas como delitos, son más que eso. 
La corrupción produce una indignación moral que choca con la idea del actor racional y la alta 
valoración de la eficacia, dotadas ambas de un carácter transparente y aséptico propio del Estado de 
derecho. Y por el contrario también se entiende la indolente resignación de algunas sociedades que 
sufren sin mayor quebranto la corrupción porque no han “sacralizado el orden estatal” (Escalan-
te Gonzalbo, 2000: 82).

Geopolítica del narcotráfico en América Latina

25 —



Así es como la corrupción pierde visibilidad y pierde importancia. La necesaria humanización 
del Estado encuentra en la ilegalidad el único camino para expresarse, algo que parece natural ya 
que la hipótesis del interés público como concepto-soporte del Estado carece de toda verosimilitud 
histórica porque configuraría una situación idílica en la que el mafioso no se reconoce como tal 
porque no hace sino cumplir con la ley, siempre buscando el bienestar general. De todos modos 
es difícil que algo así suceda actualmente porque el idioma normativo de la modernidad, con su 
sacralización del Estado de derecho, “ha conseguido defenestrar a todos los demás y colocarse 
como única posibilidad razonable” (Escalante Gonzalbo, 2000: 83).

La denuncia de la corrupción adquiere entonces un carácter ritual. Es cosa sabida, tolerada y 
hasta celebrada, pero debe ser obligatoriamente condenada.

La sacralización propia del Estado de derecho no supone la concomitante sacralización de 
la política, sino todo lo contrario, ya que el viejo intento de moralizar la política culmina en un 
enfrentamiento a muerte y la exigencia de su supresión.

El pensamiento político moderno posterior a la Ilustración se ha empeñado en negar la 
ambivalencia interior de la política, su dimensión polémica e incluso bélica. La mayor parte de la 
filosofía política rescata su naturaleza consensual y quienes, por el contrario, ven en ella conflicto y 
lucha suponen que se trata de un tránsito, necesario y episódico, hacia el orden verdadero. Otros, 
como Weber, Michels y Schumpeter, dan cuenta de esta doble naturaleza de la política y reconocen 
la necesidad de la competencia entre partidos, pero siempre sosteniendo la necesidad de llegar al 
bien común.

Es una visión jurídica del Estado, privado de su dimensión política. Si en el siglo XVI se 
buscaba un gobernante justo y no tiránico, ahora se intenta licuar su poder en un océano de 
legalidad. Un Estado que sea puro derecho, pura abstracción universal del bienestar general y 
realización objetiva de fines justos y neutrales, sería el reverso teórico de la sociedad, entendida 
como la sumatoria de los egoísmos privados y el campo de batalla de la competencia económica.

Surge así un Estado situado por encima de toda particularidad, moralmente distinto y 
superior, una superestructura alejada de toda intersubjetividad, percibido como depositario y guía 
de la totalidad y no como resultado de los flujos dialécticos de la sociedad. Aunque la historia nos 
señala los orígenes criminales del Estado, la burguesía triunfante nos enseña un Estado que es pura 
legalidad y bien común.

El contrato moderno, entendido como fundamento moral del orden político, necesita esta 
separación en dos distintos universos morales. Ese contrato, un conjunto de reglas que garantizaría 
la universalidad de las decisiones, necesita que lo público sea preservado de toda contaminación 
por parte de lo privado. El político no sería más que un burócrata obediente y controlado por el 
imperativo moral enunciado por el derecho (Escalante Gonzalbo, 2000: 85).

La política pierde toda entidad ante esta sacralización del Estado y su simplificación jurídica. 
Si el Estado es incorrupto la corrupción no sería más que el resultado de la malignidad propia de 
los políticos, ya que el bienestar público descansa sobre las virtudes privadas de los funcionarios.
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Hay otra forma de explicar la corrupción que no necesita poner al político como chivo 
expiatorio. Para una mirada sociológica la corrupción no es algo que depende de los atributos 
personales de nadie en particular sino que deriva de un determinado orden social.

En la sociedad rústica y campestre del pasado, con placeres sobrios y riquezas limitadas, 
las instituciones exigían esfuerzos acordes con el modo de vida campesino, acostumbrado a la 
solidaridad y la fatiga. En cambio, la nueva sociedad y la nueva riqueza produjeron desigualdades 
y placeres nuevos. Aquí las viejas instituciones perdieron sentido, oponiéndose a las inclinaciones y 
costumbres hasta entonces habituales. 

En este contexto la corrupción es resultado de la contradicción entre la ley y la costumbre, una 
brecha entre la moralidad social y la moralidad institucional, entre la ética y el derecho (Escalante 
Gonzalbo, 2000: 86). Mientras el orden político todavía sostenía cualidades tradicionales, con 
fines públicos, el orden social ya defiende una ética de acumulación capitalista, con fines privados. 
Estas viejas instituciones prontamente se volvieron disfuncionales.

El choque entre formas modernas sobre hábitos y relaciones tradicionales “no puede sino 
producir un orden deforme” en el cual la corrupción no resulta de la perversidad de nadie sino de 
la fuerza de las cosas. La corrupción sería producto del desajuste entre las necesidades y exigencias 
sociales por un lado y la obsolescencia del orden institucional por el otro. Sería tan extensa y mecáni-
ca que no tendría culpables, porque el enfoque está puesto en la ineptitud de las instituciones para 
regular eficazmente el comportamiento de los políticos. La inercia de la vida social las sobrepasa 
aunque la corrupción que puede habitar en ellas no impide que sean razonablemente eficaces para re-
producir el orden social (Escalante Gonzalbo, 2000: 88).

El defecto puede estar en las instituciones, cuyas virtudes resultan impracticables ya que 
sólo serían eficaces en una sociedad sin política. Han sido imaginadas según la idea democrática, 
en la cual los procedimientos electorales permiten seleccionar a quienes merecen la confianza del 
“pueblo” como gestores de los asuntos públicos. Pero no hay mecanismos que obliguen a que una 
vez en el cargo hagan a un lado sus intereses particulares y obren según lo exige el bien común o 
el interés general. 

La afirmación de que todo lo legal es legítimo sólo tiene sentido bajo la neutralidad 
institucional y por la identificación del interés de la mayoría (ciudadanía) con el interés público 
(Estado). Pero los profesionales de la política, el aparato partidario, la agitación y las campañas 
publicitarias humanizan y “corrompen” todo eso. Porque la política necesariamente debe convertir 
los principios en normas, leyes, disposiciones y procedimientos. La negociación inherente a todo el 
proceso legislativo saca a la luz los intereses divergentes que anidan en la sociedad y en el sistema 
político. El principio inmaculado que obraba en el “espíritu” de la ley, queda trastocado y violentado 
en el proceso de cabildeo.

Lo mismo sucede en los regímenes parlamentarios ya que la idea de la discusión racional 
como fundamento metafísico para las instituciones parlamentarias no tiene sentido en la práctica 
política moderna. Por eso Schmitt sostuvo que “algunas normas de derecho parlamentario actual... 
dan la impresión de ser un decorado superfluo, inútil e incluso vergonzoso”... “El argumento... que 
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es lo característico de una discusión auténtica, desaparece, y en las negociaciones entre los partidos 
se pone en su lugar, como objetivo consciente, el cálculo de intereses y las oportunidades de poder” 
(Schmitt, 1990).

La idea institucional y la idea parlamentaria sobre la vida democrática son impolíticas porque 
presuponen la posibilidad de un acuerdo racional sobre el interés público, un elemento inexistente 
en la vida política real. 

En todos estos casos las instituciones son desbordadas por la política de manera sistemática. 
Por tal motivo resucita siempre el viejo desfasaje entre los hábitos y necesidades sociales por un lado 
y las instituciones imaginadas para darles forma. Este desfasaje era conocido por los antiguos que 
sabían que la virtud no siempre radica en el cumplimiento estricto de la ley porque los jurisconsultos, 
como decía Cicerón, “en todo derecho civil abandonaron la equidad y retuvieron las palabras” 
(Escalante Gonzalbo, 2000: 90).

En el centro del problema de la corrupción se encuentra el viejo dilema de la política obligada a 
cumplir con reglas fijas, universales y abstractas cuando la tarea que efectivamente se le encomienda 
gestionar es accidental. La política es decisión y negociación y sólo en una muy pequeña porción 
es rutina administrativa. 

La política no es algo que ocurre fuera de la sociedad sino que sus urgencias, accidentes, 
compromisos y enredos son los que tiene la sociedad que, sin embargo, no se reconoce reflejada en 
ellos, no se reconoce en las contingencias de la política y reclama la realización de ideales de pureza 
cargados de cierta nostalgia tribal.

La posibilidad de que una sociedad humana sea un sistema autorregulado es dificultosa. Las 
fantasías sobre una burocratización de la vida niegan la realidad de un mundo donde la política 
es necesaria y donde los políticos deben sortear la brecha entre los ideales impracticables, las 
instituciones caducas y las necesidades sociales contingentes, irreductibles a fórmulas generales, 
“cargando siempre con el estigma de ser responsables del desajuste”(Escalante Gonzalbo, 2000: 9).

Política, derecho y poder

La complementariedad entre derecho y poder tiene su manifestación también en el poder político, 
porque el derecho no sólo necesita del poder para ser eficaz sino que, en cierta medida, él mismo 
es poder que se impone.

Mientras que el poder actúa e impone su voluntad sin tener en cuenta la elección de los 
sujetos, el derecho actúa dirigiendo la actuación de voluntades libres, mediante la imposición de 
obligaciones éticas. Cuando el derecho se presenta como simple poder y fuerza, no alcanza su 
objetivo de hacer nacer en los miembros de la comunidad jurídica la idea de estar obligados a obe-
decer sus normas. 

Por otro lado, la complementariedad entre derecho y poder político supone entender que la 
relación entre ambos siempre ha sido estrecha. El poder político es un elemento inevitable para 
mantener la cooperación estable en los grupos humanos, es un ordenador objetivo que regulari-
za las relaciones colectivas.
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Es inevitable que el derecho sólo pueda volverse efectivo si se apoya en la capacidad de 
coerción del poder político y al mismo tiempo el poder político pretende legitimar su ejercicio a 
través de la cobertura que puede otorgarle el derecho. 

Pero el derecho no es sólo un instrumento para la realización de los proyectos del poder 
político. La función básica y los principios valorativos a los que se orienta hacen de él una realidad 
que se impone a los intereses primarios del poder.

Hay tres actitudes respecto a las relaciones entre el Derecho y el Estado:

•	 Quienes afirman la primacía del Estado frente al derecho. Todo ordenamiento jurídico 
se reduce a la voluntad estatal que lo sostiene porque el Estado es el único sujeto en la 
sociedad que tiene el poder dar existencia y eficacia al derecho.

•	 Quienes afirman la primacía del derecho frente al Estado sostienen que el derecho es 
anterior conceptual y cronológicamente. El derecho es un principio organizador cuya 
existencia precede a la de cualquier organización política. El Estado aparece fundamentado, 
derivado y legitimado por el derecho.

•	 Quienes afirman la equiparación entre derecho y Estado. No existe el problema de la 
prioridad porque el Estado sólo existe en la medida en que se expresa en el Derecho, el 
Estado es el derecho como actividad normativa, es la personificación de la totalidad del 
ordenamiento jurídico, dos palabras distintas para designar un mismo objeto.

Maquiavelo sostiene que la moral y el derecho son resultado de una victoria duradera. 
Los hombres desconocen la moral en la lucha por la victoria y el único modo de detener esa 
guerra incesante es el predominio militar estable de uno de los bandos, una victoria duradera. 
Es importante para la población que una de ellas gane y consiga mantenerse en el poder porque 
cuando la lucha entre los partidos es pre-estatal –no hay un poder común entre ellos- no hay razón 
moral que legitime la victoria de una facción sobre otra, porque no hay reglas comunes para juzgar 
lo cierto y lo equivocado.

En esta visión originaria el derecho es resultado del poder obtenido tras la victoria duradera. 
Ese poder permitirá distinguir lo justo de lo injusto y crear un Estado.

Contemporáneamente derecho y Estado son dos realidades que presentan profundas 
convergencias. Este conjunto de normas de conducta y organización que tienen por contenido la 
reglamentación de relaciones fundamentales para la convivencia y supervivencia del grupo social 
también reglamenta la forma en que el grupo social reacciona a la violación de las normas. El 
derecho se diferencia de otros ordenamientos normativos en que puede recurrir a la fuerza física 
para obtener respeto a las normas. La conexión entre derecho y política se hace tan estrecha que el 
derecho es considerado el principal instrumento para que las fuerzas políticas ejerzan su dominio.

Todos los autores que estudian el Estado moderno fueron conscientes de esta conexión: 
Hobbes, Locke, Rousseau, Kant, Hegel, Marx, Weber, Kelsen. Todos ellos ven que estructura 
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jurídica y poder político, ordenamiento y fuerza coactiva, organización del poder coactivo y 
organización de la fuerza para alcanzar sus objetivos han hecho que derecho y Estado sean dos 
caras de la misma moneda.

Las diversas teorías del Estado moderno se pudieron mantener juntas mediante el doble 
proceso convergente de estatalización del Derecho y de juridización del Estado. Por lo tanto por 
un lado el Derecho es definido desde el poder soberano del Estado (conjunto de reglas impuestas 
por quien detenta el poder soberano) y por otro lado el Estado es definido desde el punto de vista 
jurídico como Estado de derecho. 

Esto significó la reducción del Derecho a Derecho estatal, el único ordenamiento jurídico es 
el que se identifica con el ordenamiento coactivo del Estado. Y la reducción del Estado a Estado 
jurídico, sólo existe el Estado como ordenamiento jurídico.

Desde el momento en que nace el Estado moderno se puede decir que ya no existe otro 
derecho que el derecho estatal y ya no existe otro Estado que el Estado jurídico.

Esta convergencia entre derecho y Estado encuentra un momento especial en Hobbes con 
el paso del Estado de naturaleza al Estado civil, la primera teoría del Estado moderno. Es el paso 
del no Estado al Estado, del Estado no jurídico (las exclusivas relaciones de fuerza de Maquiavelo) 
al Estado jurídico. 

La hostilidad a la política siempre se pudo articular en programas políticos coherentes, 
liberales, democráticos o socialistas, que tenían el propósito de terminar con la política e instaurar 
el reino de los intereses generales. Hoy ya no existe esa posibilidad.

No hay grandes temas ni grandes esperanzas para los políticos porque el fin de la tensión 
ideológica expone a la luz del día las deformidades de los arreglos institucionales y aleja a los 
programas políticos de las ideas románticas con que alguna vez fueron diseñados.

Es todavía imposible vivir en un horizonte de puro pragmatismo y no es razonable renunciar 
por completo al Estado de derecho. El tema de la corrupción quiere llenar ese vacío ideológico 
para darle un renovado sentido moral a la política, es una evidencia del desencanto que parece no 
tener fin y que reclama un alejamiento de lo contingente y un nuevo salto a la totalidad, a valores 
universales. Esa es la limitación irrefrenable de los reclamos políticos actuales, reclamar a la política 
soluciones no políticas.

La denuncia de la parálisis del Estado de derecho

El narcotráfico, obligado por el asedio estatal, responde políticamente y llena los intersticios cada 
vez mayores que la inviabilidad estatal deja abiertos. En este sentido el narcotráfico es una solución 
y no un problema, es una consigna alternativa de retorno a una totalidad premoderna que promete 
solucionar los problemas de nuestras sociedades, sin democracia y sin consenso. Su éxito no deriva 
de la satisfacción comercial a una demanda creciente de bienes ilegales, sino de su capacidad de dar 
respuesta a interrogantes históricos que el Estado nacional ya no puede vehiculizar.

El 18 de mayo de 2006 el periodista brasileño Roberto Cabrini, de TV Bandeirantes, realizó 
una entrevista por teléfono celular a Marcos Williams Herbas Camacho, alias Marcola, jefe de la 
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banda carcelaria de San Pablo denominada Primer Comando de la Capital (PCC). Hay fuertes 
dudas sobre la veracidad de la entrevista, aunque TV Bandeirantes denunció el informe técnico del 
Instituto de Criminalística que sostuvo que la voz de la grabación no era de Camacho. Exponemos 
sus palabras sin las preguntas del periodista. 

Esto dijo Camacho: “Más que eso, yo soy una señal de estos tiempos. Yo era pobre e invisible. 
Ustedes nunca me miraron durante décadas y antiguamente era fácil resolver el problema de la 
miseria. El diagnostico era obvio: migración rural, desnivel de renta, pocas villas miseria, discretas 
periferias; la solución nunca aparecía... ¿Qué hicieron? Nada. ¿El Gobierno Federal alguna vez 
reservó algún presupuesto para nosotros? Nosotros sólo éramos noticia en los derrumbes de las 
villas en las montañas o en la música romántica sobre “la belleza de esas montañas al amanecer”, 
esas cosas... Ahora estamos ricos con la multinacional de la droga. Y ustedes se están muriendo 
de miedo. Nosotros somos el inicio tardío de vuestra conciencia social ¿Vio? Yo soy culto. Leo al 
Dante en la prisión.

¿Solución? No hay solución, hermano. La propia idea de “solución” ya es un error. ¿Ya vio 
el tamaño de las 560 villas miseria de Río? ¿Ya anduvo en helicóptero por sobre la periferia de San 
Pablo? ¿Solución, cómo? Sólo la habría con muchos millones de dólares gastados organizadamente, 
con un gobernante de alto nivel, una inmensa voluntad política, crecimiento económico, 
revolución en la educación, urbanización general y todo tendría que ser bajo la batuta casi de una 
“tiranía esclarecida” que saltase por sobre la parálisis burocrática secular, que pasase por encima 
del Legislativo cómplice. ¿O usted cree que los chupasangres (sanguessugas) no van a actuar? Si 
se descuida van a robar hasta al PCC. Y del Judicial que impide puniciones. Tendría que haber 
una reforma radical del proceso penal del país, tendría que haber comunicaciones e inteligencia 
entre policías municipales, provinciales y federales (nosotros hacemos hasta “conference calls” 
entre presidiarios...) Y todo eso costaría billones de dólares e implicaría una mudanza psicosocial 
profunda en la estructura política del país. O sea: es imposible. No hay solución.

Ustedes son los que tienen miedo de morir, yo no. Mejor dicho, aquí en la cárcel ustedes 
no pueden entrar y matarme, pero yo puedo mandar matarlos a ustedes allí afuera. Nosotros 
somos hombres-bombas. En las villas miseria hay cien mil hombres-bombas. Estamos en 
el centro de lo insoluble mismo. Ustedes entre el bien y el mal y, en medio, la frontera de la 
muerte, la única frontera. Ya somos una nueva “especie”, ya somos otros bichos, diferentes a 
ustedes. La muerte para ustedes es un drama cristiano en una cama, por un ataque al corazón. 
La muerte para nosotros es la comida diaria, tirados en una fosa común ¿Ustedes intelectuales 
no hablan de lucha de clases, de ser marginal, ser héroe? Entonces ¡llegamos nosotros! ¡Ja, ja, 
ja...! Yo leo mucho; leí 3.000 libros y leo al Dante, pero mis soldados son extrañas anomalías del 
desarrollo torcido de este país. No hay más proletarios, o infelices, o explotados. Hay una tercera 
cosa creciendo allí afuera, cultivada en el barro, educándose en el más absoluto analfabetismo, 
diplomándose en las cárceles, como un monstruo Alien escondido en los rincones de la ciudad. 
Ya surgió un nuevo lenguaje. ¿Ustedes no escuchan las grabaciones hechas “con autorización” 
de la justicia? Es eso. Es otra lengua. Está delante de una especie de post miseria. Eso. La post 
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miseria genera una nueva cultura asesina, ayudada por la tecnología, satélites, celulares, Internet, 
armas modernas. Es la mierda con chips, con megabytes. Mis comandados son una mutación de la 
especie social. Son hongos de un gran error sucio.

En las periferias hay dinero. Nosotros ahora tenemos. ¿Usted cree que quien tiene 40 
millones de dólares como Beira Mar no manda? Con 40 millones de dólares la prisión es un hotel, 
un escritorio... ¿Cuál es la policía que va a quemar esa mina de oro, entiende? Nosotros somos 
una empresa moderna, rica. Si el funcionario vacila, es despedido y “colocado en el microondas”. 
Ustedes son el Estado quebrado, dominado por incompetentes. Nosotros tenemos métodos ágiles 
de gestión. Ustedes son lentos, burocráticos. Nosotros luchamos en terreno propio. Ustedes, en 
tierra extraña. Nosotros no tememos a la muerte. Ustedes mueren de miedo. Nosotros estamos bien 
armados. Ustedes tienen calibre 38. Nosotros estamos en el ataque. Ustedes en la defensa. Ustedes 
tienen la manía del humanismo. Nosotros somos crueles, sin piedad. Ustedes nos transformaron 
en “super stars” del crimen. Nosotros los tenemos de payasos. Nosotros somos ayudados por la 
población de las villas miseria, por miedo o por amor. Ustedes son odiados. Ustedes son regionales, 
provincianos. Nuestras armas y productos vienen de afuera, somos “globales”. Nosotros no nos 
olvidamos de ustedes, son nuestros “clientes”. Ustedes nos olvidan cuando pasa el susto de la 
violencia que provocamos.

Les voy a dar una idea, aunque sea en contra de mí. ¡Agarren a “los barones del polvo” 
(cocaína)! Hay diputados, senadores, hay generales, hay hasta ex presidentes del Paraguay en el 
medio de la cocaína y de las armas. ¿Pero, quién va a hacer eso? ¿El ejército? ¿Con qué plata? 
No tienen dinero ni para comida de los reclutas. El país está quebrado, sustentando un estado 
muerto con intereses del 20% al año, y Lula todavía aumenta los gastos públicos, empleando 40 
mil sinvergüenzas. ¿El ejército irá a luchar contra el PCC? Estoy leyendo Klausewitz “Sobre la 
Guerra”. No hay perspectiva de éxito. Nosotros somos hormigas devoradoras, escondidas en los 
rincones. Tenemos hasta misiles anti-tanque. Si embroman, van a salir unos Stinger. Para acabar con 
nosotros... solamente con una bomba atómica en las villas miseria. ¿Ya pensó? ¿Ipanema radiactiva?

Ustedes sólo pueden llegar a algún éxito si desisten de defender la “normalidad”. No hay 
más normalidad alguna. Ustedes precisan hacer una autocrítica de su propia incompetencia. Pero 
a ser franco, en serio, en la moral. Estamos todos en el centro de lo insoluble. Sólo que nosotros 
vivimos de él y ustedes no tienen salida. Sólo la mierda. Y nosotros ya trabajamos dentro de 
ella. Entiéndame, hermano, no hay solución. ¿Saben por qué? Porque ustedes no entienden ni la 
extensión del problema. Como escribió el divino Dante: “Pierdan todas las esperanzas. Estamos 
todos en el infierno”.6

Sean o no ciertas, las palabras de Camacho suenan profundas, ciertas y reales. ¿Por qué las 
palabras del narcotraficante más peligroso de Brasil parecen tan honestas? 

6 Blog “The truth is out there”, entrevista de Roberto Cabrini (The Brazilian Maffia), 8 de enero de 2013, http://bauhaus77.
blogspot.com/2013/01/entrevista-de-roberto-cabrini-brazilian.html 
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1. En primer lugar porque no es un “discurso” sino el relato de la vida misma. No hay 
componentes teleológicos dentro de los cuales queden subsumidas las palabras 
pronunciadas.

2. En segundo lugar porque el narcotráfico es un desafío exitoso a nuestro cinismo cotidiano. 
El discurso político del narcotráfico no sólo es creíble, sino que es creído firmemente por 
sus miembros.

3. En tercer lugar porque el narcotráfico responde a la parálisis del Estado de derecho, que 
todo lo promete y nada cumple, con el dinamismo del estado (stato) sin derechos, que 
nada promete y todo lo cumple.

El Estado fallido. Orígenes del concepto

A pesar de que sostenemos el carácter teleológico del concepto de Estado fallido y su conversión 
en instrumento de la política exterior americana en manos del Departamento de Estado, un estudio 
pormenorizado de su origen y evolución será útil a los fines de rescatar la idea de estatalidad, 
central en nuestra comprensión de la problemática del narcotráfico.

Hans-Henrik Holm dice que “los Estados fallidos no son un fenómeno nuevo. Fueron 
históricamente una parte natural del desarrollo del sistema internacional de Estados” [Holm, 
2000]. Hobbes escribe el Leviatán a la sombra de un Estado fallido, en 1588, cuando el sur inglés 
era diezmado por la armada española.

El concepto de “failed state” apareció en el mundo académico hace sólo una década, aunque el 
fenómeno al que hace referencia forma parte de la realidad política desde el nacimiento del sistema 
internacional de Estados, cuando en 1648 la Paz de Westfalia puso fin a la Guerra de los Treinta 
Años. En ese momento se configuró el Estado moderno con dos características fundamentales: por 
un lado su soberanía interna y por el otro una identidad externa como actor internacional a partir 
del reconocimiento otorgado por los otros Estados. Pero tal soberanía fue más proclamada que 
sostenida, “la soberanía nunca fue tan vibrante como sugieren varios analistas contemporáneos. Las 
normas convencionales de la soberanía siempre fueron desafiadas” [Krasner, 2001: 20] y durante 
un prolongado período histórico el Estado y la soberanía “eran más pretensiones doctrinales 
que realidades políticas” [Ramos, 1995: 41]. Habitualmente las potencias más importantes del 
momento intervinieron en los Estados cuya fragilidad los transformaba en amenazas a su seguridad 
y a sus intereses comerciales.

1. La primera etapa histórica del desarrollo del concepto podemos ubicarla a partir de 1960, 
cuando lo que hoy conocemos por “failed state” irá adoptando algunas de sus características actuales.

En ese año, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) calificó a la colonización de 
violación a los derechos humanos y contraria al espíritu de la Carta. El proceso de descolonización, 
principalmente en África, dio origen a numerosos Estados reconocidos por la comunidad 
internacional, sin que las bases políticas y económicas para desarrollarse exitosamente estuvieran 
inicialmente presentes. Esta situación dio origen al concepto de “quasi-Estados” [Jackson, 1998], 
antecedente conceptual del término actual.

Geopolítica del narcotráfico en América Latina

33 —



2. Un segundo momento surge en la posguerra fría, cuando las dos superpotencias dejaron 
de tutelar al mundo en desarrollo y perdieron interés en brindar apoyo militar y político a los 
Estados débiles. El proceso de la globalización originó la desintegración de viejos Estados y la 
consecuente formación de otros nuevos. Los Estados moribundos provocaron conflictos regionales 
y el crecimiento de operaciones de establecimiento o mantenimiento de la paz, junto con numerosas 
intervenciones humanitarias.

Fue durante este periodo cuando surgió el concepto de “failed state”. Sin embargo, los 
problemas que dichos Estados planteaban eran contemplados dentro de marcos estancos, no 
interconectados unos con otros y eran sólo de interés regional o local para los Estados vecinos 
[Sánchez-Gijón, 2003]. El fenómeno aún no estaba generalizado y planteaba más bien la necesidad 
de respuestas ante las emergencias humanitarias que suscitaban.

3. En la tercera etapa, hacia fines de los ‘90s, el fenómeno fue abandonando su aspecto 
humanitario para pasar a ser debatido como una amenaza para la paz y la seguridad internacional. 
Los “failed states” pasaron a ser una variante de las nuevas amenazas, entre las cuales ocupa un lugar 
importante el narcotráfico.

4. En la última etapa de desarrollo del “failed state” el concepto sufrió un punto de inflexión tras 
los atentados del 11 de septiembre de 2001, pasando a formar parte central de las preocupaciones 
básicas de los grandes decisores del sistema internacional.

En los Estados Unidos la inquietud por los “failed states” se vincula con la visión de la actual 
administración sobre la guerra al terrorismo. Busca así minimizar los escenarios de ingobernabilidad, 
propicios para el asentamiento de las amenazas transnacionales [Elizondo, 2004].

Aproximaciones teóricas al concepto de “failed state”

La primera definición de “failed state” fue obra de los autores Gerald Herman y Steven Ratner 
que estaban preocupados por el nuevo fenómeno de un Estado que se estaba volviendo “incapaz 
de sostenerse a sí mismo como miembro de la comunidad internacional” y que “podría poner 
en peligro a sus propios ciudadanos y amenazar a sus vecinos a través de oleadas de refugiados e 
inestabilidad política” [Herman y Ratner, 1993].

Posteriormente William Olson amplió esta definición a los Estados que enfrentaban serios 
“problemas internos que amenazan su continuidad” o que “presentan significativos desafíos 
internos para su orden político” [Olson, 1993].

En el análisis de Robert H. Jackson, los “failed states” no pueden garantizar un mínimo de 
condiciones civiles a sus ciudadanos, tales como el orden, la paz y la seguridad doméstica. No son 
de por sí económicamente subdesarrollados, pero sufren deficiencias políticas [Jackson, 1998].

Reflexionando sobre los países africanos, considera que estos tipos de Estado son resultado 
del fin del colonialismo. Sólo tienen existencia internacional porque su independencia fue aceptada 
por la sociedad internacional y se basan en la soberanía jurídica. Esta garantía postcolonial a la 
autodeterminación generó una importante cantidad de Estados marginales, que por falta de un 
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mejor término para el autor, pueden ser llamados “quasi-Estados” de los cuales algunos han caído 
o colapsado y han dejado de ser “Estados” en el sentido moderno del término. En síntesis, desde su 
punto de vista los “failed states” tienen existencia legal pero poca existencia política.

Para Michael Nicholson, los “failed states” son aquellos Estados que fracasan en dos sentidos. 
No logran proveer los servicios esenciales que un Estado debe garantizar a sus ciudadanos para 
funcionar correctamente, principalmente seguridad y estabilidad. Y también fracasan al no poder 
operar en el sistema internacional como actores aunque sea como actores débiles [Nicholson, 
1998].

El autor sugiere ver los “failed states” como puntos en un espero donde fallan de distintas 
formas o en distintos niveles, más que como una sola categoría.

Destaca el hecho que el mero reconocimiento externo de dicho Estado, más el control de 
aparato estatal por parte de elites corruptas impacta negativamente en el nivel doméstico. Por un 
lado permite a los que manejan el poder enriquecerse fácilmente, y por el otro la débil estructura 
estatal permite el libre desarrollo de los negocios multinacionales.

Daniel Thürer entiende que el término “failed state” no se aplica sólo al gobierno central, 
sino que también se refiere a que las demás funciones del Estado han colapsado. Los “failed states” 
son producto del colapso total o parcial de las estructuras y/o instituciones de poder encargadas de 
mantener el orden y el imperio de la ley en un país, un proceso usualmente acompañado por una 
escalada de violencia [Thurer, 1999]. Esta definición acerca el concepto de “failed” al de “collapsed”. 
En realidad entre ambos términos hay una diferencia de grado, como dice Henry C. K. Liu: “un 
Estado colapsado es un Estado fallido en grado avanzado”  [Liu, 2005].

Thürer concluye que el “failed state” es aquel Estado que a pesar de retener su capacidad legal 
ha perdido la habilidad de ejercerla. El Estado pierde el monopolio de la fuerza y se observa un 
desmoronamiento de las estructuras que garantizan estabilidad y seguridad. Las Fuerzas Armadas 
y policiales, el sistema judicial y otros órganos que mantienen la ley han dejado de existir, en los 
casos más extremos, o ya no pueden funcionar.

También hay un aspecto funcional que implica el derrumbe de las instituciones y la ausencia 
de los órganos que representen al Estado en el sistema internacional. En un “failed state” no existe 
ninguna institución con autoridad para negociar, representar y hacer cumplir la ley. Si existe no 
se puede confiar en ella ya que no hay certeza de cuánto tiempo va a perdurar en el poder o qué 
respaldo tienen los compromisos que asume en nombre del Estado.

Sociológicamente el fenómeno de “failed state” se caracteriza por dos situaciones. La primera 
de ellas es el colapso del núcleo del gobierno, lo que Max Weber ha definido como “el monopolio 
de la violencia física”. En dichos Estados, la policía, el Poder Judicial y otros órganos encargados de 
hacer cumplir la ley y mantener el orden, han dejado de existir o no tienen capacidad de funcionar. 
En muchos casos son usados con otros propósitos o se dedican a otros fines distintos de aquellos 
para los que fueron creados, por ejemplo se involucran en el tráfico de drogas y armas. Aquí el 
monopolio de la violencia como función básica del Estado está destruida y la sociedad retrocede al 
“estado de naturaleza hobbesiano”. La segunda situación tiene que ver con la espiral de violencia 
típica de los “failing states”.
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Robert H. Dorff argumenta que en los “failed states” el Estado pierde la habilidad para 
desempeñar las funciones básicas de gobierno y también pierde su legitimidad [Dorff, 1999]. En 
tal situación es vital lograr la restauración de las funciones básicas del gobierno y la legitimación 
del aparato estatal a fin de salvar al Estado de la desintegración.

Define al “failed state” en función de algunas características fenomenológicas: guerras civiles, 
crisis humanitarias (refugiados, hambrunas), aumento de la violencia, desarrollo de la economía 
informal caracterizada por el mercado negro y expansión de la corrupción política y económica. Se 
trata de gobernar lo ingobernable, en áreas donde existe ausencia de gobierno.

Robert Rotberg sostiene que los Estados modernos se focalizan en atender las preocupaciones 
y satisfacer las demandas de sus ciudadanos. Así cumplen con su función de proveer bienes políticos 
que son básicamente seguridad, salud, educación, participación en el proceso político, un marco 
legal de orden, un sistema judicial que lo administre, oportunidades económicas, protección 
ambiental e infraestructura básica [Rotberg, 2003].

En este sentido una función principal función del Estado es proveer seguridad, para prevenir 
invasiones territoriales o cualquier pérdida de territorio, para eliminar amenazas domésticas o 
ataques contra el orden nacional y la estructura social, para prevenir el crimen y cualquier peligro 
relacionado con la seguridad de sus ciudadanos, y para permitir que dichos ciudadanos resuelvan 
sus diferencias con el Estado y con sus pares sin recurrir a las armas o otras formas de coerción 
física. La distribución de los otros bienes políticos sólo es posible cuando existen determinados 
niveles de seguridad.

Rotberg clasifica a los Estados como débiles, fuertes, fallidos y colapsados en función de su 
rendimiento con respecto a la distribución efectiva de los bienes políticos más importantes.7 Aclara 
que es posible que en determinado momento un Estado deje de ser débil para convertirse en fallido 
y de fallido pase a ser considerado un Estado colapsado.

Un “failed state” es incapaz de proveer los bienes políticos más importantes. Esta incapacidad 
se manifiesta de distintas maneras:

-  No puede controlar todo su territorio, hay amplias zonas del país que están fuera del 
control del poder estatal, y por lo general la autoridad oficial se limita a la ciudad capital 
y algunas regiones en particular.

-  Hay un descontento generalizado en la población, violencia y ataques contra el gobierno.
-  Los enfrentamientos son recurrentes y se dan por rivalidades étnicas, regionales culturales, 

o por el control de determinados recursos naturales.
-  Hay un marcado crecimiento de la violencia criminal, con bandas y mafias dominando 

las calles. En este contexto, al debilitarse la autoridad estatal el mismo Estado se termina 
volviendo criminal en la agresión hacia sus ciudadanos.

7 Los Estados fuertes se caracterizan por controlar su territorio y por ser capaces de proporcionar una amplia gama y calidad 
de bienes políticos a sus ciudadanos. Por el contrario en los Estados débiles, la habilidad y capacidad para proveer los bienes 
políticos está atrofiada o está disminuyendo progresivamente. Un Estado definido como colapsado viene a ser la versión 
extrema del “failed state”. En él se observa un vacío de autoridad y el Estado termina por convertirse en una mera expresión 
geográfica. Cuando un Estado colapsa, otros actores no estatales comienzan a tomar el control de los distintos territorios, 
a establecer su propio sistema de seguridad y reglas de juego.
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-  Se deja de proveer el bienestar mínimo a la población, que empieza a recurrir a actores no 
estatales para la provisión de seguridad, justicia, educación y salud

-  Hay un severo deterioro en el estándar de vida de la gente y en la infraestructura del país.
-  Los índices económicos caen, aumenta la inflación y la moneda nacional se deprecia, 

también florece la economía informal y el contrabando.
-  Las instituciones son débiles, funcionando básicamente el Poder Ejecutivo el cual domina 

al Poder Legislativo y al Poder Judicial. La burocracia ha perdido todo sentido de 
profesionalismo y carece de responsabilidad.

-  La corrupción florece y se convierte en un elemento constitutivo de dichos Estados.

Como consecuencia de estos procesos se cuestiona tanto la legitimidad del Estado, como 
la del Gobierno. Cuando el Estado funciona eficazmente sólo para unos pocos, la gran mayoría 
comienza a rechazarlo y a deslegitimarlo. En esa situación la legitimación es transferida a otros 
actores no estatales.

Ningún indicador aislado manifiesta con claridad que un Estado fuerte se está debilitando o 
que un Estado débil está a punto de convertirse en “failed”. Es una sumatoria de diversos indicadores 
la que perfila un panorama donde el Estado corre peligro de transformarse negativamente.

La conversión del Estado nacional en “failed state” no es un suceso accidental, sino un 
resultado de la acción humana. Los liderazgos defectuosos, las fragilidades institucionales y los 
defectos estructurales contribuyen al “failure” y en última instancia son responsabilidad de los 
ciudadanos.

Hung-En Sung argumenta que un Estado se convierte en “failed state” cuando el gobierno 
central deja de proveer libertades políticas, derechos civiles, justicia (civil y penal) y seguridad 
(personal y colectiva) en forma justa y efectiva. La efectiva (y transparente) provisión de estos 
bienes políticos legitima al sistema político y lo contrario incide en una pérdida de legitimidad 
[Hung-En Sung, 2004]. El concepto de “failed state” puede ser visto como un continuum que 
abarca desde una elevada performance estatal hasta un colapso total, de acuerdo al grado de éxito 
en la provisión de los bienes políticos y puede ser operacionalizado a través de diversas variables: 
la estabilidad institucional, la independencia jurídica y los derechos políticos.

Entre las características básicas de este tipo de Estados se destaca la presencia de altos grados 
de violencia y crimen, corrupción creciente, incapacidad de los dirigentes para ejercer la soberanía 
sin recurrir al uso de la fuerza, ausencia de consenso entre los gobernados, opinión pública atrofiada 
y una atmósfera de incertidumbre e inestabilidad.

William Zartman prefiere utilizar el término “Estado colapsado”, refiriéndose a una 
situación donde “las funciones básicas del Estado ya no son desempeñadas”. Y agrega que “se 
trata de un fenómeno mucho más profundo que una mera rebelión o golpe de Estado. Se refiere 
a una situación donde la estructura, autoridad, ley y orden político se han venido abajo y deben 
ser reconstituidos de alguna manera.” El Estado como institución ya no puede tomar decisiones 
e implementarlas [citado por Spanger, 2000].
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Jackson Preece define a los “failed states” como Estados que son internacionalmente 
reconocidos como territorios soberanos, pero que sin embargo son incapaces de proveerse a sí 
mismos condiciones internas de paz, orden y gobernabilidad [Jackson Preece, 1999].

Según el African Studies Center el surgimiento reciente de una serie de “failed states” y Estados 
colapsados representa el punto más serio de tensión en el sistema internacional actual [ASC, 2003]. 
Algunos Estados occidentales han evolucionado hacia “Estados postmodernos”, mientras que otros 
Estados, generalmente ubicados en el mundo en desarrollo, amenazan con involucionar y convertirse 
en “Estados premodernos”. Aquí se ubicarían los “failed states” y los Estados colapsados. Coincide 
en que los “failed states” se caracterizan por un aparato estatal incapaz de mantener un efectivo 
monopolio de la violencia en todo el territorio, presenta fallas en la capacidad de hacer cumplir 
la ley, es incapaz o no está dispuesto a cumplir con las obligaciones internacionales (respetar los 
tratados internacionales) y no puede prevenir algunas formas de crimen organizado transnacional.

Uno de los signos de la debilidad o desintegración de un Estado es cuando ya no es capaz 
de satisfacer las necesidades básicas de su población y cuando se niegan los derechos ciudadanos. 
Si un Estado se desintegra, y sus ciudadanos pierden confianza en él, experimentan inestabilidad 
política, económica, social, e inseguridad que los lleva a buscar protección en otros lugares, incluso 
fuera del país.

Para Ming Nguyen la definición de “failed state” está estrechamente relacionada con la 
concepción del Estado en general [Nguyen, 2005]. De esta forma describe al fenómeno como el 
momento en que “el gobierno central pierde el monopolio de los medios de violencia”. La habilidad 
para monopolizar el uso de la fuerza es el elemento constitutivo y decisivo del funcionamiento 
estatal y la incapacidad de ejercer esta habilidad transformará al Estado en un “failed state”. Las 
posibilidades de cumplir otras funciones estatales como el respeto a los derechos humanos y el 
reparto de los servicios sociales dependerá del éxito en monopolizar la violencia.

Más allá de ciertos factores históricos, como el colonialismo europeo, la globalización y el 
neoliberalismo, el proceso de “failed state” también está determinado por factores domésticos, 
como la mala administración económica, la corrupción y la ingobernabilidad.

El concepto de “failed state” acarrea implicancias políticas y de seguridad para el Estado 
definido como tal, que se vuelve candidato a ser intervenido por otro Estado, por un organismo 
internacional o ser destinatario de un ataque preventivo.

Henry C. K. Liu argumenta que el “failed state” tiene un origen ideológico ya que el 
neoliberalismo genera un síndrome de “failed state” en el sistema internacional. Argumenta que “los 
‘failed states’ y los Estados colapsados son una característica estructural del sistema internacional 
contemporáneo, no una disfunción temporal del orden mundial westfaliano de Estados soberanos” 
[Liu, 2005] porque el fuerte define el “failure” y el “success”.

En síntesis: el concepto de “failed state”/“failing state” se refiere a aquellos Estados que tienen 
dificultades para gobernarse a si mismos. Son naciones debilitadas por guerras, enfrentamientos 
étnicos o religiosos, corrupción política, desaciertos económicos o por una combinación de ellas. 
Todas atraviesan una grave crisis política, con gobiernos tan débiles que no pueden mantener la 
autoridad ni garantizar el orden.
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Un “failed state” es incapaz de retener el monopolio legitimo de la violencia física, asegurar 
el cumplimiento de la ley en todo su territorio y proveer a la población de los bienes políticos 
mínimos (salud, educación y servicios públicos). El gobierno está deslegitimado, pero igualmente 
mantiene el poder estatal sobre la capital y las ciudades más importantes del país. También conti-
núa manteniendo el reconocimiento internacional como entidad soberana.

Mas allá de los factores históricos como el legado colonial, el fin de la guerra fría y la 
globalización, los “failed states” tienen debilidades endógenas ya que han fracasado en la creación de 
un consenso social y político lo suficientemente fuerte como para eliminar la necesidad de recurrir 
al uso de la fuerza en la vida política cotidiana.8

Más posteriormente el concepto “failed state” amplió su ámbito de aplicación ampliado y se 
refiere a todos los Estados que pueden poner en peligro la seguridad de los países más avanzados. 
Después del 11 de septiembre, los “failed states” fueron considerados como un germen para el 
desarrollo del crimen organizado transnacional.

Los “failed states” como amenazas a los subsistemas regionales

Queda claro que el problema de los “failed states” es de carácter interno. Estos Estados están 
afectados por el caos, la violencia, el colapso de las instituciones estatales y varias carencias de 
desarrollo.

Si afirmamos que los “failed states” son una fuente potencial de conflictos para la continui-
dad y estabilidad de los subsistemas regionales, la “teoría del linkage” de Rosenau, al afirmar 
que las esferas políticas interna e internacional son dos sistemas en permanente interacción [Del 
Arenal, 1984: 222-223], ayuda a entender mejor el problema. Aunque el caso de los “failed states” 
aluda a fenómenos de carácter interno, el proceso de descomposición de las relaciones de mando 
y obediencia en los mecanismos domésticos de fuerza provoca un corrimiento del Estado de 
naturaleza hacia la frontera y hacia los países vecinos.

Al tener regularidades de comportamiento distinguibles, los “failed states” son capaces de 
desatar un proceso de tipo reactivo en los subsistemas regionales donde se encuentran ubicados. 
Estos subsistemas están compuestos por unidades estatales que reaccionan ante las acciones de los 
“failed states”. Las regularidades de comportamiento de un Estado, en este caso un “failed state”, 
provocan un efecto reactivo en el comportamiento de otro Estado o en el conjunto de Estados que 
conforman un subsistema regional dado.

Si un “failed state” emite comportamientos que comprometen la seguridad o los intereses 
del resto de los Estados miembros de un subsistema regional, tales como las oleadas masivas de 
inmigrantes ilegales, el foco de inestabilidad provocado por el propio “failed state” más la forma 

8 Numerosos estudios establecen que los contextos político, económico e histórico de los “failed states” y Estados colapsados 
estuvieron determinados por la herencia colonial, que duró bastante tiempo como para destruir a las estructuras sociales 
tradicionales, pero no lo suficiente como para reemplazarlas con estructuras constitucionales al estilo occidental, el fin de la 
guerra fría, y el surgimiento de la ideología neoliberal, que con sus planes de ajustes estructurales en los países más pobres 
ha tendido a dificultar las funciones del Estado y su capacidad para proveer los bienes públicos básicos.
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en que reaccionen las demás unidades estatales puede alterar la estabilidad y continuidad del 
subsistema regional.

Tres son las amenazas principales que los “failed states” generan a los subsistemas regionales: 
los desplazamientos masivos de población, la cuestión humanitaria y el desarrollo del crimen 
organizado internacional.

1. En primer lugar los “failed states” representan una amenaza directa para los Estados 
fronterizos, porque la población afectada del Estado en cuestión huye hacia otros Estados en 
búsqueda de mejores condiciones de vida. Como Herman y Ratner señalan: “El colapso económico 
y político, acompañado por conflictos internos y la caída de los sistemas sociales de salud y de 
asistencia, consecuentemente llevan a movimientos en masa de refugiados hacia los países vecinos” 
[Herman, 1993].

La afluencia masiva de refugiados repercute en la seguridad de los Estados receptores, que 
a menudo son obligados a cerrar sus fronteras y hacer uso de la fuerza. Pueden verse afectada su 
economía y corren el riesgo de que elementos armados infiltrados entre la población de refugiados 
civiles propaguen el conflicto en el país [Fuentes, 2004].

A esto hay que sumarle el hecho de que los Estados tienden a convertirse en “failed states” en 
regiones donde ya hay otros Estados frágiles. Es posible que se produzca un efecto dominó y que 
otros Estados comiencen el proceso de “failure” en la región. Lo que comienza siendo un problema 
local puede llegar a transformarse en un conflicto más amplio poniendo en jaque la estabilidad 
regional.

Para los Estados más fuertes (Estados Unidos, la Unión Europea, Japón, Australia) las 
migraciones masivas constituyen una situación desafiante. Cualquier política destinada a controlar 
las migraciones y el problema de los refugiados debe considerar en qué medida la situación de “state 
failure” contribuye al surgimiento e incremento de este fenómeno.

2. En segundo lugar, los “failed states” derivan en emergencias humanitarias que involucran 
serias amenazas a los Derechos Humanos. Ante estas violaciones la comunidad internacional 
y la ONU consideran la protección y la promoción de los derechos humanos como intereses 
fundamentales para el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales.

Los Estados más poderosos se sienten obligados a hacerse cargo de la situación a través de 
ayuda económica, militar, humana, etc. Este contexto genera la paradoja que Dorff menciona en 
los siguientes términos: “la mayoría de los casos de ‘failed state’ ocurren en el mundo en desarrollo, 
que desde una óptica realista son zonas de intereses periféricos de las potencias. Es decir, hay una 
contradicción en el sentido que en aquellos lugares donde existen intereses vitales de las potencias 
hay pocas amenazas que los pongan en riesgo, y donde hay amenazas generadas por los ‘failed 
states’ hay pocos intereses vitales que proteger [Dorff, 1999].

Adicionalmente el fenómeno de los “failed states” atrae la atención de los países desarrollados 
no sólo por su capacidad conflictiva, sino también porque la ayuda económica de los donantes 
bilaterales o multilaterales pueden tornarse ineficaces, ser malversadas o destruidas [Mendelson 
Forman, 2001].
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3. Después del 11 de septiembre hay un fuerte consenso acerca del potencial de los “failed 
states” como lugar de asentamiento para el desarrollo del crimen organizado internacional.

La inestabilidad creada por dichos Estados ha contribuido a elevar las preocupaciones sobre 
la peligrosidad de los llamados “rogue states” que pueden llegar a presionar y/o manipular a los 
“failed states” para lograr sus propios objetivos.9

Esta preocupación, íntimamente relacionada con la “Estrategia de Seguridad Nacional” de 
los Estados Unidos (NSS por sus siglas en inglés),10 representa un giro en la política exterior 
norteamericana. Mientras los demócratas habían marcado un acento humanitario en la problemática 
de los “failed states”, la actual administración republicana enfatiza la amenaza que dichos Estados 
representan para la seguridad nacional.

La NSS define a los “failed states” como países en los cuales el gobierno central no ejerce 
suficientes controles y no es capaz de distribuir los servicios vitales para importantes partes del 
territorio.

¿Por qué los “failed states” constituyen una amenaza significativa para la seguridad nacional 
norteamericana? En primer lugar estos Estados proveen bases operacionales convenientes y 
refugios seguros para los terroristas internacionales. Las organizaciones del crimen transnacional 
aprovechan las ventajas de los “failed states” dadas sus fronteras porosas, su débil o inexistente 
aplicación de la ley y sus ineficientes instituciones judiciales. De este modo pueden trasladar 
hombres, armas y dinero alrededor del mundo. En segundo lugar los “failed states” engendran 
conflictos regionales que pueden debilitar sustancialmente la seguridad y retrasar el desarrollo de 
determinadas subregiones [Rice, 2003]. Para los Estados Unidos los costos de estos conflictos 
son importantes: oleadas de inmigrantes masivos en las costas norteamericanas, proliferación de 
armas que exacerban la estabilidad regional, grandes gastos en ayuda humanitaria, asistencia para 
el mantenimiento de la paz, caída de oportunidades para el comercio e inversiones y la explotación 
y exportación de determinados bienes para fines criminales.

La prevención frente a los “failed states”

Los Estados fallidos son conflictivos porque los “rogue states” y los “failed states” comparten formas 
similares de anomia. Mientras los “failed states” son Estados sin ley los “rogue states” son Estados 
que se comportan al margen de la ley internacional. Ambos poseen una gran capacidad de producir 
y propagar inestabilidad a nivel internacional [Sánchez-Gijón, 2003].

El mundo académico advirtió sobre este problema en numerosos estudios y publicaciones. 
Robert Rotberg afirma que “desde el 11-S, la amenaza del terrorismo ha otorgado al problema de 
9 Los “rogue states” (Estados villanos en español) son vistos con desconfianza y temor por la comunidad internacional y la 

opinión publica internacional por su propensión a crear conflictos con otros Estados. Tanto los “rogue states” como los 
“failed states” comparten formas similares de anomia: los “failed states” son internamente Estados sin ley y los “rogue states” 
son Estados que se comportan al margen de la ley internacional. Ambos tipos de Estados poseen el gran potencial para 
producir y propagar la inestabilidad a nivel internacional [Sánchez-Gijón, 2003].

10 Más información acerca de las distintas Estrategias de Seguridad Nacional de los Estados Unidos se puede encontrar en el 
sitio de la National Security Council: www.whitehouse.gov/nsc 
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los ‘failed states’ una inmediatez e importancia que trasciende la anterior dimensión humanitaria” 
[...] “prevenir a los Estados del fracaso, y resucitar a aquellos que se transforman en ‘failed states’ 
son entonces imperativos morales y estratégicos” [Rotberg, 2002a].

Evitar que los Estados se conviertan en “failed states” es una política prudente y contribuye al 
orden internacional, una opción más económica que reconstruir los “failed states” que han colapsado 
[Rotberg, 2002b].

Pero hay otros autores que cuestionan la relación directa entre el desarrollo del terrorismo 
internacional con el fenómeno de los “failed states”. Las redes terroristas muchas veces tienen 
necesidades que no siempre encuentran en los “failed states”, tecnología en comunicaciones o 
recursos humanos y financieros para reclutar, entrenar y planear atentados. Los ataques del 11 de 
septiembre se concibieron y planearon en el Estado fallido afgano pero se desarrollaron en países 
como Estados Unidos [Nguyen, 2005].

 
El Estado fallido en la visión de la relación Estado-sociedad

Llamativamente, el concepto de Estado fallido reafirma la tesis de que “el Estado está de regreso” 
[Spanger, 2001]. El “failed state”, dada su peligrosidad, rescata definiciones valorativas del Estado 
moderno ya que definir al Estado fallido como una amenaza al sistema internacional implica 
valorar al Estado soberano tradicional. Sorensen dice que hablar sobre el Estado fallido presupone 
la existencia de un Estado, el que a su vez implica (formal y jurídicamente) soberanía, condición 
básica y necesaria del Estado fallido. La soberanía crea una unidad sociopolítica con cierta dosis 
de autonomía, de aislamiento del exterior. Sin ese aislamiento no sería posible realizar una clara 
distinción entre el “interior” y el “exterior”. El Estado fallido es un fenómeno interno, condicionado 
por la existencia de una zona con autoridad política autónoma, no sujeta formalmente al control 
externo. Externamente se pueden influenciar los procesos del Estado fallido en distintas formas, 
pero “sin una unidad sociopolítica con autoridad autónoma política y legal, es decir soberana, no 
habrá posibilidades de Estado fallido” [Sorensen, 2001].

Christopher Clapham afirma que “la mitología de la estatalidad fue fuertemente erosionada” 
en el sentido de que los Estados débiles han sufrido una “pérdida real de soberanía”. Esta pérdida, 
en combinación con la sustancial debilidad de esos Estados, significa que (por ejemplo) África 
“no está dividida entre entidades que sí cuentan y otras que no cuentan como Estados, sino que 
implica una estructura de poder que, más allá de la designación formal, disfrutan de mayores o 
menores grados de estatalidad” (citado por Sorensen, 2001].

Estos autores apoyan una visión del Estado fallido donde, contra toda suposición, la soberanía 
del Estado persiste. Para Sorensen, apoyándose en Clapham, el “failure” debería definirse por 
indicadores de mayor o menor “estatalidad”. Un Estado fallido no es un Estado que deja de existir, 
sino que es un Estado con menor índice de estatalidad, en una situación donde ningún Estado es 
‘completamente” autónomo y estable ni tampoco completamente débil e inexistente.

En la visión tradicional el Consenso de Washington impulsa una reforma del Estado con 
preeminencia económica, que termina desembocando en algunos casos en Estados fallidos, 
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provocando deficiencias de seguridad doméstica, denominadas de diversa manera por los 
especialistas (espacios vacíos, áreas sin ley, zonas rojas, etc.).

En la visión de Spanger y Sorensen, el Estado fallido sigue contiene aún porcentajes de 
estatalidad determinables que inducen a una reforma del Estado para recuperar porcentajes 
superiores. Es un camino inverso al tradicional, que intenta llevar a los Estados periféricos o débiles 
a una situación de Estados con una estatalidad superior. La reforma del Estado buscaría incrementar 
su presencia en la vida social.

Globalización, narcotráfico y Estado fallido

El final de la guerra fría estructuró una agenda política cargada de nuevos temas. Entre ellos comienza 
a ocupar un lugar preponderante el tráfico de drogas a través de fronteras más permeables que en 
el pasado. Los decisores políticos se encuentran con “dificultades analíticas y de clarificación cada 
vez más evidentes: la globalización del capital y las comunicaciones; tratar o no la permeabilidad a 
las drogas en las fronteras estatales...” [Falk, 2002: 15].

Las fronteras ya no pueden funcionar tan eficientemente como “containers” de poder 
porque en la globalización “el dinero, las tecnologías, las mercancías, las informaciones y las 
intoxicaciones ‘traspasan’ las fronteras, como si éstas no existieran. Inclusive cosas, personas e 
ideas que los gobiernos mantendrían fuera del país (drogas, emigrantes ilegales, críticas a sus 
violaciones de los derechos humanos) consiguen introducirse” [Beck, 1999: 42]. 

1. Para la visión antiglobalizadora, que ve un Estado erosionado por la presión externa, el 
narcotráfico es una excusa que forma parte de una política de expansión imperialista. Richard 
Falk lo dice con claridad: “A menudo, claro está, este impulso (del Estado) de extender el control 
significa que el más fuerte proyecta su poder a expensas de la territorialidad del más débil, por 
ejemplo, desarrollando una ‘guerra contra las drogas’ en los países proveedores mientras se realizan 
vertidos tóxicos y se distribuyen productos farmacéuticos de baja calidad en esos mismos países. 
De forma inevitable, al irse integrando más plenamente las realidades globales, los más débiles 
devuelven golpe por golpe, y la desesperación genera fenómenos tales como ataques terroristas y 
hordas de refugiados económicos y políticos” [Falk, 2002: 34-35]. Si antes de la globalización los 
Estados periféricos disponían de un bajo poder de decisión, “la ola neoliberal llevó al colapso o a 
drásticas reducciones a numerosas administraciones públicas. El Estado se retiró de vastas zonas 
urbanas marginales, convertidas en tierra de nadie” [Beinstein, 1999:76]. Aquí es donde encaja 
la visión de varios autores para los cuales el crecimiento del delito en la Argentina es resultado de 
fallas, ausencias o debilidades del Estado nacional. Diego Gorgal, Marcelo Saín, Peter Waldmann, 
Halvor Mehlum y Vadim Volkov, entre otros, otorgan a los grupos delictivos un rol protagónico 
y un grado de fortaleza que les permite acorralar al Estado y suplantar su rol. Calificadas ahora de 
“fenómenos para-estatales” [Gorgal, 2003] las actividades delictivas, especialmente el narcotráfico, 
son una nueva presencia institucional. El Estado ya no es un Estado fallido sino que está amenazado 
de extinción, una visión diametralmente opuesta a la de Clapham, Sorensen y Spanger para quienes 
el Estado tiene un grado de estatalidad que habrá que determinar pero que siempre existe. 
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2. En la visión de la ortodoxia globalizadora, el narcotráfico es un resultado inevitable de 
la expansión del capitalismo global. Al mismo tiempo que se le exige al Estado la desregulación 
de gran parte de la actividad económica, se le pide que modere las consecuencias negativas que 
pueda tener tal conducta. Si “la idea misma de una economía nacional va perdiendo sentido” 
[Robert Reich, citado por Ohmae 1997: 27], si es necesario “renunciar a cierto grado de soberanía 
nacional” [Turow, 1996: 151], si el Estado ya no tiene que desempeñar el papel de creador de 
mercado [Ohmae, 1997: 19] y si el Estado no tiene suficientes posibilidades de amortiguar las 
secuelas no deseadas de los mercados trasnacionales [Habermas, 2000: 73], el conjunto de las 
actividades delictivas encuentra mejores posibilidades de circular con mayor libertad y adquirir 
un carácter transnacional. En esta postura, donde la globalización implica debilidad del Estado, el 
narcotráfico es un efecto indeseado de un proceso necesariamente positivo, un agente “extraño” 
que aprovecha una situación. 

3. En la visión relacional del Estado el narcotráfico se posiciona en un Estado que tiene un 
determinado grado de soberanía, en un mundo donde ningún Estado es completamente autónomo 
ni completamente débil. La primera diferencia con el resto de los análisis es que no hay diferencia 
entre Estados exitosos y Estados fallidos. El narcotráfico, que existe en todos ellos, tiene incluso 
una presencia mejor estructurada en los Estados exitosos que en los fallidos. 

La segunda diferencia es que la visión relacional rescata la estrecha vinculación entre las 
preferencias sociales y los comportamientos estatales. Si el Estado ha dejado de ser el clásico Estado 
de derecho y se trata de un Estado con reserva de soberanía para el sitio nacional como actor 
del proceso de globalización y partícipe del capital global, el derecho tiende a contradecirse con 
la norma social. La conducta del Estado respecto al narcotráfico dependerá de cómo se vayan 
modificando las expectativas sociales respecto al proceso de reforma del Estado. Cuando las 
demandas sobre el Estado de bienestar exigían su modernización, la actividad del narcotráfico 
no era percibida como problema. Cuando el Estado inició su proceso de reforma la euforia social 
percibió al narcotráfico como un problema marginal. Cuando las protestas contra las consecuencias 
negativas de la modernización exigieron la reasunción del Estado, el narcotráfico entra en una etapa 
de legitimación contradictoria, fuertemente insertado como actor económico pero cuestionado 
políticamente.

El Estado fallido y el crimen en las grandes ciudades

Garay Vera dice que en América Latina hay cercanía con el concepto de Estados fallidos [Garay 
Vera, 2003]. Aunque Noam Chomsky dice que el concepto de rogue states es el más relevante en 
la planificación política y militar de USA en el mundo, no parece serlo para América Latina. 

En América Latina el incremento de la actividad criminal, específicamente el narcotráfico,  es 
una de las formas que adopta el Estado fallido. Phillipe Delmas dice que “el narcotráfico nunca será 
vencido mientras encarne una forma simple, inmediata, de justicia social, de equidad económica y 
de mínima prosperidad para todos. La lucha armada contra los traficantes no tendrá éxito mientras 
sean más legítimos que el Estado ante los campesinos” [Delmas, 1996: 22]. Raúl Reyes, vocero 
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de las FARC, lo expresa así: “El neoliberalismo expulsó a los campesinos de la producción de 
alimentos y no les quedó otra alternativa que internarse en la selva para cultivar coca y amapola” 
[Uribe Marín, 2001: 31].

El fenómeno del “failed state” nos muestra un Estado cuya principal característica es la 
debilidad. La debilidad del Estado es la causa principal y común de las inestabilidades. “Cuando 
barrios enteros de las ciudades y regiones completas del campo escapan totalmente al orden público, 
excepto si éste adopta a su vez una forma criminal (escuadrones de la muerte, secuestros) cuando 
ninguno de los servicios más elementales está asegurado –como por ejemplo el abastecimiento 
de agua potable-, el Estado deja sencillamente de existir y pierde, por supuesto, toda legitimidad. 
Al difuminarse, abre la puerta a múltiples contra-poderes que mezclan la acción criminal y la 
reivindicación política” [Delmas, 1996: 25].

En materia de seguridad el orden internacional reposa sobre el principio de Estados soberanos, 
capaces de asegurar su propia cohesión. En la década de los 90 América Latina realizó profundas 
reformas estructurales, en un proceso en el que junto al crecimiento económico se dispararon una 
serie de procesos políticos, institucionales y sociales.

Diego Gorgal afirma que, junto a esos cambios, también hubo una significativa transformación 
de la seguridad [Gorgal, 2003]. Tradicionalmente la seguridad era entendida como seguridad 
de los Estados y protección de los intereses nacionales (defensa nacional) con una agenda que 
estaba sesgada por las relaciones cívico-militares y las hipótesis de guerra. Esta situación cambió 
en la década de los ‘90s. Las relaciones cívico-militares se consolidaron dentro de un esquema 
democrático, la probabilidad de guerras a nivel regional se redujo al mínimo y América Latina se 
convirtió en una región de relativa paz. Los especialistas calificaron a la región como una “zona 
azul”, con pocas posibilidades para los conflictos militares clásicos.

Pero mientras las condiciones de consolidación del régimen democrático, la apertura 
económica y la globalización sentaban las bases materiales del crecimiento, “en América Latina se 
experimentaba un deterioro de los estándares de seguridad de la población, no solo del Estado o 
de la Nación” [Gorgal, 2003]. La posibilidad de guerra entre Estados se reducía, pero aumentaba 
la violencia entre particulares. 

El tema de la seguridad incorporó la dimensión interior, sumándose a la cuestión de la 
seguridad de los Estados y las naciones (defensa nacional).

Los delitos, siempre existentes en las sociedades, empiezan a ser percibidos como un problema 
público que requiere la intervención del Estado. De este modo, la cuestión criminal se suma a la 
cuestión educativa, laboral, etc.

El Estado, desbordado por la explosión cuantitativa del delito y la violencia y por la 
heterogeneidad y complejidad de sus manifestaciones, no es capaz de cumplir con la principal 
razón de ser del Estado moderno: la protección de los ciudadanos que caen bajo su jurisdicción. El 
aumento del crimen lleva directamente a la cuestión de la crisis del Estado moderno en la región.

La falta de capacidad estatal y la baja calidad institucional hacen que la efectividad de la ley se 
distribuya de forma irregular en las sociedades latinoamericanas, dando lugar a espacios con baja 
presencia del Estado –y de la ley- y “donde fenómenos para-estatales de distinta intensidad y escala 
funcionan como autoridad y ley“ [Gorgal, 2003]. 
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La problemática de la seguridad ha extendido la mirada a estas áreas marginales de las grandes 
ciudades, donde el Estado no tiene presencia. Ya no es necesario identificar la ausencia estatal y la 
existencia de poderes para-estatales en zonas remotas de la geografía nacional, como en el pasado 
reciente. El “failure” ya no proviene de amenazas políticamente organizadas sino del interior de 
una sociedad fragmentada.

Las futuras generaciones se socializan en un espacio que desconoce el poder público y el 
orden jurídico y social que éste garantiza. La tradicional marginación social se convierte ahora en 
marginación institucional.

En los guettos urbanos de pobreza surgen sistemas de valores y creencias distintos al resto de 
la sociedad, y su principal característica es la ausencia de la ley. Estos espacios sin Estado tienen un 
solo contacto estatal: la policía, percibida más como una amenaza que como una defensa.

Sobre esta estructura el narcotráfico produce un nuevo cambio estructural, que impone una 
nueva presencia institucional para-estatal con las graves consecuencias políticas que esto supone 
[Gorgal, 2003].

Entre esas condiciones despunta, por cierto, la crisis del Estado y su incapacidad “para prevenir 
y conjurar exitosamente las actividades delictivas en sus diferentes manifestaciones, cuya cara más 
visible ha estado centrada en el colapso del sistema judicial-penal, penitenciario y, particularmente, 
el sistema policial” [Sain, 2004: 5].

La vigencia del estado de derecho y el ejercicio exitoso del monopolio sobre los medios 
de violencia son condiciones institucionales indispensables de la democracia. Los sistemas de 
seguridad pública de los Estados encuentran en estas funciones sus respectivos horizontes legales y 
simbólicos [Sain, 2004: 5].

En el caso argentino la democratización política “enmarcó la conformación de un Estado 
fallido” [Sain, 2004: 5], un Estado incapaz de asegurar la efectividad de sus leyes, disposiciones y 
políticas a lo largo del territorio. 

La envergadura y complejidad que ha adquirido la problemática criminal en la Argentina 
ha puesto en evidencia las deficiencias institucionales existentes en su sistema de seguridad y, muy 
particularmente, aquellas deficiencias derivadas del desempeño de los decisores gubernamentales y 
de las agencias policiales que los componen [Sain, 2004: 13].

Las autoridades gubernamentales han mantenido desinterés y desconocimiento por los asuntos 
de la seguridad pública, las cambiantes problemáticas delictivas y el intrincado funcionamiento po-
licial. Abandonaron las funciones de gobierno y administración de tales cuestiones, delegándolas a 
las agencias policiales. Éstas las han ejercido siguiendo el conjunto de orientaciones, concepciones y 
prácticas autónomamente conformadas y reproducidas durante décadas en el interior de las propias 
instituciones policiales. En la mayoría de los casos, esa impronta delegativa se asentó en un pacto 
–implícito o explícito- en el que las autoridades gubernamentales se comprometían a no tener 
ningún tipo de ingerencia en la vida institucional de la policía a cambio de que ésta garantice ciertos 
niveles políticamente aceptables de seguridad pública [Sain, 2004: 13].

El resultado de este “acuerdo” conformó un sistema policial ineficiente para registrar, prevenir 
y conjurar las nuevas manifestaciones delictivas. También se estructuró “un circuito estable de auto-
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financiamiento policial generado en un conjunto de dádivas y fondos provenientes de diversas 
actividades delictivas permitidas, protegidas o llevadas a cabo por los propios agentes policiales y 
avaladas políticamente” [Sain, 2004: 14].

En este escenario de seguridad pública, la Argentina detenta un Estado fallido, con una 
estatalidad debilitada en el ejercicio del monopolio de la fuerza frente a los grupos y sujetos que 
disputan dicho monopolio y, en particular, frente al delito, “incapaz de hacer cumplir por todos las 
leyes y los decretos y no sólo promulgarlos” [Waldmann, 2003: 15].

Este Estado fallido ha combinado ciertos rasgos, recurrentes en las últimas décadas:

a) ausencia de voluntad gubernamental para abordar y agendar como cuestión central la 
problemática criminal y los asuntos de la seguridad pública;

b) permanente delegación de la seguridad pública en las agencias policiales, permitiendo 
niveles elevados de autonomía y de autorregulación policial; 

c) falta de registro y elaboración de un cuadro de situación permanente de la problemática 
delictiva, de su envergadura, despliegue y evolución, y el consecuente monopolio policial 
de ese conocimiento; 

d) sistemático desconocimiento gubernamental del verdadero estado institucional del sistema 
policial en el desempeño de sus tareas preventivas e investigativas e inexistencia de un 
funcionariado gubernamental especializado; 

e) constante falta o desmerecimiento de estrategias de reforma y modernización del sistema 
de seguridad pública y, en particular, del sistema policial, y el consecuente mantenimiento 
del actual esquema institucional anacrónico y desactualizado. 

f) connivencia gubernamental con los bolsones de corrupción policial y con las recurrentes 
prácticas policiales de regulación delictiva [Sain, 2004: 16-17].

Es que hay una “división de tareas entre los que ejercen violencia y aquellos que protegen 
contra violencia y cada emprendedor elige la actividad más redituable. “Todos los emprendedores 
interactúan en un mercado de base extorsiva” [Mehlum, 2001] lo que explica el crecimiento paralelo 
del crimen y de las compañías privadas de seguridad, y que también expone una fuerte vinculación 
sistémica entre seguridad y delito, llegando a que “algunos grupos criminales establezcan sus 
propias empresas de seguridad” [Volkov, 2000: 494].

Tres criterios políticos a tener en cuenta

A la hora de pensar la problemática del narcotráfico o de plantearse políticas para resolver la 
problemática, es prioritario adoptar determinados criterios previos:

1. En primer lugar, ordenar el discurso con el cual referirse al tema. Si las definiciones 
son “combate”, “guerra”, “lucha”, el narcotráfico responderá de la misma manera, sin 
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discursos por supuesto. Se organizará y comenzará a entablar una dialéctica violenta, solo 
para sobrevivir a lo que considera es una amenaza armada. Los términos que se utilicen 
en la elaboración y exposición de una política son las referencias que el “otro” recibirá 
como advertencia, amenaza o recomendación. Si por el contrario, las referencias son sobre 
“drogas”, “consumo”, “seguridad urbana”, etc. el narcotráfico no se sentirá aludido y 
considerará que el gobierno adoptará políticas de salud pública y cierto control de la venta 
callejera. 

 Es más corriente y habitual que haya contradicción entre discurso y política, y en ese 
caso el narcotráfico reaccionará frente a la política, no frente al discurso. Pero una 
política sobre el narcotráfico que pretenda ser exitosa, debe ser también congruente. Las 
disonancias entre discurso y política emiten un mensaje de gobierno inefectivo y políticas 
inofensivas, que el narcotráfico comprende inmediatamente. El discurso del narcotráfico 
(que lo tiene y debe estudiarse) no tiene incongruencias ni disonancias, sus mensajes son 
valorativos y sus estructuras son inclusivas. Cuando se habla de inclusión, de valores y 
de pertenencia, en un contexto de crisis económica e indicadores inflacionarios, en los 
barrios pobres de nuestras ciudades crece la sospecha de que las palabras con que se 
describe la realidad sólo buscan silenciarla. El discurso se convierte en palabras, primer 
error de un mal comunicador que no percibe que su discurso se ha cargado de silencio.

2. El objetivo de toda política pública en relación al narcotráfico es recuperar el territorio. 
La recuperación del territorio se logra mediante el uso público del espacio público, con 
políticas que son más municipales que federales. Allí donde el espacio queda vacío es 
donde el narcotráfico se asienta con comodidad. En ciudades donde la vida pública 
termina a las 20 ó 22 horas es imposible considerar seguro el territorio nocturno. 
Plazas, parques, espectáculos gratuitos, vida nocturna, transporte las 24 horas, acceso 
a geografías distantes, iluminación de calidad. Ocupación del territorio significa am-
pliación del horario de la vida urbana. Esto implica buscar indicadores de narcotráfico 
a nivel municipal y diseñar políticas públicas municipales, porque el territorio no ocupa 
territorios federales sino espacios locales. Si el territorio es un insumo básico del mercado 
de consumo de drogas, ese territorio está vinculado al consumo, o sea es un territorio de 
proximidad, un territorio municipal. Estas medidas no serán un plan de seguridad, sino 
medidas de prevención que tienen como objetivo fortalecer la recuperación social del uso 
y ocupación del territorio, o sea medidas políticas. 

3. Las políticas de desalojo coactivo son tan caras como decepcionantes. Si el narco se 
apoderó de una villa en Rosario o Buenos Aires, la política de seguridad no puede ser 
pasar las topadoras por sobre los búnkers, sino hacer que la villa (barrio carenciado) 
deje de ser una villa, mediante una política de urbanización. Luz, agua, gas, transporte, 
pavimentación, títulos de propiedad, etc. Que la villa forme parte de la ciudad, teniendo 
los problemas de la ciudad. Porque si en un barrio pobre consumir drogas es parte del 
narcotráfico (porque a partir de ese consumo el narcotráfico constituye un “mercado”), 
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en un barrio de clase media de la misma ciudad y a pocos metros de la villa, consumir 
drogas es una elección individual (porque el narcotráfico no puede establecer relaciones 
de dominación sobre individuos libres). Eliminar la villa como forma de vida, implica 
disminuir los márgenes de actuación del narcotráfico, aunque el consumo de drogas no 
se vea seriamente afectado.
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Capítulo 2

Descripción general de los mercados del 
narcotráfico: producción, consumo, tránsito, 
lavado. 
El subtipo de los precursores químicos.
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El narcotráfico involucra cinco mercados: el mercado de producción, el mercado de tránsito, 
el mercado de consumo, el lavado de dinero y los precursores químicos.

a. Mercado de producción: cualquier estudio de caso que pretenda estudiar los países 
latinoamericanos productores debe analizar a Perú, Bolivia y Colombia, los que geopolíticamente 
han surgido a partir de los años ’80 conformando la Región Andina, nucleados en el Pacto Andino 
o CAN (Comunidad Andina de Naciones).

La coca es originaria de la zona andina, de ahí que el mercado de producción esté 
geográficamente vinculado a estos países, dato que no llega a explicar con suficiencia por qué la 
región se convirtió en  un sujeto tan importante en la geopolítica del narcotráfico.

Los mercados de producción tienen determinadas características:

- Control militar del territorio (en manos guerrilleras o por fuerzas militares) que evita 
la disminución significativa de los cultivos. El ascenso de las comunidades indígenas al 
primer plano nacional modificó aspectos sustanciales de esta situación en Bolivia.

- Una población indígena aislada de la actividad económica y de la política nacional.
- Un Estado que carece de formas permanentes de integración y penetración del territorio. 

Suele carecer de altos niveles de legitimidad y en general son Estados débiles. En ellos la 
marginación de los productores de coca tiene carácter histórico.

- Una geografía que divide a las poblaciones, fragmentando los procesos políticos nacionales 
y permitiendo un largo desinterés de las burguesías nacionales. Hay amplias regiones con 
autonomía geográfica, fuera del alcance del poder central del gobierno. El control social 
de estas regiones no suele estar en manos del gobierno central. 

- Un producto agrícola de fácil producción y alta productividad (4 o 5 cosechas anuales) 
que se produce con carácter histórico, incluso antes de la conformación del complejo coca/
cocaína.

- La producción de cocaína emplea una gran cantidad de mano de obra en países con 
altos niveles de desocupación y subocupación, particularmente en las áreas rurales. Los 
Tratados de Libre Comercio firmados por estos países con Estados Unidos, profundizaron 
la crisis rural (Perú, Colombia, México).
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- El mercado de producción de cocaína produce una baja tasa de riqueza para el país 
productor. La mayoría de las ganancias son invertidas en otros países (a través de depósitos 
bancarios o a través de IED).

- Colombia es un caso particular de crecimiento constante y alta violencia. Son países con 
bajo nivel de inserción en la economía mundial (globalización negativa). Sus economías 
se basan en materias primas.

- Constante presión internacional (sobretodo de Estados Unidos) por intervenir militarmente 
en los distintos países. El plan más avanzado de intervención fue el Plan Colombia, que 
utilizó a Colombia como instrumento de penetración en América Latina.

- Inutilidad de los programas de sustitución de cultivos por la carencia de obras de 
infraestructura comercial (rutas, puertos, cadenas de comercialización) o por diferencia de 
precios.

- En las últimas dos décadas México se fue incorporando paulatinamente como mercado 
productor de drogas sintéticas y de heroína.

A pesar de la conveniencia de plantar coca en vez de plantar cítricos u hortalizas, los 
productores recibían hasta los años 80 menos del 1% del valor de la cocaína refinada cuando llega 
a los mercados de destino (USA y Europa).

Esto estaba relacionado con:

- la falta de organización de los campesinos y 
- venta de hojas de coca o pasta básica a los carteles

La presencia de las organizaciones guerrilleras intermedió entre los campesinos y los narcos. 
Esta intervención guerrillera produjo varias consecuencias:

1. Subieron los precios de la hoja de coca.
2. La guerrilla se transformó en actor intermediario. La derrota de Sendero Luminoso 

permitió el deterioro de la producción peruana. El éxito relativo de la cooptación 
colombiana expandió geográficamente la producción, aunque el control territorial de las 
FARC en el Putumayo siguió vigente.

3. El proceso se politizó. Los campesinos comenzaron a ser interlocutores permanentes de la 
política nacional (movilizaciones, organizaciones, enfrentamientos, internacionalización).

4. Los narcos se alejaron del mercado de producción, dedicándose a la comercialización. 
Esto significa que abandonaron el control territorial del mercado de producción en manos 
subalternas, dejando en manos del Estado nacional el esfuerzo por recuperarlo.

5. En Bolivia el rol intermediario es ejercido en forma organizacional propia, llegando a la 
formación de un partido político y un nuevo liderazgo: el MAS del actual presidente Evo 
Morales.
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b. Mercado de tránsito: el mercado de tránsito es el más fluido de todos. Frank Holder 
subdivide al mercado de tránsito en tres subtipos: país de tránsito de dinero, país de tránsito para 
productores y país de tránsito para consumidores [Holder, 1994: 56], dando más importancia al 
fenómeno del “tránsito” que a la mercadería que “transita”. Es preferible una terminología más 
atada al fenómeno estudiado, donde el mercado de tránsito se refiere centralmente a la droga. En 
este sentido, y subsidiariamente, se puede distinguir el tránsito de droga con destino a consumidores 
exteriores y el tránsito de droga con destino a consumidores interiores.

En el primer caso Colombia es un buen ejemplo de país productor que ha creado un mercado 
adicional y sustitutivo de tránsito. Los narcos, en virtud de la Política de Seguridad Democrática 
del presidente Álvaro Uribe Vélez y los acuerdos derivados de ella,11 se han alejado de la producción 
y se convirtieron en grandes traficantes. Se han especializado en el refinamiento y en el transporte 
hacia su destino: el mercado norteamericano o el europeo. Esto tiene que ver con que su situación 
económica es mejor a la de sus vecinos. Colombia no sufrió la crisis de la deuda y tiene una mejor 
tradición de “entrepreneurship” entre sus hombres de negocios que sus vecinos productores. Estos 
factores, a los que hay que sumar la violencia tradicional del país y las determinaciones geopolíticas 
de su territorio [Emmerich, 2004: 47-49], transformaron a Colombia en un lugar ideal para refinar 
y transportar cocaína.

Países como Argentina y Brasil tienen un intenso intercambio comercial con el mundo y 
esto facilita el tránsito de cocaína. Cuentan con sistemas de transporte modernos sin la vigilancia 
apropiada para interceptar la droga en las fronteras y en los puertos.

En la Argentina la estabilidad económica de la década de los 90 permitió que surgiera un 
mercado de consumo asociado a esa estabilidad, el crecimiento del tránsito de droga ayudó al 
surgimiento del consumo por el “efecto derrame”, en un circuito donde los “pasadores” cobran 
con droga y no con dinero.

Los mercados de tránsito para consumidores exteriores tienen determinadas características:

- Son países que no se dedican ni a la producción ni al consumo en forma significativa, como 
ha sido tradicionalmente el caso de Argentina y Ecuador. Pero el mercado de tránsito, 
por “efecto derrame”, en virtud de que el narcotráfico ya no paga con dinero sino con 
droga, produce primero un mercado de consumo y finalmente un mercado de producción, 
aunque ambos países carezcan de plantaciones de coca. En el caso argentino, el país se ha 
convertido en el tercer exportador de cocaína de América Latina,12 después de Colombia 
y Brasil. 

- Cuentan con una infraestructura económica bastante desarrollada sin contar con fuertes 
instituciones político-estatales.

11 Alvaro Uribe: el verdadero patrón del mal, Norberto Emmerich y Joanna Rubio, Agencia Paco Urondo, Buenos Aires, 
http://www.agenciapacourondo.com.ar/secciones/sociedad/14331-alvaro-uribe-el-verdadero-patron-del-mal.html 

12 Dinero suficiente como para corromper a todos, diario Clarín, 19 de marzo de 2014, http://www.clarin.com/opinion/
Dinero-suficiente-corromper_0_1104489595.html 
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- No es necesaria la preexistencia de una tradición de relación con las drogas ya que el 
mercado de tránsito es creado por el mercado global y no al revés. Esto implica que la 
cambiante geopolítica del narcotráfico, frente a las persecuciones, tiende a acomodarse 
rápidamente en las geografías más “accesibles”.

En el segundo caso los atributos principales de los países de tránsito para consumidores 
interiores son:

- Importancia del factor geográfico. Los países se encuentran próximos o comparten 
frontera con los países consumidores. Es el caso de Bolivia y Argentina, en las ciudades 
conurbadas de Yacuiba (Bolivia) y Salvador Mazza (Argentina).13

- Debe haber un alto nivel de tráfico minorista entre los dos países. Comercio, turismo, 
migraciones, etc. La droga llega a las fronteras en pequeñas cantidades para evitar el 
control, en zonas donde la intensidad del movimiento transfronterizo dificulta controlar 
el tráfico.

- Son países menos desarrollados en términos de industria y transporte que sus vecinos 
consumidores. Esto permite que el narcotráfico tenga un alto poder de presión sobre estos 
países con el fin de permitir el flujo de las drogas a través de sus fronteras. 

c. Precursores químicos. En este caso el país que transita precursores cumple el rol de hacer 
llegar los precursores necesarios para la elaboración de las drogas ilícitas. Los atributos decisivos de 
un país proveedor de precursores químicos son:

- La geografía hace que en algunos casos el país comparta frontera con uno o varios países 
productores. Es el caso de Ecuador con Colombia.

- Son países con una mayor infraestructura industrial y de transporte. Estos son elementos 
necesarios para proveer los precursores químicos, difíciles de conseguir en el país de 
producción. Cuanto mayor sea la infraestructura industrial del país más difícil es controlar 
los movimientos de los precursores químicos. Además el transporte masivo, aprovechando 
la infraestructura de comercio exterior, permite el envío de grandes cantidades de drogas 
fuera del país. Los despachos y cargamentos son grandes para compensar las pérdidas 
generadas por el control gubernamental.

- Son países con un nivel significativo de comercio exterior con los países de consumo. 
La inserción de estos países en la economía mundial impulsa aún más la consistencia del 
aspecto comercial del narcotráfico, en detrimento de las actividades productivas.

d. Lavado de dinero. Es el mercado más mencionado y menos punible, a pesar de la existencia 
de instancias supranacionales de control. Sus características son:

13 Salvador Mazza, la frontera del narcotráfico, Norberto Emmerich, Rebelión.org, 7 de junio de 2014, http://www.rebelion.
org/noticia.php?id=185693 
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- Sin restricciones geográficas. Los participantes del lavado de dinero pueden girar desde y 
hacia cualquier parte del mundo para blanquear sus divisas.

- Es necesario un sistema financiero/bancario desarrollado con leyes de inversión permisivas 
y fuertes reglas de confidencialidad y protección del secreto bancario.

- El país expresa en su modelo de desarrollo un alto grado de dependencia respecto a su 
sector financiero y de servicios o se muestra dependiente de las inversiones extranjeras.

e. Mercado de consumo: la mayor parte del valor agregado de las distintas drogas se genera 
en el país de consumo, Estados Unidos o Europa. Por eso es que para el “exportador” dejar la 
mercadería y retirarse del negocio para volver a la producción ya no es una opción viable. Sin 
embargo, debe destacarse que hay una expansión del consumo en los países sudamericanos, lo que 
implica la aparición y rápido desarrollo de organizaciones del crimen organizado en las distintas 
ciudades, en sus sectores marginales o empobrecidos, como sucede en Rosario o Buenos Aires 
en la República Argentina (Emmerich-Rubio, 2014a), (Emmerich-Rubio, 2014b). Los factores ex-
plicativos del crecimiento del consumo son múltiples y no están primordialmente vinculados a 
orígenes globales.

Si bien las ganancias en el mercado de consumo pueden ser espectaculares, es un mercado 
muy complejo con un alto grado de competencia y un elevado nivel de crímenes predatorios. Cada 
organización quiere monopolizar la venta de droga en un territorio que pretende ser delimitado 
cada vez con mayor claridad, creando un ambiente de competencia ejercida fuera de la ley.  

Las características del mercado de consumo son:

a. Surge como derrame del tránsito de droga, en países con gran extensión geográfica o con 
áreas aisladas y de difícil acceso, con una notoria incapacidad de control de las autoridades 
del Estado. Se suma un grado indeterminado de corrupción de las autoridades fronterizas.

b. Cobra principal importancia el control territorial, aspecto típico de los mercados de 
consumo ya que el consumo es el que mayor valor agregado añade a las drogas.

c. A fin de posibilitar el control territorial se ejercen altos niveles de crímenes predatorios, 
un tipo especial de delito violento que no ejerce poder en el sentido político del término, 
sino que “depreda” territorio, elimina competidores. No pretende obediencia, busca la 
extinción del enemigo. Cuando el territorio queda conquistado, el nivel de violencia se 
“institucionaliza” y puede decrecer.

d. El control territorial suele realizarse en complicidad con las autoridades policiales, judiciales 
y políticas de la zona.

e. El control territorial es posible en razón de que el territorio en cuestión sufre un síndrome 
de abandono de autoridad y legalidad, es una especie de “área sin ley” o “área sin gobierno”. 
Dado que la policía es la única institución estatal que se relaciona en forma permanente 
con estos territorios, el narcotráfico debe necesariamente relacionarse con ella.
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Capítulo 3

Geopolítica de México, 
Brasil y Colombia. 
Ubicación de los países andinos en 
el mapa del narcotráfico. 
Crisis política, derrumbe social 
y narcotráfico. 
La política antidrogas norteamericana.

59 —





Nunca, como en este caso, es conveniente hacer un análisis de la geografía de un país para 
comprender no sólo los sucesos del presente sino todo su desarrollo histórico.

En general puede afirmarse que la relación entre geografía y política, que dio lugar al 
nacimiento de la geopolítica como rama especial de estudio, se utilizó en el pasado como elemento 
determinante para la constitución de los Estados, que intentaban de este modo dotarse de un 
marco territorial específico para la materialización del hoy revisado concepto de Estado nación. Las 
desventuras que produjo la afirmación del “espacio vital” alemán comenzaron a echar por tierra 
el privilegio determinista de estas posiciones pero ya habían quedado asentadas como derecho 
adquirido las expansiones que Gran Bretaña y Estados Unidos realizaron amparadas en esta 
doctrina. La creación de la Armada británica y el impulso naval de Estados Unidos se ampararon 
en estos conceptos para desarrollar la expansión de las economías que entonces se basaban en el 
“dominio de los mares”.

Quitando, entonces, el concepto determinante que tuvo la geografía sobre la política en el 
pasado no podemos dejar de rescatar por lo menos la importancia que sigue teniendo la topografía 
de un país en relación a las corrientes de expansión interna de su dinámica social.

Geopolítica sudamericana

América del Sur es un territorio geográficamente difícil. La mayor parte de su territorio se encuentra 
en la zona ecuatorial, lo que hace que casi las dos terceras partes de su territorio norte estén en 
zona tropical. El territorio de la selva es el más difícil tipo de bioma para adaptarse a la actividad 
económica humana. El arado de la tierra por sí solo conlleva costos onerosos. Los suelos son 
pobres. Las enfermedades proliferan. El clima es a menudo demasiado húmedo para que los granos 
maduren. Incluso donde los ríos son navegables, a menudo sus bancos son demasiado fangosos 
para la construcción, como el Amazonas.

Dado que los trópicos dominan América del Sur, la historia económica y política del continente 
ha sido problemática. Venezuela, Guyana, Surinam y la Guayana Francesa están totalmente dentro 
de la zona tropical, y como tales, siempre se han enfrentado a dificultades para lograr la estabilidad 
económica y política, aunque el descubrimiento de petróleo en Venezuela mejoró la trayectoria 
económica de ese país. A lo largo de las zonas tropicales casi la totalidad de la población vive a 
unas pocas decenas de kilómetros de la costa. En su mayor parte, sin embargo, esas costas no están 
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esculpidas naturalmente para fomentar la interacción con el mundo exterior. Los puertos de aguas 
profundas, naturales o no, son pocos y distantes entre sí.

Hay, sin embargo, dos características geográficas del continente que rompen esta monotonía 
tropical:

La primera es la cadena montañosa de los Andes. Los Andes corren a lo largo del borde 
occidental del continente, dando lugar a un puñado de culturas del litoral y transmontañosas 
separadas físicamente de la parte oriental mayoritaria del continente y por lo tanto su desarrollo 
queda en gran medida librado a sus propias disponibilidades. Colombia y Ecuador se sitúan en 
los trópicos y en los Andes, con sus núcleos económicos no costeros, pero en un lugar elevado en 
los valles andinos un poco más frescos y secos, que mitigan un poco las dificultades de las zonas 
tropicales. Más al sur, están los estados transmontañosos áridos de Perú y Bolivia. Perú ha logra-
do un cierto grado de riqueza en gran medida haciendo caso omiso a su propio interior, excepto 
cuando existe la búsqueda de oportunidades en la extracción de recursos, concentrando de  hecho 
su escaso capital en la ciudad-estado de Lima. Por el contrario Bolivia, sin salida al mar, está 
atrapada en una lucha perenne entre los montañeses pobres del Altiplano y la rica agricultura de la 
región de las tierras bajas de la Medialuna. 

AMERICA DEL SUR: PAISES Y CLIMAS
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La combinación de montañas y selva limita en gran medida el grado en que este arco -desde 
la Guayana Francesa, en el noreste de Bolivia, en el suroeste- se puede integrar con otros o al 
mundo exterior. En todos los casos, el transporte básico es extremadamente difícil, las enfermeda-
des tropicales son a menudo un problema grave, hay pocos buenos puertos, el desarrollo agrícola 
es a la vez con abundante mano de obra y con capital intensivo en comparación con las regiones 
productoras de alimentos más tradicionales, la humedad y el calor dificultan la producción de 
grano convencional; y la robustez de las montañas eleva los costos de todo.

Históricamente, la única forma en que estos Estados han logrado avances hacia el desarrollo 
económico es mediante la aceptación de la dependencia de un poder externo (por lo general 
extrarregional) dispuesto a proporcionar capital de inversión. Sin este, estos Estados simplemente 
carecen de la capacidad de generación de capital para cumplir con sus desafíos de infraestructura 
únicos y sorprendentes. En consecuencia, la región en general está muy poco desarrollada, y los 
residentes de la mayoría de estos Estados son en general bastante pobres. Mientras que algunos 
pueden ser capaces de alcanzar la riqueza relativa en una combinación adecuada de circunstancias, 
no tienen la capacidad de ser una región de poder importante -mucho menos global-.

La segunda excepción a la dominación tropical de América del Sur son las tierras templadas 
del Cono Sur. Aquí, los veranos son lo suficientemente secos para que los granos tradicionales 
maduren, mientras que un tiempo más fresco -especialmente kills insectos invierno- limitan el 
impacto de los brotes de enfermedades. A diferencia de las poblaciones dispersas de la Región 
Andina, el Cono Sur es una gran extensión en su mayor parte plana, un territorio moderadamente 
regado. La mayor parte de la tierra se encuentra en Argentina, con piezas significativamente 
menores en Uruguay, Paraguay y Brasil. El único país que queda en el continente es donde el Cono 
Sur templado se superpone con la zona montañosa de los Andes, Chile, es uno de los Estados más 
físicamente aislados del mundo. Toma más tiempo volar desde Santiago a Lima que volar desde 
Londres a Moscú, y más tiempo navegar desde Santiago a Buenos Aires que desde Nueva York a 
Londres. Chile, por consiguiente, no participa de manera significativa en la política del Cono Sur.

En marcado contraste con las montañas y las selvas que dominan la mayor parte de América 
del Sur, las llanuras del Cono Sur son las mejores tierras en el continente. Su planitud, combinada 
con sus praderas naturales, reduce el costo de la construcción, y el clima templado hace que las 
zonas agrícolas sean ricas. Pero la verdadera ventaja reside en la estructura fluvial de la región. 
Los ríos Paraná, Uruguay y Paraguay, combinados con el Río de la Plata, un estuario masivo que 
desemboca en el Atlántico entre las contemporáneas ciudades de Buenos Aires y Montevideo, son 
todos navegables en una gran parte de su longitud.

Mover las mercancías por vía fluvial cuesta alrededor de 10 a 30 veces menos que un 
movimiento de las mismas mercancías en camión. Por lo tanto, estos sistemas de transporte 
fluviales generan cantidades masivas de capital con poca dificultad en comparación con los sistemas 
de transporte terrestre. En conjunto esta red fluvial que se superpone con las llanuras agrícolas se 
conoce como la región del Río de la Plata.

Estos ríos son particularmente valiosos para las regiones agrícolas, tales como el Río de 
la Plata. El trigo, el maíz, la soja y productos similares sufren de una débil relación entre valor 
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y volumen -muchas veces solo se puede transportarlos a grandes distancias mediante una pérdi-
da económica. El transporte marítimo permite transportar los productos alimenticios de forma 
barata y fácil trayéndolos no sólo aguas abajo, sino hacia el océano y luego al resto del mundo. 
Rusia presenta un fuerte contraste con la región del Río de la Plata. Sus hambrunas a menudo 
son consecuencia directa de la incapacidad para llevar alimentos a las ciudades de manera eficiente 
debido a que sus ríos navegables no están bien situados y los alimentos deben ser transportados 
por camión o tren.

El hecho geográfico más importante en el continente es que los ríos de la región del Plata 
son navegables de manera independiente y en conjunto a través de un sistema de canales y esclusas. 
Sólo la red del gran río Mississippi en América del Norte tiene más kilómetros de opciones de 
transporte marítimo interconectados. 

Esta interconectividad permite mayores economías de escala, un mayor volumen de 
generación de capital y poblaciones más grandes, y mejora en gran medida la creación de una única 
autoridad política. Por el contrario, los ríos separados de la llanura del norte de Europa han dado 
lugar a múltiples, a menudo hostiles entre sí, nacionalidades. Argentina controla la desembocadura 
del Río de la Plata y la mayor parte de los tramos navegables del río. Esto deja a los uruguayos, 
paraguayos y brasileños en desventaja dentro de la región. La potencia eléctrica brasileña es mayor 
en general que la potencia argentina, pero no en la geografía crítica, generadora de capital, de la 
región del Río de la Plata.

 
Geopolítica de Brasil

La mayor parte del territorio brasileño no se encuentra dentro de estas tierras del Cono Sur. En 
lugar de ello, aproximadamente un tercio de los 8,5 millones de kilómetros cuadrados de Brasil 
está compuesta por grandes extensiones de selva exigente, con la cuenca del Amazonas es el más 
intratable de todos. Si bien hay muchas oportunidades potenciales para la explotación de minerales, 
que vienen con los costos de infraestructura de enormes proporciones.

Al sur de la cuenca del Amazonas se encuentra una región única conocida como el Cerrado, 
una vasta sabana tropical, con suelos extremadamente ácidos. Sin embargo, ya que el calor y 
la humedad son mucho menos intensos que en la selva, el Cerrado puede ser económicamente 
viable mediante la fuerza bruta. El costo, sin embargo, es extremo. Además de los desafíos de 
infraestructura masiva –porque el Cerrado carece de ríos navegables- la tierra debe, en esencia, 
hacerse habitable para su uso: despejarla, nivelarla y fertilizarla a escala industrial para que sea 
susceptible de cultivos tradicionales. También está el problema de la distancia. El Cerrado es una 
región interior, por lo que el envío de cualquier suministro o la puesta en producción de la región 
tiene un alto costo de transporte. Brasil ha pasado la mayor parte de las últimas tres generaciones 
dedicadas precisamente a esta especie de gran esfuerzo.

Por suerte para los brasileños, no todas las tierras de Brasil son tan difíciles. Alrededor de 
600.000 kilómetros cuadrados de Brasil se consideran tradicionalmente arables. Aunque esto 
representa sólo el 7 por ciento de la superficie total del país, todavía constituye una parte del territorio 
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cultivable de aproximadamente el tamaño de Texas o Francia. Toda esa la tierra se encuentra en 
extremo sur del país. Pero gran parte de este territorio se encuentra en el interior, donde no es de 
fácil acceso. Los verdaderos territorios centrales de Brasil son menos de la cuarta parte de este 7 
por ciento, aproximadamente del tamaño de Túnez, a caballo entre la zona en que la zona tropical 
da paso a las tierras templadas del Cono Sur. Estas áreas forman el núcleo de los asentamientos 
originales de Brasil en el período colonial temprano, y estas tierras formaron el núcleo de población 
de Brasil durante los tres primeros siglos de su existencia. Como tal, la topografía de estas tierras 
ha tenido un impacto casi determinista en el desarrollo de Brasil. Entendiendo que la topografía 
y su legado es fundamental para comprender lo que está permitiendo la evolución de Brasil -y 
obstaculizando la evolución de Brasil- hacia una potencia importante en los años venideros. 

REGION DEL RIO DE LA PLATA 

Dos características obvias llaman la atención con respecto a esta región central de Brasil. En 
primer lugar, es semi-tropical, por lo que el desarrollo en la región enfrenta una versión algo menos 
intensa de los retos descritos anteriormente para las zonas tropicales. Segundo, y más importante, el 
interior de Brasil es una meseta en relieve -llamada el Escudo Brasileño- que se apoya directamente 
en la costa atlántica de Brasil a lo largo de casi la totalidad del perímetro del sudeste del país. La 
caída del escudo hacia el Atlántico es bastante empinada, y la mayor parte de la costa aparece como 
un muro cuando se ve desde el mar, lo cual es el origen de los paisajes espectaculares de la mayoría 
de las ciudades de la costa de Brasil. Esta pared se conoce como la Gran Escarpa, y la mayoría 
de las ciudades brasileñas de la región central -Río de Janeiro, Vitoria, Santos y Porto Alegre- se 
encuentran en pequeños bolsones aislados, de tierra relativamente plana, donde el acantilado cae 
al mar.
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El principal problema que presenta este enclave topográfico es lograr economías de escala. 
En los patrones de desarrollo normales, las ciudades se forman alrededor de una especie de núcleo 
activo económico, por lo general la cabeza de un río navegable (el punto interior máximo que un 
buque de carga de tamaño considerable puede alcanzar) o un puerto o nexo de otras opciones de 
transporte. La ciudad entonces se extiende. Por lo general crece a lo largo de los corredores de 
transporte, lo que refleja que el acceso a los corredores de transporte proporciona mayores opor-
tunidades económicas y costos económicos más bajos. Mientras la tierra disponible siga siendo 
un tanto plana, la ciudad puede seguir creciendo a un bajo costo. Con el tiempo, las ciudades 
cercanas a menudo comienzan a fusionarse entre sí, que les permite compartir el trabajo, el capital, 
la infraestructura y los servicios. Las economías de escala hacen proliferar estas megaciudades y de 
las sinergias comienzan a surgir cantidades masivas de capital y mano de obra calificada. 

 
AREAS URBANAS COSTERAS

Las megaciudades tales como Nueva York, Los Ángeles, Londres, París, Tokio, Buenos Aires, 
Estambul y Shanghai, forman el núcleo del sistema económico global. Este patrón de desarrollo 
“estándar” se ha repetido en todo el mundo. El ejemplo americano de primera es la región de la 
“megalópolis” de las ciudades en la American Eastern Seaboard, que se extiende desde Washington 
a Boston y que abarca lugares tan importantes como Baltimore, Filadelfia, Nueva York, Hartford y 
Providence. En Europa, un conglomerado similar contiene las muchas ciudades alemanas del valle 
del río Rin. En ambos casos, grandes y pequeñas ciudades por igual se funden en un conglomerado 
urbano/suburbano, donde los recursos de cada lugar son compartidos con y reforzados por los 
demás. En todos estos casos, la característica común es la existencia de una tierra sobre la que se 
expanden.
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Esa tierra es precisamente lo que le falta al territorio central de Brasil. La Gran Escarpa corre 
a la derecha hacia el océano a lo largo de la costa del sur de Brasil. Las ciudades de Brasil, por 
lo tanto, se ven obligadas a desarrollarse en los pequeños enclaves de tierra relativamente plana 
en las pocas áreas donde la escarpa no ha empujado todo hasta el mar. La falta de una llanura 
costera significa que no hay ciudades pequeñas que se puedan formar entre las principales ciudades. 
Cualquier infraestructura construida por una ciudad no sirve para otra ciudad, y lo que una a las 
ciudades requiere subir el acantilado sobre el escudo mismo, atravesando el escudo y luego volver 
a bajar el acantilado a las otras ciudades, una tarea difícil y costosa en términos de tiempo y de 
ingeniería. Debido a que Brasil no tiene acceso directo a los ríos navegables de la región del Río 
de la Plata, tiene que mendigar el capital que se aplique a este proyecto de capital intensivo. Las 
limitaciones absolutas de la superficie terrestre también elevan el costo de la tierra, la inyección de 
una fuerte inflación en el derecho de mezcla en el comienzo y el aumento de los costos de desarrollo. 
Las geografías enclávicas no son algo que se puede “cultivar fuera de” o “desarrollar alrededor”. La 
topografía es un factor constante y estas ciudades simplemente no pueden sinergizarse entre sí. El 
costo de capital de una ciudad moderna no permite construirla al lado de un acantilado. Además, 
dado que estos enclaves son los puntos principales de Brasil en su interacción con el mundo exterior, 
representan una restricción constante y permanente sobre la capacidad de crecimiento de Brasil. 

 
- Mapa 4 -
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Incluso hoy Brasil cuenta con muy pocas carreteras principales y vías férreas, porque incluso donde 
la topografía lo permite, los costos siguen siendo mucho más altos que en las tierras más planas al 
sur. El país carece de un importante sistema de carretera costera, porque la escarpa es demasiado 
fuerte y está demasiado cerca de la costa. Si se sigue la línea de la costa brasileña queda claro 
cómo las carreteras costeras de Brasil son casi exclusivamente de dos carriles, y las ciudades de 
la costa son pequeñas y hacinadas sobre cualquier tramo de tierra que se pueda encontrar. La 
mayor parte del país carece todavía de una red ferroviaria. Gran parte de la soja, el maíz y el arroz, 
cuyas exportaciones han vuelto famoso al país, llega a los puertos del país en camión, el medio de 
transporte más caro para las mercancías a granel.

La Gran Escarpa cae casi directamente hacia la costa en la mayor parte del sur de Brasil, 
limitando rigurosamente el desarrollo de Río de Janeiro. Las ciudades costeras del sur de Brasil se 
han desarrollado a lo largo de patrones similares, careciendo de las zonas de influencia tradicionales 
de las principales ciudades del resto del mundo.

La única excepción a la regla es el Estado de Sao Paulo, centrado sobre la ciudad del mismo 
nombre. Sólo Sao Paulo tiene tierras planas suficientes como para seguir un patrón de desarrollo 
más estándar y así lograr alguna economía de escala. Sao Paulo es también la única parte de 
Brasil que posee algo parecido a una infraestructura moderna e integrada que sigue patrones más 
tradicionales de desarrollo. Como es lógico, este Estado representa más de un tercio del producto 
interno bruto de Brasil (PIB) a pesar de que sólo alberga a una quinta parte de la población del 
país. En 1950 el Estado de Sao Paulo produjo más de la mitad de la producción económica del 
Brasil.

Por desgracia, Sao Paulo no es una ciudad costera. El escarpe en Sao Paulo es demasiado 
empinado y el enclave costero -el puerto de Santos- es demasiado pequeño para sacar el máximo 
provecho del potencial de Sao Paulo. Sao Paulo se encuentra a una altura de unos 800 metros en 
la cima del Escudo Brasileño, a unos 70 kilómetros tierra adentro. En comparación, la ciudad de 
Minneapolis, Minnesotta, en Estados Unidos, que es cabeza de navegación del río Mississippi, se en-
cuentra a menos de 200 metros de altura a pesar de estar a 3.000 kilómetros tierra adentro. Este 
fuerte cambio de elevación ayuda a mitigar el impacto climático y las condiciones casi tropicales 
de la región que predominan en la costa, pero produce costos de capital elevados y representa un 
auténtico desafío de ingeniería, elemento necesario para vincular la ciudad con el Estado en la costa. 
Así, mientras que Sao Paulo es de hecho un importante centro económico, no está profundamente 
conectado con las ciudades costeras de Brasil o con el mundo en general.

La falta de economías de escala y la dificultad en integrar las infraestructuras locales obliga 
a enfrentar fuertes cuellos de botella. El peor de ellos se produce cuando los enclaves costeros 
interactúan con el mundo exterior -en los puertos- y es aquí donde Brasil enfrenta el mayor 
factor limitante en el logro del desarrollo económico. Brasil se considera correctamente como un 
importante exportador de gran cantidad de productos sin elaborar, pero la hostilidad geográfica y 
la incapacidad de las ciudades para integrarse han reducido drásticamente el desarrollo portuario. 
Los siete principales puertos brasileños combinados tienen menos capacidad de carga que el puerto 
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de Nueva Orleans, y todos los puertos brasileños combinados tienen mucho menos capacidad de 
carga que los dos principales puertos de Estados Unidos, Nueva Orleans y Houston.

La construcción de un Brasil más sostenible no se puede hacer en la costa, no hay suficiente 
territorio allí como para alimentar a una nación en crecimiento. Pero elevarse por sobre la Gran 
Escarpa para desarrollar el interior representa un nuevo problema.

La cordillera de la costa en la parte superior de la Gran Escarpa también divide las cuencas 
de drenaje de agua. A una distancia de pocas decenas de kilómetros de la costa sudeste, los ríos de 
América del Sur fluyen al oeste, no al este, antes de desembocar en la gran red de Río de la Plata. 
Dado que las primeras ciudades brasileñas intentaron desarrollar hinterlands interiores, esas zonas 
de influencia se vieron más entrelazadas económicamente con las tierras de Argentina y Paraguay 
al sur que con sus comunidades de origen al este. Para la gente del interior era más barato, más 
fácil y más rápido hacer flotar los productos en los ríos hasta el megapuerto de Buenos Aires que 
cargar con ellos por tierra a través de las rutas montañosas y costeras por la Gran Escarpa hacia 
los puertos desconectados y ruinosos de la costa de Brasil. Del mismo modo, era mucho más fácil 
navegar por la costa Atlántica y la Cuenca del Río de la Plata hacia el Paraná que cargar con el costo 
de la construcción de la infraestructura necesaria. Los primeros esfuerzos de Brasil para desarrollar 
una integración dentro de sus propios territorios, paradójicamente, lo llevaron a una dependencia 
económica de sus vecinos del sur, lo que debilitó las relaciones intra-brasileñas.

Esos vecinos del sur se aprovecharon de esta situación, haciendo que Brasil dejara de luchar 
por controlar su propio territorio. A diferencia de la independencia de Estados Unidos, donde 
todas las colonias eran parte de una misma administración y lucharon unidos contra su señor 
colonial, América del Sur era un mosaico de diferentes entidades, todas las cuales lucharon por su 
independencia en el mismo período de 15 años, pero separados. Paraguay logró su independencia 
en 1811, Argentina en 1816 y Brasil en 1823. Inmediatamente después de la independencia, los 
nuevos Estados de la región lucharon por el control de las vías fluviales que contenían la clave 
para ser una potencia económica dominante, integradas en el Cono Sur. Dado que Brasil fue el 
último de los Estados de la región en romper con su antigua metrópoli, tuvo menos tiempo para 
consolidarse en la preparación para las guerras posteriores a la independencia, y su carácter de 
enclave hizo que esa consolidación fuera mucho más difícil que la de los otros países del Cono Sur. 
En consecuencia, Brasil no se desempeñó bien en los conflictos subsiguientes a la independencia.

Esas primeras guerras provocaron la separación entre Uruguay y Brasil y la remoción de 
la potestad brasileña sobre la navegación por los ríos de la región del Río de La Plata. Todas las 
extensiones navegables quedaron compartidas entre Argentina, Paraguay y Uruguay, dejando a 
un Brasil pobre en capital encerrado en sus altos territorios semi-tropicales. Argentina y Paraguay 
crecieron rápidamente en fuerza económica y militar, mientras que Brasil languideció con una 
agricultura de plantaciones durante más de un siglo.

La competencia regional de las próximas dos generaciones se centró en Argentina y Paraguay, 
que lucharon por el control del sistema fluvial del Río de la Plata. Esa competencia llegó a un 
punto elevado en los años 1864-1870 con la Guerra de la Triple Alianza en la que Argentina, 
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Brasil y Uruguay ganaron después de una lucha brutal contra Paraguay y el 90 por ciento de la 
población paraguaya masculina murió en el conflicto, casi destruyendo a Paraguay como país. Su 
demografía no se reequilibraría hasta los años 90s. Con las alas de Brasil recortadas y su más serio 
rival regional prácticamente destruido, Argentina convirtió a Paraguay y a Uruguay en satélites 
económicos, aprovechando los sistemas fluviales de la región para convertirse en una potencia 
económica mundial. En 1929 tuvo el cuarto mayor PIB del mundo per capita. Brasil, en cambio, 
se mantuvo relativamente aislado y empobrecido por varias décadas.

Pero Brasil tampoco se unió. Entre el tirón económico de Argentina y sus ríos y la naturaleza 
desconectada de los enclaves costeros, el regionalismo se convirtió en una de las principales 
características de la política brasileña. El contacto entre las diferentes piezas de Brasil era difícil, 
mientras que el contacto con el mundo exterior era relativamente fácil, por lo que la integración de 
todo tipo -política, económica y cultural- fue difícil de alcanzar.

Todavía hoy el regionalismo sigue siendo un problema importante en la política brasileña, con 
fuertes rivalidades que desencadenan divisiones entre los estados y entre los estados y el gobierno 
federal. La primacía del poder a principios del siglo 20 estaba en manos de los estados más ricos, 
Minas Gerais y Sao Paulo. Durante muchos años, el control del gobierno central alternaba entre 
estos dos estados. Los estados restantes de Brasil se aislaron políticamente, bregando para buscar 
oportunidades económicas a nivel mundial, mientras definían sus identidades a nivel local. Durante 
la mayor parte del siglo, “Brasil” no era tanto un concepto nacional como un concepto geográfico. 
Río de Janeiro y Rio Grande do Sul, por ejemplo, en muchos sentidos comenzaron a actuar como 
países independientes. Este estado de cosas duró hasta hace muy poco tiempo atrás.

La lucha de Brasil con la geografía

Los territorios costeros de Brasil representan una variedad de dificultades que ningún desarrollo 
local puede superar. Sin embargo, Brasil posee una amplia franja de tierra cultivable en su interior 
que es más plana, más templada y en gran medida topográficamente unificada. La solución es 
unir los territorios costeros del lado este de la Gran Escarpa con el interior de una manera que no 
suponga un perjuicio a la autoridad del Estado. Desde la década de 1870 hasta la década de 1980 
la estrategia de desarrollo de Brasil fue relativamente sencilla: ampliar la infraestructura del país, 
en un proceso laborioso de kilómetro a kilómetro, en aquellas zonas cultivables del interior. El 
tamaño de los territorios que se podrían transformar en cultivables superó parcialmente los cuellos 
de botella inflacionarios y de transporte que limitaban a las regiones centrales costeras de Brasil.

Aunque que la expansión temprana debilitó la autoridad central mediante el fomento de los 
vínculos económicos con Argentina, cuando la expansión se construyó en base al desarrollo de sus 
propios recursos y desarrolló economías de escala, el interior de Brasil se convirtió en un motor 
económico formidable. Y mientras la mirada de Brasil aún permanecía anclada en la atractiva red 
de transporte del Río de la Plata, se fue convirtiendo en lo suficientemente importante como para 
tener un peso económico independiente. En estas circunstancias, la asociación con las costas del 
Brasil fue una complicación económica y no una catástrofe económica.
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Hacia la década de 1970 varios factores entrelazados comenzaron a solidificarse:

•  La profundización de la crisis en Argentina disminuyó la atracción brasileña por los ríos 
del Río de la Plata.

• Brasil finalmente recuperó suficientes tierras interiores como para que los cereales 
convencionales más fáciles de despachar comenzaran a producirse en grandes cantidades, 
resultando en una relación de mayor valor en los productos agrícolas, aliviando su 
problema de transporte.

•  La expansión interior de Brasil lo llevó directamente hasta las fronteras de Bolivia, 
Paraguay y Uruguay, y después de algunos movimientos tentativos, la infraestructura y el 
capital brasileño comenzaron a moverse a través de las fronteras para integrar las tierras 
agrícolas de los Estados fronterizos dentro de la economía brasileña. Argentina hizo muy 
poco para resistirse. Poco a poco perdió influencia y ya para el año 2011 los tres países se 
convirtieron de hecho en satélites económicos brasileños.

•  Los inversionistas extranjeros vieron potencial suficiente en el interior de Brasil y estuvieron 
dispuestos a invertir cada vez mayores sumas de su propio capital en la suscripción de los 
proyectos de desarrollo del interior del país y en sus esfuerzos para asimilar los tres estados 
de la frontera.

•  Sorprendentemente, la tala del interior fue la base de la liberalización política brasileña. 
Una de las muchas desventajas de un sistema económico oligárquico es que la política 
tiende a ser tan concentrada como la riqueza. Sin embargo, en la penetración territorial de 
Brasil hubo formas comerciales artificiales -caminos- que permitían a algunos brasileños 
fletar producción por su cuenta (aunque no eran tan eficientes como los ríos). Actualmente 
hay unos 2,6 millones de propietarios con fincas de entre 5 y 100 acres (una granja de 
subsistencia tiene menos superficie y las granjas industriales de alto capital tienen mayor 
espacio). Es decir 2,6 millones de familias que tienen una cierta independencia económica 
y política, lo que en otras partes del mundo se conoce como clase media. 

El esfuerzo de expansión interior no logró eliminar los problemas costeros, pero la constelación 
de fuerzas sin duda conspiró para facilitar el camino de Brasil. Quizás el aspecto más importante de 
este impulso interior fue que Brasil dejó de ser un concepto geográfico. La creciente importancia 
del interior -mejor simbolizada por el traslado de la capital política a Brasilia en 1960- diluyó las 
tendencias aislacionistas de las ciudades costeras. Las tierras del interior se vieron a sí mismas en 
primer lugar, como brasileñas, y dado que esa identidad lentamente ganó credibilidad, el gobierno 
finalmente logró suficiente seriedad y respeto como para abordar otros retos importantes del país

Geopolítica de México

Siendo la parte más meridional de América del Norte, México se enfrenta a una situación geográfica 
difícil. Tiene un pequeño y limitado núcleo territorial rodeado de montañas, desiertos y selvas que 
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son inherentemente difíciles de controlar y casi imposibles de defender de las amenazas internas o 
externas. 

GEOGRAFIA DE MEXICO

El país se encuentra en forma de embudo, con su alta meseta anclada en las montañas y 
selvas de América Central en el sur. El embudo se expande al noroeste hacia una desértica frontera 
de 3.200 kilómetros de largo con Estados Unidos. Bordeando la meseta al este y al oeste están las 
dos cadenas montañosas de México, la Sierra Madre Oriental y la Sierra Madre Occidental. Con 
picos de hasta 5.500 metros (18.000 pies), estas sierras son extensas y formidables. De hecho, 
el país puede ser considerado como una especie de fortaleza de montaña, a la que los territorios 
periféricos deben asegurar y que sirven como protectores de su núcleo. 

En el flanco occidental de México, las laderas de la Sierra Madre Occidental caen preci-
pitadamente hacia el Océano Pacífico. Cubierto alternativamente con densos bosques tropicales 
de hoja caduca la vegetación de las laderas occidentales de México es extremadamente inhóspita. 
Aunque las praderas en los Estados de Sinaloa y Sonora sirven como adecuada tierra de pastoreo 
para el ganado y otros animales, el oeste de México requiere de una infraestructura importante para 
desviar el agua relativamente escasa del sistema fluvial de la región para el uso agrícola. 

En la vertiente oriental de la Sierra Madre Oriental, la tierra se desvanece a llanuras más 
amplias en comparación con la estrecha franja litoral en la costa oeste, llanuras caracterizadas por 
densos bosques tropicales. A pesar de la riqueza relativa de la tierra, con su cara hacia el Golfo de 
México y con la mayoría de las grandes potencias del mundo ubicadas al frente, la costa oriental de 
México también ha demostrado ser militarmente vulnerable para el interior del país. 
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No menos difícil para el Estado mexicano son los desiertos del país, que caracterizan a la 
frontera norte y cuentan con algunos de los territorios más desolados de toda América del Norte. 
Esta zona forma una impresionante barrera entre México y su poderoso vecino, pero también es 
una sede histórica de toda insurrección, generalmente nacional, que pretenda atacar el corazón de 
México. 

El Heartland 

El interior de México se encuentra entre el Trópico de Cáncer y el paralelo 18. Esta región es el 
hogar nativo de los olmecas, toltecas, aztecas y muchas otras tribus norteamericanas. Dentro de 
esta región está el verdadero corazón de México, que es un núcleo doble, con dos centros vitales y 
geográficamente distintos: la región alrededor del Valle de México y la región de Veracruz. 

Situada en el meollo de las sierras del Valle de México, la Ciudad de México es el corazón 
político indiscutible del país. Este altiplano fue el hogar de los aztecas y fue el origen de uno de 
los cereales más importantes del mundo: el maíz. Aunque esta región se encuentra en latitudes 
tropicales, la alta altitud de la meseta mitiga la influencia tropical, con un clima templado suave 
adecuado para la agricultura y el mantenimiento de poblaciones relativamente grandes. Las alturas 
escarpadas de las montañas al este y al oeste de la ciudad también ofrecen la alta meseta de una 
cierta fortificación frente a las amenazas externas. 

Establecida en medio de un lago que llenaba el valle de México, la Ciudad de México fue 
originalmente la capital azteca llamada Tenochtitlán. Eran consideradas las mejores tierras de la 
zona y su ubicación fue seleccionada para el asentamiento en un momento en que los aztecas eran 
una de las tribus más débiles de la región. Los aztecas construyeron la ciudad literalmente en el 
agua, usando piedra y cal para la construcción de templos y plantando cultivos en plataformas en 
el medio del lago, llamados chinampas. En el siglo 16, los españoles construyeron un canal que 
unió el Valle de México con el sistema del río Tula. El proyecto drenó con eficacia el lago, pero 
dejó a la ciudad con numerosos problemas, entre ellos una inestabilidad fundacional grave y una 
vulnerabilidad a los terremotos. Además, irónicamente, con una severa escasez de agua. 

A pesar de lo inestable de su ubicación, la ciudad de México es un componente crítico del 
control nacional: quien está a cargo de la capital puede controlar las tierras altas. De todos modos, 
el terreno áspero del país hace difícil dominar el conjunto del territorio y la Ciudad de México pudo 
defenderse de las amenazas provenientes de todos lados. 

Históricamente, las mayores amenazas han venido de la ciudad de Veracruz, que forma el 
segundo polo del núcleo doble de México, en la costa este del sur de México. Esta región tropical 
de tierras bajas fue el hogar de los olmecas, una de las primeras tribus de Mesoamérica. El clima 
tropical en Veracruz ha permitido el crecimiento de una amplia variedad de plantas para mantener 
la dieta olmeca, incluyendo zapallo y frijoles. Sin embargo, el clima húmedo hace que sea difícil el 
crecimiento de los granos, por lo que la línea de costa no es adecuada para el mantenimiento de 
grandes poblaciones. 
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La ciudad de Veracruz ha sido también el punto a partir del cual las potencias extranjeras 
(y nacionales) han sido capaces de lanzar con éxito invasiones hacia la ciudad de México. Siendo 
uno de los principales puertos del Golfo de México, con acceso directo a la Ciudad de México, 
Veracruz es un punto de partida clave desde la costa a la ciudad de México. Veracruz fue establecido 
originalmente por el explorador español Hernán Cortés, quien utilizó su tiempo allí para formar 
alianzas con las tribus locales que habían sido subyugadas por los aztecas y estaban dispuestas a 
apoyar a un nuevo hombre fuerte regional. En compañía de miles de guerreros nativos, Cortés 
puso cerco y capturó exitosamente a Tenochtitlan de mano de los aztecas en 1521. 

Con el tiempo, tras el colapso del imperio español, el caos de las guerras de la independencia 
mexicana fue explotado por Francia, que coronó a Fernando Maximiliano José de Habsburgo 
como emperador de México en la Ciudad de México en 1864. Después de luchar contra el interior 
del país desde su punto de desembarco en Veracruz, los franceses ocuparon la ciudad de México 
durante tres años. Pronto descubrieron que la expansión de su poder a través del territorio mexicano 
era mucho más difícil. El problema para Francia era el tiempo y la mano de obra necesaria para 
conquistar los desiertos lejanos, las montañas y mesetas de México –e incluso sostener el control en 
las áreas más cercanas a la Ciudad de México como Oaxaca, donde las fuerzas rebeldes se asentaron. 
Los franceses fueron incapaces de consolidar su control sobre el territorio de México y en 1867 el 
emperador francés Napoleón III retiró las tropas. 

Es de la más alta prioridad para México el control de la región de las tierras altas alrededor de 
la ciudad de México, así como la región de tierras bajas en la costa del Golfo alrededor de Veracruz 
con el fin de garantizar la existencia del Estado. Sin embargo, como muestra el ejemplo francés, hay 
áreas cercanas que también debe ser controladas. Estas regiones son el núcleo externo, los Estados 
dentro de los límites de la antigua Mesoamérica, pero fuera de las inmediaciones de la ciudad de 
México o Veracruz. Son los Estados montañosos y escarpados de Chiapas, Oaxaca, Michoacán 
y Guerrero. Debido a su terreno montañoso, estos Estados pueden ser difíciles de controlar y 
pueden servir como bases de lanzamiento para fuerzas rebeldes. Para la ciudad capital del país es 
fundamental contener y mitigar los disturbios en estas áreas con el fin de garantizar la seguridad 
física del núcleo. 

Límites políticos 

Estos territorios fundamentales de México son de importancia crítica para la supervivencia del 
Estado. Menos críticos, aunque siguen siendo importantes, son los límites políticos de México, un 
territorio mucho más grande que ha desafiado repetidamente los intentos de subyugación. 

El virreinato español estableció las fronteras del sur de México con Guatemala y Belice 
(solidificadas con un Tratado en 1882). Tras la independencia, no había incentivos para expandirse 
hacia el sur, porque la tierra en América Central es montañosa, difícil de defender o controlar y no 
adecuada para la agricultura. La siguiente porción de territorio útil está a más de 1.600 kilómetros 
hacia el sur -en las tierras altas de Colombia- y todo lo demás trae más problemas que ganancia. 
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Las fronteras del norte formaban parte de una situación completamente diferente. Dos 
acontecimientos definieron la frontera norte: la Guerra de Independencia de Texas y la guerra 
entre Estados Unidos y México. Con la guerra de Texas la gran mayoría de Texas se dirigió a la 
independencia, pero también se sentaron las bases para una futura guerra entre Estados Unidos y 
México, dejando la frontera real en disputa. Una vez que Texas se unió a Estados Unidos, estalló la 
guerra entre los dos vecinos de América del Norte. La conquista americana de la ciudad de México 
en 1847 puso fin a la guerra y Estados Unidos conquistó alrededor de la mitad del territorio original 
total de México:  todo Texas, junto con el territorio que se convertiría en los modernos Estados de 
Arizona, California y Nuevo México. En un solo golpe, Estados Unidos cumplió sus necesidades 
estratégicas críticas (una trayectoria limpia hasta el Océano Pacífico y un tapón estratégico para el 
Valle del Gran Mississippi) mediante la adquisición de algunos de los territorios más prometedores 
de México. 

DENSIDAD DE POBLACION EN MEXICO

En pocas palabras, la frontera norte de México no es ni un inevitable dictado geográfico 
ni una frontera elegida por México. Extendiéndose por vastas extensiones de los desiertos de 
Sonora, Chihuahua y Baja California, la frontera entre Estados Unidos y México divide a México 
en una sección que en la mayoría de los puntos es apenas habitable. Para complicar más las cosas, 
las montañas que se extienden hacia el norte en esta región convocan focos de disturbios que 
eventualmente se desbordan. El aislamiento físico del norte de México y la dificultad de la Ciudad 
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de México en proyectar poder sobre la zona fue una de las razones más importantes por las que 
perdió Texas y lo que ahora es el sudoeste de Estados Unidos y fue una de las causas fundamentales 
de la Revolución Mexicana de 1910-1920. 

Las montañas, los desiertos y el aislamiento del norte de México proporcionan un terreno 
fértil para la disidencia civil y las actividades ilegales. Aunque el norte de México ofrece una zona 
de amortiguamiento estratégicamente sustancial entre la Ciudad de México y su vecino del norte, 
también es una vulnerabilidad grave. A esto se añade el hecho de que la ciudad de México es 
vulnerable en su flanco oriental. 

Además de su extensión norte, México tiene otros dos territorios que quedan fuera del 
núcleo y son dignos de mención. Ninguno de estos territorios es particularmente útil, pero ambos 
son de importancia estratégica. El primero es la península de Baja California, que México logró 
conservar después de la guerra con Estados Unidos a pesar del deseo americano de quedarse con la 
desembocadura del río Colorado. Baja California se extiende por casi 1.300 kilómetros por la costa 
occidental de México, y si bien ofrece poco provecho en el terreno de las oportunidades económicas 
(fuera del turismo), si estuviera en manos de un país extranjero toda la costa del Pacífico norte de 
México sería vulnerable a un ataque externo. 

El segundo territorio es la Península de Yucatán, que es una gran plataforma de piedra caliza 
plana con muy pocos recursos de agua dulce. Aunque tiene una vegetación exuberante, carece de 
los elementos necesarios para ser un territorio económicamente viable. Pero sin embargo la Penín-
sula de Yucatán otorga a México una posición estratégica en el Caribe y permite a México controlar 
una de las vías de acceso al Golfo de México y a Veracruz. 

Aunque las penínsulas de Baja California y Yucatán son territorios inhóspitos, no controlar 
esas áreas expondría a México a vulnerabilidades territoriales aún mayores, en particular respecto 
a las amenazas de guerra. Incluso con las ventajas relativas de tener posesiones estratégicas como 
las penínsulas de Yucatán y Baja California, la conformación geopolítica de las fronteras nacionales 
mexicanas lo hacen un Estado políticamente poco coherente e inmanejable. El núcleo montañoso 
hace que sea difícil solidificar el control sobre las tierras altas del sur, y la costa sureste es vulnerable 
a la interferencia externa. Si se añade que la zona de la frontera norte -difícil de controlar- es un 
caldo de cultivo fértil para grupos autónomos o rebeldes, México tiene una geografía que presenta 
desafíos extremos para cualquier gobierno central. 

Límites ideales 

Teniendo en cuenta las necesidades geopolíticas de un Estado que ha demostrado muy vulnerable 
a la influencia externa, los límites territoriales ideales de México le permitirían establecer el control 
sobre las principales vías de ataque a su territorio. Sólo después de cumplidos estos imperativos 
tendría la capacidad de mirar más allá de las tierras prósperas. 

No es fácil invadir México a través de rutas terrestres. Desde la frontera norte la invasión 
es difícil (aunque la defensa de ese territorio es también un desafío) y las tierras altas de América 
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Central son una barrera desde el sur. Es mucho más fácil invadir México desde el mar. Esto significa 
que si México intenta lograr una apariencia de verdadera seguridad debe ser capaz de proteger los 
accesos marítimos a su núcleo. No sólo Europa está al otro lado del Atlántico, sino que la gran 
mayoría de la costa poblada de Estados Unidos se encuentra justo al noreste. En el futuro, un 
aumento de la capacidad naval brasileña podría plantear otro posible desafío a México en el Caribe. 
Con el fin de proteger su núcleo frente a estas amenazas potenciales, México debe ejercer influencia 
sobre la boca del Caribe. Y para hacer efectiva esta influencia México necesita Florida y Cuba. Para 
satisfacer sus necesidades estratégicas México entra en competencia directa con Estados Unidos. 

Al igual que Estados Unidos necesita controlar Florida y por lo menos neutralizar 
cualquier amenaza planteada por Cuba con el fin de proteger sus instalaciones de exportación 
en la desembocadura del río Mississippi, México necesita controlar el tránsito por el Golfo. Sin 
la capacidad de proyectar y establecer una fuerza naval en el camino de una invasión que ya está 
históricamente probada y que es geográficamente posible, México nunca será un Estado-nación 
verdaderamente independiente y seguro. 

La implicancia del argumento, por supuesto, es que sólo hay espacio para una gran potencia 
en América del Norte, y siempre y cuando Estados Unidos domine los enfoques navales de la parte 
sur del continente, México estará obligado a mantener una relación no hostil con Estados Unidos 
a fin de asegurar su propio territorio. 

SUB REGIONES GEOPOLITICAS DE MEXICO

 
Sin embargo, si México fuera capaz de controlar esos territorios, podría asegurarse su seguridad 
física, y el siguiente objetivo estratégico probable sería recuperar el territorio perdido a manos de 
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Estados Unidos. Suponiendo que tuviera la capacidad militar para asegurar y mantenerlos, tener 
los fértiles valles de California y la extensa gama de tierra de Texas sería un gran beneficio para el 
fiscalmente débil gobierno mexicano. Pero la seguridad es lo primero, o de lo contrario México 
nunca será capaz de sostener su territorio. 

Imperativos geopolíticos 

Para asegurar su núcleo: 

1. México debe primero controlar y consolidar lo que puede ser etiquetado como el núcleo 
interno, que incluye tanto las tierras altas de la ciudad de México como la región costera 
de Veracruz. Si estas dos regiones no pueden ser esgrimidas como una sola zona, lo 
que actualmente conocemos como México sufrirá de insuficiente territorio agrícola y 
oportunidades comerciales y degenerará en un surtido de pequeñas entidades, empobrecidas 
y sub-regionales. 

2. México debe entonces controlar todos los focos de posible disidencia dentro de los 
territorios centrales externos que interactúan directamente con el núcleo interno, incluyendo 
a Oaxaca, Chiapas, Guerrero y Michoacán. Para ello, México ha ejercido históricamente 
dos opciones: la integración económica y el imperio de los hombres fuertes o de un solo 
partido político fuerte. 

3. México debe empujar hacia el norte para controlar los territorios del norte salvaje donde 
las amenazas podrían originarse. La ubicación exacta de la frontera es relativamente 
académica, dada la falta de barreras geográficas claras. Sin embargo, cuanto más lejos 
empuje México hacia el norte, más lejos proyectará el poder de su núcleo y la meseta se 
volverá más amplia y menos útil. 

4. México debe controlar los accesos marítimos a su núcleo, así como los cuellos de botella 
del Caribe con el fin de lograr la seguridad absoluta. Hay dos fases en esto. La primera, 
y la más fácil, es el control de las penínsulas de Baja California y Yucatán (el México 
moderno ya lo ha logrado). El segundo es más difícil y requiere ganar el mando de Cuba 
y Florida. Sin estos territorios, México no tiene más remedio que involucrarse en una 
relación de subordinación con Estados Unidos. 

5. Por último, con la seguridad física garantizada, México puede darse el lujo de llegar más 
allá de sus zonas de amortiguamiento hacia los territorios más ricos y las costas más útiles, 
lo que incluye los Estados de California, Texas y Louisiana. 

Claramente, México no ha logrado todos sus imperativos geopolíticos. Sin embargo, ha 
logrado casi todos los imperativos posibles, sin cuestionar la integridad territorial de Estados 
Unidos. 

La geografía mexicana y los indicadores geopolíticos que se derivan de ella, marcan a su vez 
la lógica geopolítica del narcotráfico mexicano.
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REDES DE TRANSPORTE MEXICANAS

Geopolítica de Colombia

En el caso de Colombia la geografía proporciona variados elementos para diseccionar su estructura 
social a partir de la conformación de su territorio.

La geografía tropical y montañosa generó gran cantidad de climas y terrenos, sumamente 
aptos para la lucha guerrillera obligando al Ejército a permanecer encerrado en las ciudades y 
sometiéndolo a indecibles contratiempos en la lucha sobre el terreno. La cordillera se divide en 
tres al llegar a Colombia, la Cordillera occidental, la cordillera central y la cordillera oriental. Sin 
solución de continuidad esta geografía se continúa en Panamá, convirtiendo al Darién en una zona 
de fronteras móviles donde los límites sólo figuran en los tratados. (Véase Mapa 9)
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- Mapa 9 -

Así surgieron zonas geográficas separadas, en un país percibido como demasiado alejado 
de sí mismo. El tránsito de una zona a otra implicaba un viaje de meses entre zonas cercanas 
geométricamente pero distantes geográficamente. Se desarrollaron cuatro grandes regiones: el 
Litoral Atlántico, el Alto Magdalena o la Cordillera oriental, el Valle del Cauca y Antioquía. Por 
otro lado, la intrincada geografía produjo que los procesos políticos de una zona no tuvieran 
relación con lo que sucedía en otra. Estas características permiten definir a Colombia como un 
“país archipiélago”.

Los guerras civiles entre las distintas zonas por colonizar el país explicaron toda la historia 
colombiana del siglo XIX. Estas cuatro zonas se encuentran del lado norte y oeste de la cordillera. 
Al este de la cadena montañosa andina queda una inmensa región, selvática y campesina, que ha 
terminado siendo la zona en disputa durante el siglo XX. Allí están los departamentos de Meta, 
Caquetá, Vaupés, Guaviare, Amazonia y Putumayo donde actualmente se desarrollan los combates 
entre las FARC y los paramilitares, donde se asientan los cuarteles militares de entrenamiento de las 
brigadas antinarcóticos, los asesores norteamericanos, la zona de despeje y las plantaciones de coca.

También en esta zona se asientan las dos grandes cuencas hidrográficas que dan origen al 
sistema fluvial del río Orinoco, que desemboca sobre el Atlántico en Venezuela y del río Amazonas, 
que tras un larguísimo recorrido, desemboca también sobre el Atlántico, en Brasil.

El Litoral Atlántico, el Alto Magdalena, el Cauca y Antioquía son las zonas “desarrolladas” de 
Colombia, todas sobre el occidente del país. El costado oriental, desde las cadenas montañosas hasta 
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la Amazonia, es donde se asientan los territorios que aún no están definitivamente incorporados a 
la economía colombiana, donde está en disputa el control territorial y donde se asienta el primer 
objetivo del Plan Colombia, el Putumayo.

Las grandes fronteras de Colombia también están relacionadas con esta zona que limita con 
Ecuador, Perú, Brasil y Venezuela. Sobre el extremo sudeste se alza la triple frontera Brasil-Perú-
Colombia donde el Plan Cobra brasileño fijó su comando central, en la localidad de Tabatinga.14 
Por allí ya comenzaron a pasar los primeros desplazados externos de la guerra en el Putumayo 
colombiano.

La conjunción de selva y montaña ha favorecido la permanencia durante 40 años de las 
guerrillas de las FARC y el ELN en Colombia. Las operaciones de guerra se ven frecuentemente 
entorpecidas por súbitos cambios de clima, tal como sucedía en la Cordillera del Cóndor cuando 
se dio la guerra entre Perú y Ecuador. 

El gobierno central de Colombia nunca ha sido capaz de controlar todo su territorio. El Valle 
del río Magdalena representa el corazón del país, donde vive -junto con las ciudades de Bogotá, 
Medellín y Cali- la mayoría de la población del país. Está aislado del resto del país por la cordillera 
de los Andes a ambos lados. Fuera de este hinterland el país es una combinación de selvas, montañas 
y llanuras, en gran parte deshabitadas con un limitado desarrollo de infraestructura.

Incluso con la ayuda militar de Estados Unidos, los desafíos logísticos que intervienen 
en la proyección de poder en tierras del interior de Colombia hace insostenibles los despliegues 
prolongados. Las operaciones militares fuera del centro no han sido capaces de establecer las 
condiciones de seguridad necesarias que permitan la aplicación efectiva de la ley a gran escala o 
por un significativo período de tiempo. El Estado colombiano está en gran medida ausente de 
las zonas de influencia y la desigualdad económica en estas regiones es grave, dando lugar a las 
organizaciones criminales y a los grupos insurgentes.

Esto no sería un punto de contención si no fuera por el hecho de que las regiones fuera de 
núcleo de Colombia son ricas en recursos extractivos, tales como petróleo, oro, piedras preciosas 
y elementos de tierras raras, así como marihuana, coca y amapola de opio. El Estado y los gru-
pos insurgentes y criminales están en competencia por estos recursos, y el Estado está tratando 
de asegurar las regiones, independientemente de estas limitaciones. Debido a que el gobierno 
carece de los recursos necesarios para abordar adecuadamente los problemas subyacentes a la 
falta de desarrollo y la desigualdad, la eliminación de los grupos insurgentes es casi imposible. 
En lugar de ello, el gobierno debe concentrarse en inhibir su capacidad para operar y tratar de 
asegurar sus intereses, mientras busca formas de mejorar las condiciones en el campo.

Colombia ha estado en conflicto desde su creación como república en 1819. En los últimos 
50 años el conflicto se ha centrado en las insurgencias marxistas y en el comercio de cocaína. Cada 
nuevo plan del Gobierno para enfrentar a estos grupos insurgentes ha evolucionado a partir de los 
planes anteriores, aunque desde finales de 1990 sus estrategias se han basado cada vez más en la 
doctrina anti-insurgente de Estados Unidos.
14 Brasil se protege del conflicto y militariza su frontera, Eleonora Gosman, Clarín, 21 de agosto de 2000.
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Capítulo 4

Características del mercado de consumo.
Los crímenes predatorios. 
La exclusión social. Desempleo y narcotráfico. 
La segregación de base territorial. 
El caso de la Villa 31 en la Ciudad de 
Buenos Aires, República Argentina
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Si el consumo de drogas tiene como centro principal a Estados Unidos y Europa occidental 
es allí donde el narcotráfico es un problema político y es allí donde hay un Estado fallido, 
no aquí en América Latina. Adoptando y parafraseando la perspectiva de Spanger (2000) y 

Sorensen (2001) el mercado de consumo implicaría un índice bajo de estatalidad en la soberanía 
territorial, que es el núcleo duro de la soberanía del Estado, con la particularidad de que la baja 
estatalidad en los grandes países de consumo no se daría en la selva como en América Latina, sino 
en el centro de las grandes ciudades. 

El fenómeno no es notorio en la vida social de Estados Unidos porque la acumulación 
normal es muy alta y el Estado no es dependiente del capital global. Pero una fuga de divisas, como 
resultado de la crisis económica actual, podría volver dependientes a algunos países o regiones 
débiles de la cadena imperialista (este europeo, España, Italia, el sur estadounidense), beneficiando 
al narcotráfico.

Si la mayor parte del valor agregado de las drogas se genera en el país de consumo, ya no es 
una opción viable para el “exportador” dejar la mercadería y retirarse del negocio para volver a la 
producción, porque el mercado de consumo tiende a la permanencia y estabilidad de sus actores. 
Es lógico entonces que los carteles mexicanos, como antes los cubanos y los colombianos, tengan 
cada vez más presencia física en Estados Unidos.

Si bien las ganancias en el mercado de consumo pueden ser espectaculares, es un mercado 
muy complejo con un alto grado de competencia y un elevado nivel de crímenes predatorios. Cada 
organización quiere monopolizar la venta de droga en un territorio que pretende ser delimitado 
cada vez con mayor claridad, creando un ambiente de competencia ejercida fuera de la ley aunque 
con fuertes y claras reglas de funcionamiento.  

Los mercados de consumo pueden tener algunas de las siguientes características:

1. Puede surgir como derrame del tránsito de droga, en países con gran extensión geográfica 
o con una geografía fragmentada y notoria incapacidad de control de las autoridades del 
Estado. Se suma un grado indeterminado de corrupción de las autoridades fronterizas.

2. Cobra principal importancia el control territorial, aspecto típico de los mercados de 
consumo donde se genera el mayor valor agregado.

3. A fin de posibilitar el control territorial se ejercen altos niveles de crímenes predatorios. 
Los crímenes predatorios son un tipo especial de delito violento que no ejerce poder 
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en el sentido político del término, sino que “depreda” territorio, elimina competidores. 
No pretende obediencia, busca la extinción del enemigo. Cuando el territorio queda 
conquistado, el nivel de violencia se “institucionaliza” y puede decrecer.

4. El control territorial suele realizarse en complicidad con las autoridades policiales, judiciales 
y políticas de la zona.

5. El control territorial es posible en razón de que el territorio en cuestión sufre un síndrome 
de abandono de autoridad y legalidad, es una especie de “área sin ley” o “área sin gobierno”. 

6. Dado que la policía es la única institución estatal que se relaciona en forma permanente 
con estos territorios, el narcotráfico debe necesariamente relacionarse con esta institución.

7. En el mercado de consumo la actividad principal no es la venta de drogas, elemento típico 
de la etapa previa de narcomenudeo o microtráfico, sino el control territorial, requisito 
exigido por el volumen de negocios que la organización (ya no el dealer individual o los 
pequeños grupos de entrepreneurs) alcanza en un momento determinado.

El mercado de consumo de drogas constituye el más político de los mercados del narcotráfico. 
¿Qué queremos decir con “mercado” de consumo? ¿Es lo mismo que hablar de “consumo” de 
drogas. El consumo de drogas suele ser tipificado como una transacción establecida libremente 
entre un comprador voluntario y un vendedor de un bien ilegal. Sin embargo el consumo de drogas 
no es una conducta individual, sino que se rige por reglas organizacionalmente determinadas. 

a. Ante todo conforma un mercado, no es una sumatoria de transacciones individuales libres. 
Por lo tanto está sometido a reglas que son más que la simple acumulación de voluntades 
anárquicas individuales.

b. Se da en un territorio social y geográfico previamente configurado y controlado, no libre. 
En un gran porcentaje, sobre todo en los estratos sociales más bajos, quien consume se 
convierte en vasallo político de un señor.

c. El mercado de consumo establece leyes y valores que son ajenos, extraños, sustitutivos y a 
veces contradictorios con el todo social circundante inmediato. 

d. Aunque se trata de un mercado, no sigue las reglas económicas de oferta y demanda pero 
sí las reglas políticas de no fungibilidad del poder e imposición autoritativa de valores.

e. El mercado de consumo prefiere entornos estables y no violentos, dentro de los cuales 
establece y garantiza la existencia de áreas de estandarización del crimen, en acuerdo con 
las fuerzas policiales.

Siendo el más político de los mercados del narcotráfico y siendo el control territorial el 
centro de sus actividades organizacionales, el mercado de consumo tiene fronteras, un proceso de 
estatalización y un territorio constituyente.
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Algunos procesos sociales,15 surgidos en el ajuste neoliberal de los 90s, obran en la base del 
mercado de consumo porque producen una mano de obra excedente que es muy aprovechada por el 
narcotráfico, ante la carencia de políticas estatales realmente inclusivas y de instituciones físicamente 
presentes en los barrios pobres de las grandes ciudades. Con esta mano de obra el narcotráfico 
construye un mercado de consumo, estructura imprescindible para acercar autoritativamente a 
consumidores y proveedores. 

Algunos investigadores académicos, como Francisco Delich y Luis Villarreal, ya advertían en 
aquellos años la importancia de los procesos que estaban aconteciendo. Dichos procesos sociales a 
los que hacemos referencia son:

•	 Desempleo de masas: se trata de un proceso de desocupación masivo, permanente y 
estable. Son sectores que no accederán a un puesto de trabajo y ya no esperan hacerlo. No 
se trata de un índice estadístico que nos indica la magnitud de los que no tienen empleo 
sino de un nuevo actor social: los desocupados. La diferenciación entre desocupación 
estadística y desocupación real establece al desempleo como un fenómeno permanente 
(Delich, 1998). 

•	 Exclusión social: este concepto se define como el proceso económico-social por el cual 
grandes sectores poblacionales quedan consciente y permanentemente “fuera”  de la 
estructura social, a la que la ligan, en forma contradictoria, la policía y la escuela. La 
policía organiza la exclusión y la escuela propone un esquema de inclusión. Estos sectores 
se organizan económicamente y legitiman sus propias instituciones. Aquí se cosecha la 
mano de obra del narcotráfico (Villarreal, 1996).  

•	 Segregación de base territorial: el concepto de segregación de base territorial apunta a 
una segregación física y geográfica. Los excluídos se excluyen para afirmarse y refugiarse, 
se autosegregan en barrios impenetrables donde tejen sus propias redes de legitimidad 
y solidaridad. Por otro lado los ricos, para protegerse y autoafirmarse, se excluyen en 
countries también impenetrables y superprotegidos, donde privatizan la seguridad y 
donde prefieren pagar impuestos privados para garantizar sus intereses particulares en vez 
de abonar impuestos públicos para garantizar intereses colectivos.

El Estado se muestra impotente frente a los desarrollos de la globalización, sobretodo cuando 
acepta acríticamente los postuladores teóricos ideológicamente construidos en los países centrales. 
Los gobiernos parecen degenerar en órganos de ejecución complacientes con los intereses del 
mercado que niega al Estado nacional y a los sistemas democráticos capacidad de futuro. 

La expresión más significativa de la violencia surgida en el nuevo marco social de los 90 ha 
sido el creciente aumento y complejización del fenómeno delictivo, principalmente en las grandes 
ciudades, así como la aparición de nuevas formas de criminalidad organizada, un crecimiento algo 
relacionado con la crisis social pero que se deriva fuertemente de ciertas condiciones institucionales.
15 Los conceptos de desempleo de masas, exclusión social y segregación de base territorial surgieron del análisis del caso 

argentino.
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Entre estas condiciones está la crisis del Estado en su función de regulación, mediación y 
resolución de los conflictos sociales básicos y sobretodo en su incapacidad de prevenir exitosamente 
las diferentes actividades delictivas. El ajuste económico produjo una crisis social que generó formas 
informales e ilegales de acumulación.

El retorno de la democracia no ha significado la consolidación del imperio efectivo de la 
ley sino que ha supuesto también el ejercicio de un poder ilegal y arbitrario por parte de ciertas 
agencias públicas, en particular las agencias policiales.

La democratización política enmarcó la conformación de un Estado incapaz de asegurar 
la efectividad de sus leyes. Las relaciones entre el Estado y la sociedad quedaron signadas por 
un bajo grado de institucionalización. El Estado tiene marcadas deficiencias en la elaboración de 
diagnósticos apropiados de las nuevas problemáticas de seguridad y en la estructuración de un 
sistema institucional de seguridad pública actualizado y eficiente en sus bases doctrinales. Esto ha 
generado una estatalidad debilitada en el ejercicio del monopolio de la fuerza frente a los grupos y 
sujetos que disputan dicho monopolio. 

El tráfico y comercialización minorista de drogas ilegales es la actividad ilícita más importante 
y de mayor rentabilidad de los nuevos núcleos delictivos.

En general las autoridades gubernamentales han mantenido un recurrente desinterés y 
desconocimiento de los asuntos de la seguridad pública, abandonando las funciones de gobierno 
y administración de estas cuestiones, delegando tales tareas a las agencias policiales. Estas agencias 
han ejercido su tarea siguiendo los conceptos y prácticas conformadas durante décadas en el 
interior de las instituciones policiales. Esa impronta delegativa se asentó en un pacto en el que las 
autoridades gubernamentales se comprometían a no intervenir en la vida institucional de la policía 
a cambio de que ésta garantizara ciertos niveles políticamente aceptables de seguridad pública. Pero 
el incremento y la complejización delictiva volvieron anacrónico el equilibrio de este sistema de 
intercambio.

El Estado ostenta el monopolio de la violencia, ejercido por la policía, como principal 
instrumento para obtener su soberanía. Y el narcotráfico ejerce su monopolio territorial mediante 
sus bandas armadas. Si ambos son actores políticos, es probable un acuerdo y una congruencia. 
Un mercado de consumo territorial implica un acuerdo y una cogestión entre monopolios de la 
violencia. 

Tráfico de drogas y narcotráfico: la centralidad del mercado de consumo

Habitualmente se identifica narcotráfico con tráfico de drogas, a pesar de que el narcotráfico es 
mucho más que eso (lavado de dinero, por ejemplo). Los delitos del universo llamado “narcotráfico” 
son tomados por separado, se juzgan conductas individuales y no se construye una “historia” que 
permita ver las características complejas y totalizantes de la criminalidad. 

Esta identificación entre narcotráfico y tráfico de drogas no toma en cuenta que el narcotráfico:
1. Es mucho más que tráfico, ya que incluye lavado de dinero, precursores químicos, 

producción, refinamiento, comercialización, militarización, información, inteligencia, 
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logística, tecnología, organización y sistematicidad de la violencia, redes de abastecimiento, 
soborno, extorsión, secuestro, inversiones, etc.

2. Tiene relación con e incidencia en muchos ámbitos de la sociedad nacional: fuerzas de 
seguridad, control territorial, crimen organizado, economía ilegal, reparto ilegal de la 
renta, acumulación primitiva de capital, fronteras, puertos y aeropuertos, exclusión social, 
maltrato y abuso infantil y adolescente, crímenes predatorios, fraude, evasión fiscal, etc. 

3. Abarca una cadena de actividades, sectores sociales y geografías nacionales muy amplia: 
a. Actividades: cosecha de coca, raspado de la hoja, pisaderos, laboratorios, equipamiento, 

instrucción militar, transporte, bagayeo, tecnología, etc.
b. Sectores sociales: campesinado indígena, adolescentes marginales, graduados 

universitarios, migrantes, obreros desocupados, choferes, etc.
c. Geografías nacionales: el Putumayo colombiano, el Chapare boliviano y el Alto 

Huallaga peruano para la producción. Los puertos del norte colombiano, la línea 
norte (10 ciudades) de México, el puerto de Buenos Aires y las fronteras lábiles en 
general (frontera norte argentina) para el tránsito externo. Los corredores mexicanos y 
colombianos de tránsito interno, etc.

4. El narcotráfico tiene capacidad para dar significado social a geografías inviables, o sea 
“crear” geografías: las triples fronteras16 son particularmente sensibles a este fenómeno: 
Mexicali, Califonia y Arizona17 entre Estados Unidos y México. Leticia, Tabatinga, Santa 
Rosa entre Colombia, Brasil y Perú. En Leticia y Tabatinga, Colombia y Brasil están 
separadas por una calle que se cruza sin mostrar pasaporte.18 Tacna es la parte peruana 
de una triple frontera entre Perú, Chile y Bolivia. Lo mismo sucede con los llamados 
“espacios vacíos” o “territorios sin ley”, como el Petén mexicano, el Darién panameño o 
Salvador Mazza en el norte argentino. 

5. La diversidad del universo del narcotráfico permite que no todas sus actividades estén 
relacionadas con drogas. Es el caso del lavado de dinero y los precursores químicos, más 
una larga serie de “servicios” que el narcotráfico utiliza (por ejemplo, los halcones, menores 
de edad que “vigilan” e informan a los jefes).

El concepto tradicional de tráfico de drogas entiende que todo el proceso tiene como eje 
central y destino final el consumo de drogas mientras al mismo tiempo debate sobre la tipificación 
del consumo como delito penal o como problema de salud pública. Expresado de esta manera el 
concepto de tráfico de drogas encierra dos contradicciones:

16 No se menciona la triple frontera entre Paraguay, Brasil y Argentina porque su geografía, estrictamente hablando, no 
permite el surgimiento de un significado social apto para el narcotráfico.

17 El federalismo norteamericano hace que Arizona y California tengan legislaciones penales diferentes, lo que es aprovechado 
por las bandas narcos de ambos países. 

18 En Leticia hay que dirigirse voluntariamente al aeropuerto a sellar el pasaporte. En Tabatinga hay que acercarse a la comisaría 
local.
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a. Se debate sobre la legalidad del consumo, entendido como actividad de la esfera privada 
que no daña a terceros19, mientras se sigue sosteniendo su judicialización, entendida como 
eslabón débil de la cadena del tráfico y como un problema de salud pública. 

b. Se promueve el pase del consumo de la esfera penal a la esfera civil mientras se sigue 
sosteniendo por definición que el tráfico de drogas es esencialmente un problema de 
adicción, toxicomanía o consumo de estupefacientes. En este punto las drogas se equiparan 
con el alcohol o el tabaco, que son de consumo legal y un problema de salud pública. Sin 
embargo y llamativamente las drogas no son legales ni consideradas un problema de salud 
pública.20

Estas dos primeras contradicciones plantean un escenario donde el consumo privado es 
legal, posiblemente un problema de salud pública no reprimible penalmente, mientras se propone 
aumentar las penas al tráfico de drogas.21 El consumo legal de una sustancia ilegal no hace más 
que aumentar la tendencia hacia el fortalecimiento de la red de abastecimiento, porque la mezcla 
de prohibicionismo y tolerancia puede dificultar la demanda, pero seguramente fortalece la oferta.

•	 Se desconoce o subestima el hecho de que el consumo de drogas constituye el más político 
de los mercados del narcotráfico. Aunque la aproximación liberal tipifica al consumo de 
drogas como una transacción establecida libremente entre un comprador voluntario y un 
vendedor de un bien ilegal, en realidad el consumo de drogas:
f. Ante todo constituye un mercado, no una sumatoria de transacciones individuales 

libres.
g. Se da en un territorio social y geográfico previamente configurado y controlado, no 

libre. En un gran porcentaje, sobre todo en los estratos sociales más bajos, quien 
consumo se convierte en vasallo político de un señor.

h. El mercado de consumo establece leyes y valores que son ajenos, extraños, sustitutivos 
y a veces contradictorios con el todo social circundante inmediato.

i. Contrariamente a lo que se afirma el narcotráfico prefiere entornos estables y no violentos, 
dentro de los cuales establece y garantiza la existencia de áreas de estandarización del 
crimen, en acuerdo con las fuerzas policiales.

Si se construyera una “historia” del narcotráfico se podrían ver sus características:

1. Son hechos producidos por una organización, lo que en consecuencia hace que el narcotráfico 
cumpla con las leyes de la teoría organizacional. Las políticas de “descabezamiento” de las 
organizaciones criminales debe tener en cuenta este punto porque suelen convertirse en 

19 Esta es la postura de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, fallo Arriola., en la República Argentina.
20 Sean parte del fuero penal o del fuero civil, las drogas siguen siendo consideradas ilegales
21 La pregunta de por qué utilizar drogas ilegales pudiendo hacerlo mediante mecanismos legales desnuda involuntariamente 

las limitaciones que plantea esta contradicción.
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un proceso de rotación de liderazgos y no de desmantelamiento de la organización. Y por 
otro lado las organizaciones del narcotráfico se adaptan a rutinas organizacionales, las que 
deben ser detectadas por los organismos policiales antes de intervenir.

2. Se desarrollan como “parte” de una conducta organizacional criminal y en consecuencia 
no se trata de “elecciones” o “decisiones” personales aisladas. El marco conceptual del 
rational choice es inadecuado para comprender la dinámica criminal en el narcotráfico.

3. Tienen como objetivo último la ganancia económica, pero se desarrollan mediante 
instrumentos y en ámbitos no económicos, sino políticos. Por este motivo una guerra 
contra el narcotráfico potencia el comportamiento político del narcotráfico, que en 
circunstancias normales sólo se comporta como acumulador ilegal.

4. El delito de narcotráfico es “invisible”, no se constituye como tal hasta que las conductas 
individuales o particulares hayan sido involucradas en una totalidad ética y orgánica 
específica que da sentido y organicidad a las acciones celulares. Por eso es imprescindible 
el seguimiento, cuantificación y diagnóstico de los delitos presuntamente “predatorios”.

5. No necesariamente tiene vinculación con las drogas. En determinado punto el narcotráfico, 
elevándose en su desarrollo, se desprende de la producción, comercialización y tránsito de 
drogas preservando las ganancias del negocio, dispuesto a transformarse en acumulación 
normal. A fines de los 90s algunos narcotraficantes abandonan la acumulación primitiva 
y se involucran en la acumulación normal22. La máxima expresión de este desarrollo es 
Colombia donde los narcotraficantes se han transformado en terratenientes, dejando la 
producción, comercialización y tránsito de drogas en manos de lugartenientes menores. 

Estas características le otorgan al narcotráfico racionalidad y previsibilidad, típicas 
características organizacionales.

Las ganancias del mercado de consumo

Esta primacía de las ganancias se basa en la distancia existente entre el precio de venta en calle 
respecto al precio de producción en origen. 

1. En el caso de la marihuana los costos de producción son de aproximadamente $165 por 
kilogramo,23 mientras que el valor al por mayor en Estados Unidos varía entre $1.100 a $13.000 
por kilogramo, dependiendo de la calidad. Estos márgenes son muy inferiores a los de la cocaína, 
la metanfetamina y la heroína. En comparación, en 2009, el valor en la calle de la metanfetamina 
va desde $ 19.720 a $ 87.717 por kilogramo.24

22 Álvaro Uribe, el verdadero patrón del mal, Norberto Emmerich y Joanna Rubio, Agencia Paco Urondo, 16 de abril de 
2014, http://agenciapacourondo.com.ar/secciones/sociedad/14331-alvaro-uribe-el-verdadero-patron-del-mal.html a

23 Todos los valores son expresados en dólares americanos.
24 Stratfor.com, Criminal commodities: marijuana, 25 de marzo de 2012, www.stratfor.com/analysis/criminal-commodities-

marijuana 
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2. La Administración de Control de Drogas de Estados Unidos estima que la heroína negra25 
se vende en alrededor de $ 30 por gramo, frente a los $ 50 por gramo de la heroína blanca o frente 
a dosis equivalentes de otras drogas con efectos similares, como la oxicodona. Sin embargo, en 
algunas partes de Estados Unidos, la heroína negra puede costar $ 15 por 1/10 de gramo cuando 
se entrega en las residencias particulares que son destino de las redes de distribución, muchas de las 
cuales tienen vínculos en México. Las ventas en estas cantidades más pequeñas hacen de la droga 
un negocio extremadamente lucrativo.26

Basados en estimaciones del Departamento de Estado del año 2009, los productores 
mexicanos de amapola tenían capacidad para producir 125 toneladas de heroína negra. Usando 
como parámetro los mismos $ 15 por 1/10 de gramo estimados antes, esto significaría que la 
cosecha total de México tiene un valor potencial en la calle de alrededor de $ 17 mil millones. 

3. Dependiendo del precio de los productos químicos utilizados -determinado por la cantidad 
de productos químicos adquiridos y la legitimidad del proveedor- el costo de producción de 1 
kilogramo (2.2 libras) de metanfetaminas está entre $ 150 y $ 4.000. El uso de la metilamina, 
fuertemente regulada y cara, es el factor clave en este rango de precio. Si se sustituye la metilamina 
con una mezcla de metanol y amoníaco anhídrico se reduce drásticamente el costo. De acuerdo 
con el Informe Nacional de Precios de Drogas Ilícitas de mediados de 2009 del Departamento de 
Justicia norteamericano, el precio de la metanfetamina en el mercado mayorista es de $ 19.720 por 
kilogramo, mientras que su valor en la calle es de $ 87.717 por kilogramo.27

4. Un kilogramo de cocaína pura cuesta alrededor de $ 2.000 en Colombia, siendo incluso 
más barato en Perú, pero valen unos 10.000 dólares en México y alrededor de $ 25.000 en una 
ciudad importante de Estados Unidos. Y de acuerdo al Informe 2011 de la Comisión del Delito 
de Nueva Gales del Sur, un kilo de cocaína puede venderse por hasta US $ 191.000 en Australia.28

Mientras el tráfico de drogas necesariamente se refiere a una sola actividad, siempre con 
drogas, el narcotráfico no necesariamente tiene vinculación con las drogas29 y no necesariamente implica 
sólo a las drogas. 

Este “desenganche” puede manifestarse de dos maneras:

1. Hay un punto en el cual el narcotráfico, elevándose en su desarrollo, se desprende de 
la producción, comercialización y tránsito de drogas y se queda solo con las ganancias 

25 Black Tar Heroine, la versión mexicana de la heroína.
26 Stratfor.com, Criminal commodities: black tar heroine,  9 de marzo de 2012, http://www.stratfor.com/analysis/criminal-

commodities-series-black-tar-heroin 
27 Stratfor.com, Criminal commodities: metamphetamine, 13 de marzo de 2012, http://www.stratfor.com/analysis/criminal-

commodities-series-methamphetamine-0 
28 Stratfor.com, Criminal commodities: cocaine, 14 de marzo de 2012, http://www.stratfor.com/analysis/criminal-

commodities-series-cocaine 
29 El sicariato, por ejemplo, es una institución (no una organización) que no trafica drogas como actividad principal y sin 

embargo es un núcleo central del narcotráfico. Estos mercenarios del crimen organizado, como La Línea (que trabaja para 
el Cartel de Juárez) o Los Zetas en sus comienzos, trabajando como brazo armado del Cartel del Golfo, pueden cobrar sus 
servicios con droga pero no necesariamente es así. La guerra contra el narcotráfico en México ha llevado a un proceso de 
asociación de grupos, una fuerte cooptación de Los Zetas o Sinaloa sobre los demás grupos menores.
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del negocio dispuesto a transformarse en acumulación normal. Es un proceso predecible 
y necesario en el tiempo, novedoso porque recién a fines de los 90s se da el proceso 
por el cual algunos narcotraficantes abandonan la acumulación primitiva y se involucran 
en la acumulación normal. Colombia es la mejor expresión de este proceso, donde los 
narcotraficantes se han transformado en terratenientes y sus ganancias tributan al fisco 
nacional y forman parte de la acumulación normal. Han abandonado la producción, 
comercialización y tránsito de drogas en manos de lugartenientes menores, ya que es más 
importante el resultado del proceso (ganancias invertibles) que el proceso mismo. Incluso 
algunos de ellos abandonaron totalmente el mercado de drogas. Por más llamativo que 
pueda resultar, no se trata de un fenómeno novedoso en el desarrollo civilizatorio ya que 
así se originó la acumulación económica.

2. La ruptura de los tradicionales procesos de cartelización del narcotráfico configura 
una pirámide criminal tan extensa que las jefaturas quedan desdibujadas y se habla de 
microemprendimientos o entrepreneurismo criminal. Entre estos diversos grupos muchos 
no trabajan con drogas sino que abastecen de recursos (militares, información, transporte) 
a los otros grupos centrados en el tráfico. Pero lo hacen desde “afuera” del núcleo traficante, 
formando una “joint-venture” o una UTE cambiante y de equilibrio inestable.

Que el narcotráfico no sólo se dedique a las drogas significa que cada vez más se relaciona 
con el resto de actividades que componen el crimen organizado. Esta vinculación del narcotráfico 
con el crimen organizado tiene tres características:

1. Los grupos narcos se dedican a una serie de diversas actividades. El analista mexicano 
Edgardo Buscaglia sostiene que el crimen organizado incluye 22 actividades delictivas.30 
En casi todas ellas podemos encontrar involucrados a grupos de narcotráfico.

2. Los grupos del narcotráfico que se dedican a actividades de crimen organizado, las utilizan, 
dependiendo del nivel de desarrollo de la organización, para financiar su actividad central 
de tráfico de drogas. Entre las actividades del crimen organizado hay una jerarquía de 
interés y tasa de ganancia, como en cualquier inversión de capital. El nivel de cooptación 
acelerada del narcotráfico mexicano implica grandes gastos de inversión de los grandes 
carteles (Sinaloa, Los Zetas) en el sostenimiento de grupos más pequeños, algunos de 
los cuales ni siquiera se dedican al narcotráfico (el actual cartel de Tijuana, prácticamente 
paralizado).

3. El control territorial, la economía de la violencia, el flujo de capital, la movilidad y la 
alta politicidad de su comportamiento, permiten al narcotráfico entrar y salir del crimen 
organizado sin afectar su núcleo original de acumulación. No parecen ser sensatas las 
afirmaciones de los especialistas que sostienen que la palabra carteles es inadecuada porque 

30 México pierde la guerra, Edgardo Buscaglia, Instituto de Acción Ciudadana parea la Justicia y la Democracia, México, 
marzo 2010, http://www.institutodeaccionciudadana.org/docs/documentos/5.pdf 
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éstos se han convertido en parte del crimen organizado. Es a la inversa, la expansión a que 
obliga la guerra contra el narcotráfico deja a los carteles con una capacidad organizacional 
ociosa (lo que implica tanto recursos físicos como management) que es utilizada para 
extender actividades.

El caso de la Villa 31

En la Villa 31 se dice que el problema de las drogas “lo trajeron los peruanos”. A pesar del léxico 
xenófobo de la expresión, lo cierto es que la droga llegó a la Villa 31 de mano de traficantes 
peruanos. Pero la llegada formó parte de una guerra por el control del territorio que surcó toda 
la Ciudad de Buenos Aires y pasó inadvertida para la población, que estaba preocupada por la 
“inseguridad”. Mientras el robo callejero ocupaba el centro de las preocupaciones ciudadanas, el 
crimen organizado pasó desapercibido.

La autopista Illía marca el fin de la 31 y el comienzo de la 31 bis, que creció de golpe 
promediando la década del 90. Es la mitad más populosa y postergada, propicia para que los 
pequeños traficantes ocupen un lugar poco vigilado por la policía, casi sin controles en la entrada 
y la salida, alejado de los puestos de Gendarmería de la Terminal de buses. Se divide en los barrios 
Ferroviario, Cristo Obrero, Playón Este y Playón Oeste, más conocido como el Barrio Chino. Es 
la plaza fuerte de venta de cocaína, paco y marihuana. Todos los entrevistados ubican allí una zona 
liberada por la Comisaría 46. Todos cuentan que allí, hace unos años, vieron crecer su pequeño 
imperio los dealers peruanos que llegaron del Bajo Flores.

El crimen organizado llegó a la Villa 31 en el año 2005, proveniente de la guerra por el 
control territorial en la Villa 1-11-14. Sus líderes eran Ruti (Alionzo Rutilo Ramos Mariños) y su 
hermano Meteoro (Esidio Teobaldo Ramos Mariños), dos ex miembros de Sendero Luminoso que 
junto a Marcos (Marco Antonio Estrada González) controlaban el negocio de la droga en la Villa 
1-11-14. De allí resultaron expulsados por la lucha faccional y recayeron en la Villa 31.

El asesinato de Meteoro en abril de 2006 fue el hito inaugural de las muertes enmarcadas 
en la guerra por el control territorial en la Villa 31 bis. Apenas un mes antes había sido detenido 
su hermano Ruti, que se entregó a las autoridades cuando era buscado por ser responsable de la 
masacre del Bajo Flores mientras el tercer socio, Marcos, se fugó a Perú. Aún sin los cabecillas, la 
guerra continuó.31

Luego hubo otras muertes del crimen organizado: a fines de marzo de 2008 un peruano fue 
encontrado muerto junto a un galpón de la manzana 3. Su cadáver estaba boca arriba, con un tiro 
en la cabeza y dos en el pecho.

El domingo 1° de noviembre de 2009 hubo un fuerte tiroteo entre dos grupos antagónicos 
frente a la casa 47 de la mañana 99 de la Villa 31. Allí cayó muerto un joven de 23 años. Las 
primeras sospechas de la policía apuntaron a una guerra entre bandas dedicadas al comercio ilegal 
de drogas como disparador del violento incidente.

En los años 2010 y 2011 el “Loco” César sembró de muerte la Villa 31.
31 “Base” de los narcos peruanos, La Nación, 7 de mayo de 2007
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El cartel porteño

El 29 de octubre de 2005 ocurrió en la Villa 1-11-14 la llamada “Masacre del Señor de los Milagros”. 
Miles de personas participaban de una procesión religiosa y quedaron en medio de un tiroteo entre 
dos grupos que disputaban el poder por la venta de drogas en la zona. Un grupo de tiradores mató 
en aquella ocasión a cuatro personas y al bebé Nahuel Sanabria. Uno de los culpables fue Ruti, 
que en el año 2008 fue sentenciado a 18 años de prisión por el asesinato de una persona y las 
heridas infligidas a otra. Fue absuelto por falta de pruebas en los otros cuatro homicidios porque 
los testigos, totalmente amenazados, no se animaron a declarar.

Ruti fue desalojado del negocio de las drogas en la Villa 1-11-14 por Marco Estrada González 
y tuvo que mudarse junto a su hermano Meteoro a la Villa 31 bis de Retiro. Desde allí montó la 
fallida operación que intentó recuperar el control sobre el negocio de las drogas en la Villa 1-11-
1432 en la Masacre del Señor de los Milagros.

Año 1997: los comienzos del narcotráfico porteño

Todo comenzó en 1997, cuando Marco, Ruti y Meteoro llegan a la Argentina y desbancan al viejo 
líder narco de la Villa 1-11-14, Julio Chamorro Revollar, asesinado el 12 de febrero de 1999 en un 
triple homicidio cometido en una cancha de tierra en el interior de la Villa. Allí descansaban diez 
hombres tras un partido agotador cuando apareció un puñado de sicarios para acribillarlos. Los 
ex senderistas ampliaron el negocio de Chamorro Revollar trayendo droga de Perú mediante el 
sistema de “mulas” y usaron dos agencias de remises como modo de distribuir la droga.

Los tres socios controlaron el negocio hasta que fueron detenidos en el año 2001, acusados 
de integrar una asociación ilícita dedicada a la venta de drogas.

Pero mientras Meteoro y Marco salieron de la cárcel en 2004, Ruti continuó detenido. Marco 
aprovechó para expulsar a sus socios y apoderarse del control del negocio. Meteoro debió emigrar 
a la Villa 31, donde continuó con las actividades delictivas y dio origen al narcotráfico en la villa 
de Retiro. 

Al año siguiente Ruti quedó en libertad y junto con su hermano, en la Villa 31, organizaron 
los ajustes de cuenta. Comenzaron a aparecer cadáveres eviscerados con rastros de droga, 
presuntamente de mulas que traían cocaína desde Perú y Bolivia. El máximo exponente de esta 
guerra entre los narcotraficantes peruanos del Bajo Flores y los de la Villa 31 fue la “Masacre del 
Señor de los Milagros”.33 Allí murieron cinco personas y 8 quedaron heridas, bajo el fuego de los 
soldados de Ruti, que buscaba acabar con la vida y el dominio de Marcos, su ex socio. 

La guerra del narcotráfico en la ciudad de Buenos Aires se desarrolló durante 10 años, desde 
1997 hasta el año 2007, y tuvo como epicentro a la villa 1-11-14. Allí fue donde los narcos peruanos 
empezaron a enfrentarse entre ellos para luego llevar la disputa a siete barrios de la Capital Federal, 
entre ellos la Villa 31 de Retiro.
32 Una condena por la guerra entre narcos, La Nación, 6 de junio de 2008
33 Un muerto y un herido en la villa 31, La Nación, 2 de noviembre de 2009
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La guerra se extendió por toda la ciudad. Hubo homicidios en Boedo, Retiro, Pompeya, 
Palermo, Once y Villa Urquiza que costaron más de 20 vidas.34

Marcos está detenido desde 2007. Para el juez Sergio Torres seguía manejando el negocio 
de los estupefacientes desde la cárcel.35 Fue apresado en Paraguay, donde se había escapado de la 
justicia argentina.36 Saldrá libre dentro de cuatro años.37

La guerra de drogas en la Ciudad de Buenos Aires, como toda guerra predatoria, no era 
más que una “forma” de llevar adelante el negocio, porque toda guerra siempre significa ocupar 
territorio. Desde febrero de 2009 hasta abril de 2010 (dos años) el Juzgado Federal N° 12 a cargo 
de Sergio Torres y la División Operaciones Metropolitanas de la Policía Federal realizaron 135 
allanamientos en Ciudad Oculta, en la Villa Zabaleta, en la 31 y en la 31 Bis de Retiro y en el 
barrio de emergencia Presidente Perón en Saavedra. Se iniciaron 65 causas judiciales vinculadas al 
narcotráfico, en las que se secuestraron 5 millones de dosis de paco, 2.800.000 dosis de marihuana, 
se incautaron 31 armas de fuego, 500 proyectiles y dos chalecos antibalas. Fueron detenidas 107 
personas, de las que 50 estaban por ser sometidas a juicio.38 El cartel de Marcos fue desbaratado 
pero sigue operando, una contradicción que desnuda la fortaleza cuasi estatal de los controles 
territoriales del narcotráfico.

La guerra de los diez años que nadie vio.39

Meteoro fue asesinado en la villa 31 el 6 de abril de 2006. 20 años antes, en 1986, había sido 
detenido en Perú acusado por haber efectuado atentados como miembro de Sendero Luminoso 
contra bancos, oficinas públicas y fábricas.40

La historia de Ruti y Marcos se extendió por más de siete años y está documentada en 
al menos 15 expedientes donde se mezclan armas de alto poder, grandes cantidades de dinero, 
policías con renuencia a investigar y hasta un sistema de beneficencia alternativo que proveyó de 
legitimación y silencio al cartel peruano. 

Las primeras referencias judiciales sobre ellos figuran en la causa 16011/99 de la jueza Silva 
Ramond, donde se investiga la primera masacre de esta historia, ocurrida en una canchita de la 
villa. Entre los muertos estaba el peruano Julio Chamorro Revollar, sospechado de ser el jefe narco 
de la villa. Distintos testimonios acusaron por la matanza a Ruti, Meteoro y Marcos, contra quien 
la jueza Ramond llegó a librar una captura. Pero nada se probó porque los testigos se retractaron. 
El trío peruano se hizo dueño de todo el negocio en la Villa 1-11-14.

34 La guerra de narcos que se extendió del Bajo Flores a varios barrios de la capital, Clarín, 8 de agosto de 2007
35 Liberaron a tres presuntos narcos de la 1-11-14 por fallas procesales, La Nación, 30 de noviembre de 2011
36 Nada frena el avance de los narcos en las villas porteñas, Gabriel Di Nicola, La Nación, 25 de abril de 2010
37 Buenos Aires: firmaron el juicio abreviado para el narco Marco Estrada González, Cosecha Roja Red de Investigadores 

Judiciales de Latinoamérica, 3 de abril de 2013
38 Nada frena el avance de los narcos en las villas porteñas, Gabriel Di Nicola, La Nación, 25 de abril de 2010 
39 Una guerra que ya lleva diez años, Clarín, 4 de julio de 2007
40 Sospechan que un jefe narco se fugó robando una avioneta, Clarín, 10 de mayo de 2007
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Pero las declaraciones recogidas en el juicio, que hablaban de una pelea por 40 kilos de 
cocaína, permitieron que se abriera una segunda causa por narcotráfico. 

Es así que en agosto de 2001 Marcos, Ruti y Meteoro cayeron presos. Se declararon inocentes 
diciendo que vendían ropa en La Salada, donde se sospechaba que blanqueaban el dinero. En julio 
de 2004, el Tribunal Oral Federal N° 2 los condenó a 3 años y dos meses. Pero a Ruti le agregaron 
ocho meses más de condena al unificar este caso con uno anterior. Esta diferencia fue decisiva.

Aún con los tres en la cárcel, el negocio de la droga siguió intacto y la violencia también. El 
4 de mayo de 2004, un grupo armado disparó 17 veces contra el frente de la remisería Milagros, 
dentro de la villa, para obligarla a llevar droga para Marcos.

Para quedarse con el control total Marcos había diseñado un clásico sistema de beneficencia. 
“Si alguien en la villa necesita un medicamento, él lo compra. Si los chicos quieren ir a la escuela, 
paga el transporte. Si es el día del niño, organiza un festejo”, contaron. Por eso, cuando salieron de 
Devoto, Ruti se tuvo que establecer con Meteoro en otra villa, la 31 Bis de Retiro.41

La increíble historia del Loco César

El Loco César42 es un traficante peruano llegado al país en el año 2005. Estuvo en la Villa 
1-11-14, tal vez en la Villa 20 de Lugano y luego tuvo su centro de operaciones en el Barrio 
Chino de la Villa 31 bis. Para los diarios se llama César Humberto García Primo, para los 
entrevistados se llama César Morán de la Cruz. 

A la Villa 31 llegó a mediados del año 2010 y no andaba con custodia. Al contrario del cartel 
de los ex senderistas, los peruanos de César siempre estuvieron enfrentados con los paraguayos. Y 
aunque el cartel de Marcos fue desbaratado en la Villa 1-1-14, en la Villa 31 el negocio lo continuó 
el “Loco” César.

Además del asesinato de Julio César Roncal Cocachi,43 cometido en julio de 2011, la justicia 
le imputa al Loco César otros cuatro asesinatos: el de Kenny Marks Mejía León, el 17 de noviembre 
de 2008; los de Jean Paul Espinoza Limean y Johnny Goycochea Villalobos, el 4 de enero de 2011 
y el de Kevin Antonio Beltrán Goycochea, el 27 de abril, quien era sobrino de Johnny y amigo 
de Roncal Cocachi. Hay que agregarle el intento de asesinato de Christian, un paraguayo que lo 
acompañaba.

Estos chicos que el “loco” César iba matando estaban en una lista de Facebook, donde les 
advertían que estaban condenados a muerte. En el muro decía “Coco, estás en la lista”. El resto se 
fue del barrio.

Para la Red de Periodistas Judiciales de Latinoamérica, más de 15 personas (delegados, ex 
delegados, militantes sociales, jóvenes del barrio, vecinos) coinciden: a partir de la llegada de los 
narcos peruanos, el delito en Retiro está cambiando. 

41 Pelea entre ex guerrilleros de Sendero Luminoso por el control de la droga en la Capital, Clarín, 29 de octubre de 2006
42 En Villa 31: entre el narcotráfico y la política, Cosecha Roja Red de Periodistas Judiciales de Latinoamérica, 3 de mayo de 

2012.
43 Cocachi era peruano, tenía 19 años. Lo asesinaron siete hombres armados a la tarde del 31 de julio de 2011, la ambulancia 

llegó a las 5 de la mañana, los policías no fueron.
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El 2 de marzo de 2012 el Loco César fue detenido por una Brigada de homicidios de la 
Policía Federal en una casa alquilada de La Reja, en la provincia de Buenos Aires. Lo atraparon 
porque en el certificado de nacimiento de su hijo en el hospital Fernández escribió su dirección real.

El modus operandi del Loco César fue muy creativo e implicó la intromisión mafiosa en los 
procesos sociales. Así sucedió el 15 de diciembre de 2010 cuando se produjo la toma de los terrenos 
de los viejos galpones del Ferrocarril San Martín, que reconfiguró nuevamente la fisonomía del 
barrio. Unos días antes esa peculiar forma de intromisión de lo ilegal en lo legal tuvo un alto grado 
de espectacularidad en la toma del Parque Indoamericano.

Muchos habitantes de otros barrios se mudaron a ese sector de la Villa por los altos alquileres 
que estaban pagando y algunos “transas” lo hicieron por la cercanía a la Terminal de Ómnibus y 
el acceso a una salida rápida y estratégica. Finalmente otros vieron en ese caos una oportunidad 
para la especulación inmobiliaria, ya que tomaban parcelas y después las vendían. Por lo tanto 
hubo desalojos forzosos. Por las noches, los sicarios del crimen organizado volvían armados y 
desalojaban a compradores u ocupantes. Se vendían terrenos a 5 mil o 10 mil pesos, pero después 
por las noches, aparecían encapuchados con armas a sacar a los más indefensos. Hubo resistencia y 
muertos. Para la Red de Investigadores Judiciales de Latinoamérica esa era la forma en que operaba 
el Loco César, basada en afirmaciones de la policía y algunos entrevistados.44 

Resumen

El crimen organizado, en la forma de narcotráfico, llegó a la Villa 31 en el año 2005 como 
desprendimiento de un gran conflicto que surcó todo el territorio de la Ciudad de Buenos Aires, 
protagonizado por los narcos peruanos de la Villa 1-11-14.

Cuando el cartel senderista entra en crisis aparece en el año 2010 el “Loco” César, protagonista 
de los altos indicadores de homicidios de los años 2010 y 2011, hasta que fue detenido en marzo de 
2012. Por eso llamaba la atención en el Informe de Homicidios Dolosos 2011 de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación el protagonismo de los peruanos en los homicidios de ese año.

Es probable que su detención sea un elemento adicional, además de la creación del CPB que 
tenía como expresa intención lograr ese resultado, para explicar la baja en la tasa de homicidios en 
la segunda mitad del año 2012 y los primeros meses de 2013.

Ruti, Meteoro y el “Loco” César son los únicos nombres que registra la historia del narcotráfico 
en la Villa 31 a lo largo de sus 8 intensos años de historia. En los momentos presentes no hay datos 
precisos, ni nombres de bandas, ni líderes visibles. El retroceso en el proceso organizacional del 
crimen organizado predice mayores grados de violencia invisible.

44 En Villa 31: entre el narcotráfico y la política, Cosecha Roja Red de Periodistas Judiciales de Latinoamérica, 3 de mayo de 
2012. 
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Capítulo 5

Características del mercado de tránsito: 
baja capacidad de control. 
Caso Salvador Mazza (Argentina).
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Si el mercado de tránsito es el más fluido de todos Colombia es un buen ejemplo de país de 
tránsito, donde los narcos se han alejado de la producción y se convirtieron en los grandes 
traficantes. Se han especializado en el refinamiento y en el transporte hacia su destino: el 

mercado norteamericano o el europeo. Esto tiene que ver con que su situación económica es mejor 
a la de sus vecinos: no sufrió la crisis de la deuda y tiene una mejor tradición de “entrepreneurship” 
entre sus hombres de negocios que sus vecinos. Sumado a la violencia tradicional del país, lo 
transformó en un lugar ideal para refinar y transportar la cocaína.

Países como Argentina y Brasil tienen un intenso intercambio comercial con el mundo y 
esto facilita el tránsito de cocaína. Cuentan con sistemas de transporte modernos sin la vigilancia 
apropiada para interceptar la droga en las fronteras y en los puertos.

En la Argentina la estabilidad económica de la década del ’90 ha permitido que surgiera 
un mercado de consumo asociado a la estabilidad económica. Además el crecimiento del tránsito 
de droga ayudó al surgimiento del consumo por el “efecto derrame”, en un circuito donde los 
“pasadores” cobran con droga y no con dinero.

Características del país de tránsito

- No se dedica ni a al producción ni al consumo en forma significativa
- Cuenta con una infraestructura económica bastante desarrollada sin contar con fuertes 

instituciones político-estatales.
- En el país de tránsito no hace falta la preexistencia de una tradición de relación con las 

drogas ya que el mercado de tránsito es creado por el mercado global y no al revés.

Por su parte, el país de tránsito para productores cumple un doble rol:

- Hacer llegar los precursores necesarios para la elaboración de las drogas ilícitas
- Transporta las drogas desde el país de producción hacia su mercado de consumo.

Los atributos decisivos de un país de tránsito para productores son:

- Geografía: en algunos casos comparte frontera con uno o varios países productores.
- Son países con una mayor infraestructura industrial y de transporte. Estos son elementos 
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necesarios para proveer los precursores químicos, difíciles de conseguir en el país de 
producción. Cuanto mayor sea la infraestructura industrial del país más difícil es controlar 
los movimientos de los precursores químicos. Además el transporte masivo, aprovechando 
la infraestructura de comercio exterior del país, permite el envío de grandes cantidades 
de drogas fuera del país. Los despachos y cargamentos son grandes para compensar las 
pérdidas generadas por el control gubernamental, en un porcentaje que oscila alrededor 
del rango de 1:7 (un decomiso por cada siete envíos).

- Son países con un nivel significativo de comercio exterior con los países de consumo. 
La inserción de estos países en la economía mundial impulsa aún más la consistencia del 
aspecto comercial del narcotráfico, en detrimento de las actividades productivas.

En cuanto al país de tránsito para consumidores, los atributos principales de los países de 
tránsito para consumidores son:

- Geografía: el país se encuentra próximo o comparte frontera con los países consumidores. 
- Debe haber un alto nivel de tráfico minorista entre los dos países. Comercio, turismo, 

migraciones, etc. La droga llega a las fronteras en pequeñas cantidades para evitar el fuerte 
control fronterizo. El gran movimiento fronterizo hace difícil controlar el tráfico.

- Son países menos desarrollados en términos de industria y transporte que sus vecinos 
consumidores. Esto permite que el narcotráfico tenga un alto poder de presión sobre estos 
países con el fin de permitir el flujo de las drogas a través de sus fronteras.

El caso de Salvador Mazza, frontera entre Argentina y Bolivia

En el año 1998 apareció la primera noticia sobre tránsito de drogas a través de la frontera que 
comunica Bolivia y Argentina en la localidad salteña de Salvador Mazza. Dos gendarmes fueron 
asesinados y ya se destacaba la escasa presencia institucional del Estado y una debilidad en las tareas 
de control fronterizo.

En aquel entonces la Argentina era una ruta no convencional de tránsito de drogas y el 
decomiso de cocaína a través de la frontera norte del país oscilaba en los 800-900 kilos. 13 años 
después, en el año 2011, en un solo procedimiento se incautó una tonelada de cocaína en un 
camión que circulaba por la ruta 34 conducido por dos gendarmes.

En ese lapso aumentó la droga transportada, la complejidad de las organizaciones, la 
cantidad de enfrentamientos entre bandas, la implicancia político-policial en el negocio ilegal y la 
transnacionalidad del proceso de intercambio comercial.

Esta expansión del tránsito de cocaína puede explicarse por diversos factores: 

1. La ausencia de actores o instituciones fuertes en la sociedad civil en virtud del fin de las 
explotaciones hidrocarburíferas de YPF. 
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2. Algunos cambios legales, como la desfederalización de los delitos minoristas de drogas, 
ayudaron a la expansión del narcotráfico. 

3. Cambios estructurales en el sistema de transporte del país. La crisis ferroviaria y la 
preponderancia del transporte por camión convierte a la ruta 34 en un corredor de ingreso 
de drogas para el mercado interno. 

4. Cambios institucionales, como la conversión de la Gendarmería en fuerza policial. 
5. Comportamientos político partidarios (la Policía Federal involucrada en el tráfico de 

cocaína en vehículos oficiales, dirigentes políticos locales judicialmente involucrados en 
narcotráfico). 

El Estado argentino, actuando contradictoriamente, se manifiesta impotente ante el 
crecimiento del delito en la zona y al mismo tiempo, participa (voluntaria o involuntariamente) en 
procesos que permiten el crecimiento fronterizo del flujo de drogas.

Los días 25 y 26 de marzo de 2013 un grupo de diputados de la Unión Cívica Radical 
visitaron la provincia de Salta y realizaron un informe sobre la situación del narcotráfico.45 Al 
reunirse con la Cámara Federal de Salta supieron sobre la falta de funcionamiento de los radares 
tridimensionales del “Operativo Escudo Norte”. Solo funciona un radar ubicado en el norte de la 
Provincia de Santiago del Estero durante algunas horas del día. El resto de los radares no fueron 
instalados o no funcionan.

La Justicia Federal en Salta tiene 6000 causas vinculadas con el narcotráfico, muchas de ellas 
a punto de prescribir por falta de infraestructura para diligenciarlas y la carencia de instalaciones 
carcelarias para atender la problemática. 

En la provincia de Salta funcionan dos Juzgados Federales en la capital y uno en la ciudad 
de Oran, en el norte provincial, con competencia en todos los fueros. El Juzgado de Orán se halla 
completamente colapsado, con 2500 causas al año vinculadas al narcotráfico. La ley 26707 (marzo 
de 2009) creó un cuarto Juzgado Federal en Tartagal, pero todavía no está operativo.

El Fiscal Federal del Juzgado Federal de Oran, el Dr. José Luis Bruno, dijo que tiene apenas 
cuatro colaboradores para atender esta creciente y compleja competencia. Estimó en 15 toneladas 
el volumen de cocaína decomisada en los últimos tiempos. 

Informó sobre la presencia comprobada de unos 2000 ciudadanos de origen colombiano, 
con irregular situación de radicación, muchos de los cuales estuvieron involucrados en hechos de 
narcotráfico o episodios de violencia asociados, resaltando que una de las actividades principales es 
la de prestamistas. El Fiscal Federal consideró insuficiente la dotación de Gendarmería en la zona, 
unos 1300 efectivos, cantidad insuficiente para controlar una frontera tan extensa. El diario Clarín 
afirma que los 40 kilómetros de la frontera seca son controlados por unos 350 hombres (la mitad 
por turno) del Escuadrón 54 de Gendarmería.46

45 Informe visita a la frontera norte en la Provincia de Salta, diputado Bernardo Biella, http://www.drbernardobiella.com/web/
post/informe-visita-a-la-frontera-norte-en-la-provincia-de-salta-765/ 

46 Salvador Mazza, viaje a la puerta de entrada de la cocaína en Argentina, diario Clarín, 5 de agosto de 2012, http://www.
clarin.com/policiales/Viaje-puerta-entrada-cocaina-Argentina_0_749925129.html 
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Históricamente, los gendarmes tenían la sede de su escuadrón en Salvador Mazza. Pero eso 
cambió. “A principios de año, lo trasladaron a Aguaray. Y ahora van a sacar a la delegación de 
Policía Federal. Hacen todo para beneficiar a los narcos”, contó indignado un comerciante.47

El juez Federal de Orán, Jorge Reynoso, fue mucho más concluyente sobre la carencia de 
personal y en cuanto a la necesidad de contar con una institución carcelaria o al menos una alcaidía, 
ya que los 250 detenidos a disposición de su juzgado se hallan alojados en instituciones muy 
distantes, como Resistencia, Formosa o Salta Capital, lo que complica el traslado para los trámites 
de las distintas causas en que se hallan involucrados.

En la ciudad de Tartagal, uno de los Concejales perteneciente a la localidad de Salvador 
Mazza se refirió a la permeabilidad de la frontera, relatando como una práctica habitual “la llegada 
de vehículos hasta una distancia prudencial del puesto de control fronterizo, del cual descienden 
personas que atraviesan caminando la frontera, por lugares no habilitados, portando bultos que 
una vez en territorio argentino vuelven a cargar al vehículo que atravesó los controles regulares… 
En líneas generales se confirmó el diagnóstico ya escuchado en la anterior audiencia, con especial 
hincapié en la falta de eficacia en los controles, el constante contrabando de bultos y bagajes y el 
fuerte incremento de la violencia”.

Localización

La localidad de Salvador Mazza se encuentra en la provincia de Salta, en el extremo norte del país. 
Allí se encuentra el paso fronterizo internacional denominado “Salvador Mazza- Yacuiba”, que 
comunica Argentina con Bolivia. Por allí ingresa entre el 80 y el 90 por ciento de la cocaína que 
circula por la Argentina.48

Bolivia es un antiguo productor de coca como parte del complejo coca-cocaína, sustancia que 
encuentra en el paso fronterizo de Salvador Mazza una forma sencilla de acceso a Argentina, por 
varios motivos:

1. Por ser lindera con uno de los tradicionales países productores
2. Por la diversidad topográfica, que incluye selva de transición y cordones montañosos 
3. Por el desgaste de la frontera, erosionada por la presión del narcotráfico 
4. Por la presión del proceso de globalización, que busca la facilitación en las transacciones 

comerciales y controles fronterizos menos exhaustivos y más permisivos. 

Los puestos de gendarmería se encuentran repartidos de manera poco uniforme, cuentan 
con poco personal  y los requisitos necesarios para poder atravesar la frontera son mínimos. Uno 
de ellos es contar con el certificado de Tránsito Vecinal Fronterizo de Exportación (TVF), que 
autoriza a los residentes fronterizos a transitar con mercaderías, que pocas veces son registradas, 
por un monto estipulado.
47 Idem
48 Salvador Mazza, viaje a la puerta de entrada de la cocaína en Argentina, diario Clarín, 5 de agosto de 2012, http://www.

clarin.com/policiales/Viaje-puerta-entrada-cocaina-Argentina_0_749925129.html 
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Así el narcotráfico tiene distintas formas de ingreso:

1. La más utilizada es el “bagayeo” (tráfico minorista), acarreo de droga en bolsones o cajas 
sobre sus espaldas. Ha ido evolucionando desde su forma básica de transporte “a hombro” 
hacia la ayuda con un “carro”, que es más visible pero no presenta mayor riesgo, tiene bajo 
costo,  es efectivo y relativamente rápido.

2. La ingesta de cápsulas de látex rellenas de cocaína para cruzar la frontera en buses de 
larga distancia o en aviones de línea. Estrategia poco utilizada debido a que la cantidad de 
cocaína transportable es pequeña.

3. Encomiendas en buses de larga distancia o en vuelos regulares de línea. En el caso terrestre 
es frecuente encontrar paquetes de droga tirados a la vera de las rutas, descartados ante un 
control sorpresivo de Gendarmería. 

4. Escondida en la estructura de camiones y autos, con una mayor cantidad de mercadería 
transportada.

5. Transporte clandestino por vía aérea. Por sus características, la envergadura de los aviones 
u avionetas, el uso de caminos o pistas de aterrizaje ilegales ubicadas dentro de las enormes 
fincas privadas más la falta de radares aéreos para su detección, facilita el envío eficaz de 
grandes cantidades de droga. La carencia de medios pone en jaque la capacidad del Estado 
para controlar las pistas de aterrizaje clandestinas. 

El control territorial

El narcotráfico necesita controlar un territorio para desarrollar sus actividades. En la lucha 
por conquistarlo comete crímenes predatorios, aquel tipo de crímenes que buscan eliminar al 
“enemigo” en zonas donde la presencia estatal y su autoridad y legalidad (áreas sin gobierno) están 
disminuidas. Una vez que el territorio ha sido conquistado la cantidad de crímenes disminuye, pero 
no desaparecen. 

En esta etapa cada crimen representa un mensaje hacia sus adversarios en la guerra por el 
control del territorio y hacia la población. Ese mensaje dice: “el poder somos nosotros”.49

El caos de la violencia parece indicar una guerra entre pandillas de “entrepreneurs”, que buscan 
el control inicial del territorio, que siempre es territorial, monopólico, estable y coactivo. Algunas 
pandillas irán predominando hasta que una o dos controlen el territorio y comience la expansión.

En Salvador Mazza la cantidad de crímenes predatorios se ha reducido pero todavía hay 
crímenes aislados que son reafirmaciones del control territorial. En los procesos de control territorial 
la “cantidad” de homicidios es menos importante que comprender el grado de vinculación que 
tengan o no con el control del territorio.

49 Una Ciudad Juárez se instala en Salta, 17 de julio de 2012, Contexto Móvil, http://contextotucuman.com/movil/nota.
php?Id=80678 
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Tal es el caso de los dos gendarmes asesinados el 18 de septiembre de 1998, en una zona 
cercana a la frontera cubierta de monte tupido, plena de escondites, donde apenas una quebrada y 
el lecho de un arroyo seco separa a los dos países. Los gendarmes fueron asesinados por dos hombres 
del hampa local conocidos por las fuerzas de seguridad. Los pobladores de las cercanías que vieron 
lo sucedido no estaban dispuestos a brindar información. “Acá todos trabajan para los bagayeros. 
Por cinco pesos les avisan cuando venimos. Esta mujer sabe más de lo que dice, pero no habla 
porque es cómplice o porque tiene miedo”. Esta clase de reacción es común en las zonas donde el 
narcotráfico crea nuevas relaciones sociales y da significado a geografías inviables.

La complicidad policial, judicial y política

Cuando el narcotráfico logra consolidar su poder sobre un territorio determinado ejecuta un 
proceso netamente político. Se encuentra cumpliendo lo que por definición corresponde al Estado 
nacional, el control del territorio. Por eso se vincula, conflictiva o armoniosamente, con las fuerzas 
de seguridad, la única institución estatal que se relaciona en forma permanente con estos territorios. 

Por lo tanto en Salvador Mazza no son inusuales los casos de corrupción. En el año 2005 un 
escándalo con 116 kilos de cocaína involucró a cuatro policías federales, entre ellos al subcomisario 
Daniel Ferreyra. La transportaban en una camioneta no identificada, desde Salvador Mazza en 
dirección a Salta, por caminos alternativos para eludir los controles de gendarmería. En la mayoría 
de los casos, el personal policial queda exonerado y continúan cobrando su salario.

Otro caso de corrupción fue el del subjefe de la Policía de Salta, comisario Mario Paz, quien 
fue denunciado por estar vinculado con sectores del narcotráfico, armar causas judiciales contra 
personas y pedir $ 12.000 a un comerciante de Salvador Mazza para pagar un supuesto rescate del 
hijo. 

La idea de que el poder político en Salta está vinculado al tráfico de drogas se basa en un 
largo historial de hechos. El primer indicio se dio a mediados de los años 80, cuando se estrelló un 
avión perteneciente al entonces gobernador de Salta, Roberto Romero, en la zona de San Antonio 
de los Cobres con 200 Kg. de cocaína. El mandatario jamás pudo quitarse el mote de “narco”. 

El periodista Christian Sanz afirma que “tanto la candidatura de Ernesto Aparicio como la 
de (el intendente de Salvador Mazza) Francisco “Pancho” Ibañez fueron financiadas por los narcos, 
aunque este último ahora haya tomado distancia del clan de Castedo (...) Otra de las personas 
vinculadas a ellos es el ex diputado salteño Juan Carlos Outes, quien más de una vez se reunió en 
Salta con Aparicio y Castedo”.50

Romero (padre e hijo) aparecen desde hace años en los archivos de la DEA norteamericana 
por sus vínculos con el mundo de las drogas. El periodista americano Anthony Henman, autor 
del libro Mamá Coca, menciona a Romero padre en la página 103: “es, no obstante, de la vecina 
Argentina de donde han provenido las más asombrosas revelaciones de implicaciones a alto nivel 
en el negocio de la cocaína, indudablemente, no con respecto a los actuales gobernantes militares, 
50 Sanz, Christian. “Encubriendo drogas en Salta”, Tribuna de Periodistas, 09-12-2006.
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altamente paranoicos y ultra reservados, sino con relación a personajes que predominaron en el 
último periodo de la presidencia de Isabel Perón. 

La historia fue revelada por el Servicio de Informaciones del Ejército en las vísperas del golpe 
de 1976 e incluía a una serie de prominentes figuras del ala derechista del movimiento peronista, 
entre los que figuraban el ignominioso ministro de Bienestar Social, López Rega; el ministro 
de Relaciones Exteriores, Alberto Vignes, y una corte de figuras secundarias como el ministro 
Raúl Lastiri, el senador Cornejo Linares, el director del diario “El Tribuno”, Roberto Romero… 
Operando una serie de bien equipados laboratorios de cocaína cerca de Salta, en la frontera con 
Bolivia, estas figuras controlaban una red de gran alcance que utilizaba la Policía Federal para la 
distribución interna en el país y la cobertura del servicio diplomático para la consolidación de una 
ruta segura para las exportaciones”.

Siguieron apareciendo indicadores de la vinculación del poder político con el narcotráfico: 
es el caso del asesinato de Liliana Ledesma el 21 de septiembre de 2006. Liliana Ledesma había 
acusado al diputado de Salvador Mazza, Ernesto Aparicio, de cerrar caminos vecinales a fin de 
liberar zonas para el tráfico de drogas. Las sospechas sobre Aparicio se refuerzan por su relación 
con Reinaldo Delfín Castedo, vinculado a varios hechos de tráfico de drogas, como la Operación 
Carbón Blanco II en junio de 2005.

El mercado de consumo como derrame del tránsito de droga

En Salvador Mazza viven unas 27.000 personas. Entre ellas se mezclan unas 10 bandas que se 
dedican al tráfico de cocaína, cada una integrada por unos 40 hombres. Los “barones” de la droga  
operan desde Colombia, Perú y Bolivia, pero los “peones” que la mueven están aquí.

A un “pasador” –como llaman a quienes cruzan la droga por la frontera, en su mayoría 
gente desocupada o debajo de la línea de pobreza– le pagan entre 200 y 300 pesos por cada 
kilo de cocaína que entra al país. El método varía según la cantidad. Para ingresar entre uno 
y dos kilos se usa a las “vagineras” (mujeres que se introducen un profiláctico con cocaína en 
la vagina); a los “encapsulados” (los que la tragan y la llevan en el estómago) y a gente que se 
la adhiere con bolsas a distintas partes del cuerpo. Si son entre cinco y 50 kilos, los cargan en 
mochilas para atravesar los montes fronterizos, sea a pie, en burro, o en moto. Más de 50 kilos 
los pasan en coches, en los paneles de las puertas o los asientos. Cuando se trata de más de 80 
kilos, los ocultan en camionetas con doble fondo. Y para más de 300 kilos, directamente los 
meten en camiones cargados con madera, carbón o muebles. El resto cruza en avionetas.

En ocasiones, cuando trasladan cantidades importantes, llevan autos de custodia con hombres 
armados. No le temen a la ley sino a las “mexicaneadas” de otras bandas.

El volumen es alto. Todas las investigaciones sobre drogas terminan en el juzgado federal 
de la localidad de Orán, a cargo de Raúl Reynoso. En siete años y medio allí se iniciaron más de 
19.000 causas.51

51 Salvador Mazza, viaje a la puerta de entrada de la cocaína en Argentina, diario Clarín, 5 de agosto de 2012, http://www.
clarin.com/policiales/Viaje-puerta-entrada-cocaina-Argentina_0_749925129.html 
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En Salvador Mazza las oportunidades de empleo son reducidas. “El empleo formal está dado 
solo en algunos comercios, el hospital, las escuelas o la policía. Los desocupados viven del bagayeo 
y muchos de ellos se ayudan cobrando unos pocos pesos como planilleros del municipio, sean 
argentinos o con doble nacionalidad”.52

Para muchos, además del nuevo “invento” de los planilleros, la única oportunidad de 
supervivencia se encuentra en el bagayeo53 para el narcotráfico. Los bagayeros cruzan la frontera 
con Bolivia a través de un paso internacional hombreando bolsas de 50 kilos. Algunos hacen hasta 
20 por día. Estos se mueven en un límite incierto entre lo legal y lo ilegal, corridos por la necesidad 
extrema, desamparados de toda protección estatal. Cargan bolsas repletas de trigo, maíz, papas, 
cajones de vino, cerveza, gaseosas, alimentos enlatados. Esperan en la puerta de los depósitos (o 
repartidoras), donde los camiones cargados de granos se fraccionan en bolsas de no menos de 50 
kilos. El reparto de estos bultos se hace a través de un intermediario entre el dueño de la mercadería 
y el grupo de bagayeros contratados.

Aunque suene contradictorio, esta forma de trabajo informal tiene un halo de legalidad. 
Por ser habitantes de una zona fronteriza los bagayeros cuentan con el beneficio del régimen del 
Tránsito Vecinal Fronterizo de Exportación (TVF), que les permite cruzar de un lado al otro, 
llevando mercaderías por un valor de hasta 150 dólares de franquicia. No se especifica cuántas 
veces pueden hacerlo, ni en qué tiempo, pero la resolución 1336/02 de la AFIP, sostiene que este 
tráfico puede ser ejercido por mayores de 14 años. Y aclara que los medios de acarreo serán los 
establecidos por los usos y costumbres de la zona.

El bagayeo, por su carácter informal y despersonalizado, es útil para el narcotráfico que utiliza 
a estas personas como fuerza de trabajo. Saca provecho de una sociedad fragmentada  proveyendo 
lo que el Estado no da.. 

Estas personas se mezclan fácilmente con el resto de los bagayeros al pasar por los controles 
fronterizos. Continuamente colapsados por una enorme cantidad de bagayeros que entran y salen 
por la frontera, los agentes de control casi nunca pueden revisarlos. La gendarmería utiliza el 
“semblanteo” para determinar la inspección a una persona o su carga,  pudiendo asegurarse en la 
mayoría de las veces la efectiva llegada de la droga al otro lado de la frontera.

“La meta final es estar en menos de un mes en Madrid o Lisboa con 500 kilos de cocaína 
pura, el equivalente a unos 100 millones de euros. El primer bagayero recibirá veinte pesos por el 
tramo inicial del cruce de la cañada”.54

Después de un tiempo que las personas comienzan a trabajar trayendo y llevando droga, se 
transforman de simples “paseros” en vendedores, cobrando sus servicios en droga y no en efectivo. 
El efecto derrame del tránsito de droga crea a su alrededor un mercado de consumo.

52 Planilleros, el nuevo invento laboral del norte, El Tribuno, http://www.eltribuno.info/salta/nota_print.aspx?Note=223231 
53 O’Donnell, Santiago. “La violencia se esconde en la frontera”, La Nación, 22-02-2010.
54 La Argentina blanca: cómo penetran por Salta los grandes carteles del narco, diario Clarín, 20 de febrero de 2014, http://

www.clarin.com/sociedad/Argentina-penetran-Salta-grandes-carteles_0_1087691515.html 
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Capítulo 6

Características del mercado de producción: 
baja integración territorial, población indígena, 
fragmentación étnica.

109 —





Los actuales estudios sobre narcotráfico, sean descriptivos o analíticos, centran su atención 
en el tránsito y consumo de drogas, el lavado de dinero y los precursores químicos, dejando 
de lado el que fuera la primera preocupación central de los estudios sobre narcotráfico, el 

análisis del mercado de producción. Entre otras consecuencias este enfoque implica una mirada 
esencialmente urbana y europeizante del narcotráfico, en desmedro del enfoque rural e indigenista.

El vuelco del decisor político sobre el mercado de producción implica la adopción de 
perspectivas geopolíticas nacionales de mayor alcance al mero “problema de drogas”. El territorio 
a recuperar es distante, difícil, aislado, con una históricamente baja penetración del Estado y 
generalmente militarizado. El Alto Huallaga, el Putumayo, la Amazonía, las Yungas, el Chapare, 
el Darién, el Petén, Sucumbíos, etc. son geografías dificultosas que, ante la escasa e intermitente 
penetración del Estado, fueron viabilizadas por el narcotráfico y otras economías legales e ilegales 
que lo acompañan. Si el Estado no planifica una incorporación geopolítica de esos territorios a la 
economía nacional, toda política sobre narcotráfico está condenada al fracaso.

Las actuales condiciones de inserción del mercado de producción son:

1. Alejado de la mirada de los especialistas y enajenado de la actuación de la policía nacional, 
el mercado de producción queda bajo la órbita de la política exterior estadounidense y 
suele ser de incumbencia militar.

2. La visualización del componente étnicamente indígena, actor central del mercado de 
producción y la centralidad que el mismo tiene para la geopolítica mundial, es dificultosa.

3. La producción de drogas ilegales es una actividad que se da en territorios confinados55 con 
baja integración poblacional, dificultades de comunicación vial, una geografía agresiva y 
exuberante, altos niveles de pobreza y una baja penetración del Estado.

4. Esos territorios sufren el proceso de colonización bajo el régimen hacendatario de tenencia 
de la tierra o son sometidos a fuerte asedio cuando se trata de ejidos comunitarios. 

5. En las situaciones de asedio sobre las poblaciones indígenas el narcotráfico actúa en el 
mismo escenario, y muchas veces conjuntamente, con la tala ilegal de árboles, la explotación 
minera y petrolífera, el turismo y la militarización del territorio.56

55 El término confinados hace referencia al concepto de frontera y la característica de labilidad o lejanía del Estado en los 
“confines” del territorio nacional.

56 “… los recursos naturales legales en Colombia –específicamente el banano, el café, las esmeraldas, el ferroníquel, las flores, 
el oro, el petróleo y el aceite de palma- están asociados con el conflicto armado en varias regiones colombianas”. Para 
desvincular los recursos naturales del conflicto armado en Colombia. Recomendaciones para formuladores de política y activistas, Ralf 
Leiteritz, Carlo Nasi, Angelika Rettberg, Colombia Internacional Nº 70, julio a diciembre 2009, 215-229.
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6. En esta conjunción de actores, el narcotráfico actúa como fuerza paramilitar al servicio 
tanto de los empresarios como del Estado nacional, en un juego que es de extorsión y 
apoyo al mismo tiempo. 

7. Los desplazamientos masivos de población son una consecuencia de las políticas de 
acumulación primitiva de capital impulsadas por el sistema social y toleradas por el régimen 
político.

8. La combinación de servidumbre social, explotación económica y aislamiento político 
convirtió a los indígenas en actores nacionales (Ecuador, Bolivia, Argentina, Perú, Chile, 
Brasil).

Esta descripción del rol del narcotráfico en las políticas de acumulación primitiva de capital 
ubica a los pueblos indígenas como víctimas de una penetración que viene desde afuera. A esta 
“invasión” de territorios, se suman las políticas de servidumbre que el narcotráfico ejerce sobre la 
mano de obra indígena en la producción de droga en la selva.

La territorialidad, los recursos naturales y la integridad (física y cultural) de los pueblos 
indígenas son sitiados sistemáticamente por las corporaciones capitalistas, entre ellas el narcotráfico. 
Los TLC firmados con Estados Unidos provocaron una debacle del mundo rural y un desempleo 
generalizado. Muchas comunidades encuentran en el crimen organizado una alternativa autoritaria 
que los fuerza al cultivo de la amapola o la mariguana. Los jóvenes indígenas son reclutados por 
los carteles.

Al mismo tiempo, con el pretexto del combate contra el narcotráfico, en extensas zonas indí-
genas se impone un proceso de militarización que da lugar a todo tipo de abusos y violaciones de 
sus derechos humanos y comunitarios. Esta guerra contrainsurgente agrega dos actores armados 
más en las regiones: los grupos paramilitares y los guerrilleros. Los  indígenas se encuentran entre 
tres fuegos cruzados: los militares, los narcoparamilitares y los guerrilleros.

Características principales de los mercados de producción

- Control militar del territorio (en manos guerrilleras o por gobiernos militares) que evita 
la disminución significativa de los cultivos.

- Una población indígena aislada de la actividad económica y de la política nacional.
- Un Estado que carece de formas permanentes de integración y penetración del territorio. 

Suele carecer de altos niveles de legitimidad y en general son débiles. La marginación de 
los actuales productores de coca tiene carácter histórico.

- Una geografía que divide a las poblaciones, fragmentando los procesos políticos nacionales 
y permitiendo un largo desinterés de las burguesías nacionales. Hay amplias regiones con 
autonomía geográfica, fuera del alcance del poder central del gobierno. El control social 
de estas regiones no está en manos del gobierno. 

- Un producto agrícola de fácil producción y alta productividad (4 ó 5 cosechas anuales) 
que se produce con carácter histórico, incluso antes de la conformación del complejo coca/
cocaína.
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- La producción de cocaína emplea una gran cantidad de mano de obra en países con altos 
niveles de desocupación y subocupación, particularmente en las áreas rurales.

- El mercado de producción de cocaína produce una baja tasa de riqueza para el país 
productor. La mayoría de las ganancias son invertidas en otros países (a través de depósitos 
bancarios o a través de IED).

- Economías nacionales con crisis económicas crónicas (hiperinflación en Bolivia, crisis 
en Perú, reconversión en Colombia). Colombia es un caso particular de crecimiento 
constante y alta violencia. Son países con bajo nivel de inserción en la economía mundial 
(globalización negativa). Sus economías se basan en materias primas.

- Constante presión internacional (sobretodo de USA) por intervenir militarmente en los 
distintos países. El plan más avanzado de intervención es el Plan Colombia, que utiliza a 
Colombia como instrumento de penetración en América Latina.

- Inutilidad de los programas de sustitución de cultivos por la carencia de obras de 
infraestructura comercial (rutas, puertos, cadenas de comercialización) o por diferencia de 
precios.

A pesar de la conveniencia de plantar coca en vez de plantar cítricos u hortalizas, los 
productores recibían hasta los años ’80 menos del 1% del valor de la cocaína refinada cuando llega 
a los mercados de destino (USA y Europa).

Esto estaba relacionado con:

- la falta de organización de los campesinos y 
- venta de hojas de coca o pasta básica a los carteles

La presencia de las organizaciones guerrillas intermedia entre los campesinos y los narcos. La 
intervención guerrillera produce varias consecuencias:

1. Suben los precios de la producción de hoja.
2. La guerrilla se transforma en un nuevo actor intermediario. La derrota de Sendero 

Luminoso permite el deterioro de la producción peruana. El éxito de las FARC fortalece 
la producción en el sur colombiano.

3. El proceso se politiza. Los campesinos comienzan a ser interlocutores permanentes de la 
política nacional (movilizaciones, organizaciones, enfrentamientos, internacionalización).

4. Los narcos se alejan del mercado de producción, dedicándose a la comercialización. Esto 
significa que abandonan el control territorial en el mercado de producción, dejando la 
disputa por recuperar el control territorial en manos del Estado nacional.

5. En Bolivia el rol intermediario es ejercido en forma organizacional propia, llegando a la 
formación de un partido político y un nuevo liderazgo: el MAS de Evo Morales. Renace 
Sendero Luminoso en Perú.
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Capítulo 7

El narcotráfico en Colombia. 
El Plan Colombia.
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El Plan Colombia

A finales de los años 90s, el presidente Andrés Pastrana trató de resolver pacíficamente el 
conflicto con las FARC. Bajo el Plan Colombia, Pastrana pidió ayuda a Estados Unidos, 
Europa y otros, tanto para combatir a los grupos insurgentes como las FARC y otros y para 

hacer frente a la pobreza y la falta de desarrollo en Colombia, los temas que se consideran como las 
causas subyacentes de la insurgencia. Este plan estaba pensado para acoplarse con las negociaciones 
de paz en una zona de despeje en San Vicente del Caguán, departamento de Caquetá.

Sin embargo, el plan que se puso en práctica en 2000 se centró mucho más en la erradicación 
de las drogas y la contrainsurgencia que en el desarrollo.

Casi el 80% de los fondos de contrainsurgencia, todos los cuales provenían de Estados 
Unidos (que ha gastado casi $ 7 mil millones en Colombia desde 2000), se dirigió a los militares 
y policías colombianos, mientras que la ayuda al desarrollo proveniente de otros países, nunca se 
materializó por completo. Las conversaciones de paz fracasaron, los militares ingresaron a la zona 
desmilitarizada y el conflicto pegó una escalada. Las operaciones de seguridad se centraron en las 
zonas sur y este de Colombia, que se consideraban bastiones de las FARC y, no casualmente, dos 
de las principales regiones productoras de coca en Colombia.

El Plan Patriota

A finales de 2003, el presidente Álvaro Uribe comenzó a implementar una estrategia de 
contrainsurgencia llamado Plan Patriota, la segunda fase del Plan Colombia. Uribe consideró 
que para derrotar verdaderamente a las FARC, los militares tenían que entrar en combate con las 
guerrillas. Bajo este plan, los militares se enfocarían en los líderes de alto valor de las FARC, guiar 
a las guerrillas fuera de sus bastiones en el sur y el este de Colombia y entregar en mano el control 
del territorio al liderazgo civil. Junto con esto, los colombianos iniciaron un cambio de su ejército 
de arriba a abajo con el apoyo de Estados Unidos.

 Las tácticas utilizadas durante el Plan Patriota fueron consistentes. En primer lugar, se reunió 
inteligencia sobre la ubicación de los campamentos de las FARC y sus dirigentes. Después de que 
se adquirieron los objetivos, las aeronaves de ala fija y los helicópteros de ataque bombardearían los 
objetivos para ablandar las defensas, desorientar a los defensores y matar a los guerrilleros como sea 
posible antes de que las fuerzas de operaciones especiales se extendieran por la zona de destino con 
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el fin de capturar o matar a los combatientes que quedaban y recoger cualquier inteligencia. Los 
ordenadores, las memorias USB, los teléfonos celulares y otros documentos se recogieron en estas 
operaciones. 

Esta inteligencia llevó a operaciones más exitosas contra las FARC y sus partidarios. El plan 
logró reducir la capacidad y la membresía de las Farc. Hubo cerca de 16.000 asesinatos en 2008, 
frente a los casi 30.000 en 2002, y los miembros de las FARC se redujeron de cerca de 17.000 a 
9.000. Las FARC también fueron conducidas fuera de los campamentos de base tradicionales más 
cerca de los sitios de producción de coca y cocaína y obligados a buscar nuevas rutas y campamentos 
base. Los éxitos del Plan Patriota sentaron las bases de las tácticas utilizadas en la Operación Espada 
de Honor.
 
Plan Renacer

El éxito del Plan Patriota no destruyó a las FARC, pero sí forzaron al grupo a cambiar la forma 
en que operaba. A finales de 2008, después de darse cuenta que no podían tener éxito en los 
enfrentamientos directos con las fuerzas de seguridad colombianas, la cúpula de las FARC ideó el 
Plan Renacer. Bajo el plan, el grupo se retiró a sus bastiones tradicionales, descentralizó su liderazgo 
y se organizó en unidades más pequeñas. El grupo también cambió de táctica, confiando más en 
emboscadas “golpe y fuga” (hit-and-run), artefactos explosivos improvisados y equipos pequeños, 
con francotiradores móviles lo que permitió a los guerrilleros atacar las fuerzas del gobierno sin 
entrar directamente en combates convencionales.

El objetivo de la Farc también cambió para centrarse más en infraestructuras lineales con valor 
estratégico e inferior seguridad, como el transporte y las redes de oleoductos. El razonamiento del 
grupo es doble: en primer lugar, se podría utilizar la amenaza de estos ataques para extorsionar 
por “impuestos revolucionarios” a empresas que operan en la zona. En segundo lugar, dado que 
el gobierno se basa en la energía y la extracción de recursos para el crecimiento económico, estos 
ataques podrían dar influencia a las FARC en cualquier negociación futura. La táctica parece tener 
cierto éxito, ya que Emerald Energy ha cerrado operaciones en la región de San Vicente del Caguán, 
en el último año, y otros, incluyendo a la Occidental Petroleum Corp., están amenazando con hacer 
lo mismo a menos que la seguridad mejore. Sin embargo, la inversión extranjera directa sigue 
aumentando, lo que da al gobierno colombiano más objetivos para proteger y tener más razones 
para tratar de controlar a las FARC.

Operación Espada de Honor

La Operación Espada de Honor es entonces un intento del gobierno colombiano para contrarrestar 
la agresividad de las organizaciones hostiles como las FARC y otras en las zonas donde estos grupos 
y los intereses económicos de Colombia se superponen. El objetivo final es reducir la “capacidad” 
del grupo en un 50% durante los próximos dos años y limitar su capacidad de atacar al Estado o 
a sus intereses.
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La nueva estrategia no sólo sigue atacando a los líderes del grupo, sino que también amplía su 
enfoque para eliminar 15 de los 67 frentes de las Farc, los que representan sus fuerzas económicas y 
militares más poderosas. De acuerdo al diario colombiano El Espectador, los 52 frentes que quedan 
ya no están en contacto directo con la cúpula de las FARC, operan como bandas de delincuentes 
y hacen acuerdos con todos, incluyendo a los antiguos enemigos. El comandante general de las 
fuerzas armadas colombianas, general Alejandro Navas, estimó recientemente que los actuales 
miembros de las FARC son entre 8.000 y 9.000, aunque la cifra real es difícil de discernir.

La operación continuará centrándose en los tradicionales bastiones de las FARC del sur y este, 
así como la región del Catatumbo y los departamentos de Arauca, Cauca, Valle, Nariño, Tolima, 
Putumayo y Vichada. Los militares también mejorarán sus capacidades de inteligencia a través de 
la creación de un centro de articulación entre todas las ramas de las fuerzas armadas y la policía 
nacional y aumentar el tamaño del ejército con 5.000 soldados y la Policía Nacional con 20.000.

Cabe destacar que, a pesar de que las Farc son actualmente el objetivo principal, la operación 
también cambia la forma en que el Estado combate las llamadas bandas Criminales o “bacrim” 
-grupos delictivos con raíces en la organización paramilitar Autodefensas Unidas de Colombia 
(AUC). Tradicionalmente, los militares se han ocupado de las insurgencias guerrilleras de grupos 
como las FARC y el Ejército de Liberación Nacional, mientras que la Policía Nacional se ha 
ocupado de las bacrim con el apoyo de la Armada. En el anuncio de la operación Espada de Honor, 
se mencionó que los militares ahora lucharán también contra las organizaciones criminales.

La Operación Espada de Honor se trata tanto de un cambio estratégico importante en la 
guerra contra la insurgencia y la delincuencia como de una admisión por parte del gobierno del 
presidente Santos de que el fin de la violencia en Colombia no está a la vuelta de la esquina. El 
gobierno ha dejado de lado por completo el objetivo de derrotar a las FARC y a otros grupos, 
centrándose en la defensa estratégica de sus intereses mediante el freno al enemigo a través de 
tácticas ofensivas.

Así como Estados Unidos aprendió en Vietnam y Afganistán, la insurgencia es muy difícil 
de erradicar por completo. Sin duda, una victoria armada sobre las FARC o incluso una solución 
negociada, no será el final de los grupos de delincuencia armada en Colombia. Las limitaciones 
geográficas, la desigualdad severa y el comercio de cocaína crean las condiciones por las que Colombia 
seguirá luchando para controlar su territorio. La nueva importancia de las Fuerzas Armadas en la 
lucha contra la insurgencia deja en claro que el gobierno nunca fue capaz de establecer un control 
efectivo sobre las áreas externas del país. Sin este control, en las regiones donde el conflicto continúa 
no se pueden comenzar a resolver los problemas subyacentes de desigualdad y falta de desarrollo.

En el corto plazo, la expansión de los objetivos y lugares aumentará la probabilidad de 
violencia. Las operaciones también podrían reducir la cantidad de cocaína que sale de Colombia 
mientras el gobierno intentará cortar la financiación de las Farc y las organizaciones tratarán de 
esconderse y sobrevivir. Con el tiempo, la operación podría conducir a una mayor descentralización 
de las FARC a medida que haya más líderes capturados o muertos, incluyendo a los líderes de 
nivel medio. Los miembros comunes y corrientes de sus filas podrían decidir desertar con el fin de 
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sobrevivir al ataque. Esta dinámica podría crear aún más violencia, si los miembros de las FARC 
luchan contra los grupos del crimen organizado y los traficantes de drogas por el control de un 
territorio altamente lucrativo. Se trata de que el monopolio del control por parte de uno u otro 
grupo, incluido el gobierno, es lo que reduce la amenaza.

Sin embargo, es importante recordar que esta escalada del conflicto no significa que estas 
bandas rivales representen la misma amenaza existencial para el Estado que una gran insurgencia 
marxista con 20.000 combatientes. Pero mientras haya un mercado para la cocaína y los recursos 
extractivos que se encuentran en Colombia, la insurgencia y los grupos criminales tienen los medios 
y la motivación para continuar el conflicto.

El narcotráfico en Colombia

En los años 90 Alvaro Uribe Velez y Pablo Escobar Gaviria eran amigos cercanos y socios 
comerciales. Pero mientras Escobar murió en un enfrentamiento policíaco en 1993, Uribe se 
convirtió en presidente de Colombia.  ¿Quién fue el verdadero patrón del mal?

Hablar del ex presidente colombiano Álvaro Uribe es hablar de sus logros sociales en 
Antioquía y de corrupción, es hablar del senador estrella de 1990 y del escándalo de los “falsos 
positivos”, es hablar de libertad económica y dependencia de Estados Unidos. Es claro que hablar 
de Uribe es hablar de poder y de narcotráfico.

Uribe aplicó en Colombia lo que aprendió en un curso de Resolución de Conflictos en 
una escuela afiliada a Harvard (aunque la página de presidencia en Colombia dice que tiene una 
especialización en administración y gerencia de la Universidad de Harvard) y llevó un paso más allá 
los procesos de negociación con los grupos del narcotráfico. 

En los Acuerdos de Santa Fe de Ralito, en el año 2003, Uribe puso sobre la mesa las reglas 
para pactar con el crimen organizado (paramilitares), en un proceso que significó un intento de 
cooptación de estos grupos por parte del Estado. Entre líneas el gobierno de Uribe aceptó su relación 
con el narcotráfico con el fin de encontrar un punto de equilibro. En los hechos, y a pesar de las 
expresiones, no hubo una guerra contra el narco sino que se pactó con él para obtener un cambio 
del régimen de acumulación. Y así lo dejó claro el líder las AUC, Salvatore Mancuso, en su discurso 
del 28 de julio de 2004 al Congreso de la Nación: “la razón por la que iniciamos esta negociación 
política no está muy lejos del sentido común, y por eso genera solidaridad. Creemos que hoy se 
está trabajando en la dirección adecuada para el fortalecimiento del Estado y sus instituciones. Es 
la gran oportunidad de otorgar un voto de confianza en el futuro de nuestro país, sumándonos a 
44 millones de personas empeñadas en la construcción de una democracia más legítima y de un 
Estado más fuerte,  más eficiente, más justo y más responsable”.

Pero más honesta era la alianza entre el líder paramilitar Carlos Castaño con el narcotraficante 
Orlando Henao, que estaba presente en todo el nordeste del país hasta el litoral Pacífico, desde la 
frontera de Panamá hasta la frontera con el Ecuador.
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Carlos Castaño declaró sin miramientos que financiaba su movimiento con las ganancias de 
los cocaleros, aunque se mostró más discreto sobre los aportes de los actores económicos financieros 
del establishment. En la zona de Catatumbo se desplazaba en un helicóptero que jamás fue detectado 
por los aviones de la Fuerza aérea colombiana ni por los radares norteamericanos. Por otro lado, 
contrariamente a lo que sucedía con las FARC y el ELN, los paramilitares no figuran en la lista de 
organizaciones terroristas elaborada por el gobierno de Estados Unidos. Phil Chicola, jefe de la 
Oficina de Asuntos Andinos del Departamento de Estado, lo explicó: “de acuerdo con la ley estos 
grupos deberán cometer acciones que amenacen los intereses nacionales de Estados Unidos para 
poder ser incluidos formalmente en la lista”. La posterior inclusión de los paramilitares entre las 
organizaciones terroristas del Departamento de Estado, demorada hasta el límite de lo soportable, 
terminó por generar una crisis en la organización de Carlos Castaño y desencadenó su renuncia a 
la conducción militar.

Pero la alianza de narcos y paramilitares incluía también a las Fuerzas Armadas: en 1997, 
1998 y 1999 una investigación del gobierno encontró evidencia de que los oficiales del ejército 
trabajaban íntimamente con los paramilitares bajo el comando de Carlos Castaño.

Compartían inteligencia, planificación y llevaban adelante operaciones conjuntas, proveían 
armas y municiones, apoyo con helicópteros y ayuda médica, coordinados sobre una base diaria. 
Algunos de los oficiales involucrados permanecían en servicio activo y al comando de tropas.

En los Acuerdos de Santa Fe de Ralito el gobierno estuvo representado por Luis Carlos 
Restrepo, especialista en Psiquiatría, nombrado por Uribe como Alto Comisionado para la Paz 
en el año 2002. Estos Acuerdos expresan con una claridad que no se ha logrado en otro país, 
excepto en Estados Unidos, la lógica de acumulación económica capitalista en relación al crimen en 
general y al narcotráfico en particular. En este sentido, la “solución” al problema del narcotráfico no 
implica su disolución sino un salto hacia adelante, una incorporación dentro del sistema, mediante 
el mecanismo de cooptación de oligarquías competitivas. Se creó el escenario para que un proceso 
de acumulación capitalista primitivo, como es típicamente el narcotráfico, se convierta en una 
acumulación capitalista normal. 

En la realidad este acuerdo impulsa un marco de impunidad en torno a los crímenes de lesa 
humanidad o al narcotráfico. La reparación de las víctimas no resultó eficiente y algunas de las 
personas que la reclamaron han sido perseguidas o asesinadas. Esto significa que los acuerdos de 
cooptación no incorporan a todos los sectores “convocados”, sino solo a quienes sobreviven a la 
competencia inducida por la cooptación. Porque esta cooptación se da a “destiempo”, cuando el 
Estado nacional ya está medianamente conformado. E implica (o debería implicar) el uso abrumador 
de la violencia estatal. Los sectores más aburguesados del crimen organizado se convirtieron en 
terratenientes del oriente colombiano, la droga siguió circulando sin interdicciones y el narcotráfico 
dejó de ser un actor político. Pero los sectores más “populares”, la mano de obra armada, quedaron 
relegados bajo la persecución jurídica y militar. Engrosaron luego las actuales Bacrim.

El 7 marzo de 2006 siendo Restrepo aún comisionado por la paz, montó una falsa 
desmovilización de 62 guerrilleros del frente “Cacica Gaitana” de las FARC. Según varios testimonios 
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recopilados por el periódico el País57, varios indigentes y desempleados (que incluían algunos pocos 
guerrilleros) recibieron un pago de 250 dólares para disfrazarse como miembros de las FARC y 
participar del montaje. Como consecuencia del escándalo la Fiscalía General de la Nación abrió una 
investigación contra Restrepo. Sin embargo el ex comisionado para la Paz abandonó el país y fue 
declarado “preso ausente”.

México tomó nota de la política de Uribe. El presidente mexicano Enrique Peña Nieto y su 
gabinete decidieron no seguir la estrategia calderonista de guerra contra el narcotráfico, México, 
con grandes dificultades, está buscando llegar a acuerdos con estos grupos delictivos no solo para 
coaptarlos sino también para integrarlos al régimen político.

Álvaro Uribe fue un presidente que decidió pactar con el narcotráfico como una forma 
racional de ingresar al PIB una rama productiva que estaba operando en forma ilegal. Bajo una 
racionalidad netamente capitalista utilizó el ejercicio del poder para implementar un cambio radical 
en la economía política de Colombia.

La cooptación violenta significó un 46% de pobreza, 29 millones de personas; un 17,8% 
de indigencia, 9 millones de personas; un índice de desempleo del 12,8%; 32 pueblos aborígenes, 
sobre un total de 102, en riesgo de extinción; un índice de 59,2 en la escala de desigualdad social 
de Gini, el país más desigual del continente; la reducción de la participación de los trabajadores 
en el PBI nacional al 32%; 78.000 presos, 80% de ellos entre 18 y 29 años; en el año 2009 
Colombia tenía 29.000 menores detenidos en virtud del Código de la Infancia; un gasto de defensa 
equivalente al 14.2% del PBI en el año 2010; 38.255 desaparecidos en el período 2007-2009; 
desplazamiento forzado de 2.4 millones de personas; utilización de la población civil en el conflicto 
armado bajo las modalidades de red de informantes, soldados por un día, estudiantes informantes, 
taxistas informantes, etc.; un alto grado de impunidad, con 35.353 paramilitares desmovilizados 
pero solo 698 de ellos siendo procesados; 1.200 casos de ejecuciones extrajudiciales investigadas 
por la Fiscalía General de la Nación; 7500 presos políticos, la mayoría por montajes judiciales.

El precio que pagará Uribe por hacer el trabajo sucio de la cooptación del narcotráfico, 
traducido luego en una apertura al capital internacional, todavía es impredecible. Fue el presidente 
que, con la política de los “falsos positivos” de su ministro de Defensa Juan Manuel Santos, disfrazó 
a por lo menos 3.500 muertos civiles como guerrilleros. Y el que “comunicó” la guerra contra las 
FARC como una guerra contra el narcotráfico a pesar de que mientras combatía a unos, negociaba 
con los otros. 

Para Estados Unidos se estaba convirtiendo en un peligroso cabo suelto. La oligarquía 
financiera necesitaba un período de transición democrática y las transnacionales necesitaban 
convertir las grandes áreas despejadas por Uribe en zonas de producción de agrocombustibles y 
de recursos naturales. Necesitaban eliminar impuestos, una reforma laboral, optimizar la inversión 
extranjera, mayor seguridad jurídica y estabilidad fiscal. Por lo tanto se requería remover a la mafia 
del poder estatal. Todos los candidatos presidenciales del post uribismo eran manejables para estas 

57 Diario El País, 15 de febrero de 2012. “La ‘Cacica Gaitana’ no es la única desmovilización falsa”: ex guerrillero de Farc, http://
www.elpais.com.co/elpais/colombia/noticias/del-cacica-gaitana-unica-desmovilizacion-falsa-ex-guerrillero (13/04/2014).
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tareas. Solo Gustavo Petro, como fue evidente años después, se salía del libreto, sobretodo cuando 
planteaba democratizar la tierra adquirida ilegalmente por los narcos.

Tras los acuerdos con los paramilitares/narcotráfico el campo colombiano recuperó lentamente 
la actividad productiva de plátano, yuca, arroz, hortalizas y frutas. Las negociaciones promovieron 
el ingreso de los líderes paramilitares al escenario político. Un estudio realizado por la Misión de 
Apoyo Electoral (MOE) reveló que de los últimos trece presidentes del Senado, sólo Claudia Blum 
de Barbieri no tenía conexiones con los paramilitares.58

Finalmente varios miembros del Senado fueron sentenciados por la Corte de Justicia: Mario 
Uribe, que el 21 de febrero del 2011 fue condenado a siete años y seis meses de prisión por alianzas 
con el ex jefe paramilitar Salvatore Mancuso. Miguel Pinedo, condenado a nueve años de prisión 
al comprobarse que se alió con Hernán Giraldo Serna, alias el ‘Patrón’ o el ‘Viejo’, para llegar al 
Congreso. Luis Humberto Gómez Gallo, condenado el 25 de mayo de 2011 a nueve años de 
cárcel por sus nexos con el bloque Tolima de las AUC, a través de su comandante ‘Elías’. Javier 
Cárceres, ex senador del Bolívar que fue condenado el 11 de abril del 2012 a nueve años de cárcel 
por sus reuniones con el jefe paramilitar ‘Juancho Dique’ en el año 2003.

En la Cámara de Diputados la situación era aún peor, 133 parlamentarios fueron investigador 
por sus nexos con los paramilitares.

Los diálogos de paz concluyeron sin mayor éxito en 2007, apenas en su fase inicial. No se 
pudo estabilizar y consolidar la mesa formal de negociación de paz, incluso tras las 7 rondas de 
dialogo realizadas. Para su éxito era necesario un reconocimiento político del adversario, lo que no 
era políticamente viable. 

El verdadero patrón del mal hizo su trabajo, y aunque puede caer en desgracia en cualquier 
momento, todavía es considerado “el gran colombiano”.

58 Diario El Tiempo, 24 de Julio del 2012, De 13 ex presidentes del Senado, 12 investigados por ‘parapolítica’. El Tiempo. 
http://www.eltiempo.com/justicia/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-12061682.html (14/04/2014).
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El narcotráfico en Brasil
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En mayo del 2006, una rebelión de proporciones inéditas de presos de las penitenciarías Sao 
Paulo, con apoyo externo, promovió en una semana 399 ataques directos contra policías 
e instalaciones públicas en Brasil. La rebelión fue promovida por la organización criminal 

Primer Comando de la Capital, PCC, comandada por Marcos Camacho, alias Marcola. El PCC de 
San Pablo tiene un estimado de 20 mil miembros en todo el país (INCSR, 2010: 163).

A finales del mismo año, el crimen organizado llevó el pánico a los moradores de Río de 
Janeiro con ataques sincronizados. Esas acciones, en que murieron un total de 18 personas, fueron 
realizadas por la organización criminal Comando Rojo (Comando Vermelho, CV).

Con excepción de la Policía Federal, que recibió inversiones razonables por parte del 
gobierno federal y las aplicó en sistemas de inteligencia, la capacidad de inteligencia de las policías 
estatales es precaria (Rangel Bandeira, 2008: 233). La formación de sus comandantes, y la política 
predominante, viene del régimen militar, con énfasis en la represión ciega y deficiencia en el trabajo 
de prevención e inteligencia (Rangel Bandeira, 2008: 233). Así, el conocimiento del crimen 
proviene mucho más de la intervención telefónica (autorizada o no), del sistema de denuncia 
anónima por teléfono (servicio Disque Denuncia), de la tortura (ilegal) y de la complicidad de la 
policía con los criminales (Rangel Bandeira, 2008: 234).  a. 

El narcotráfico en San Pablo 

En el año 2006 la causa inmediata de la rebelión del PCC en San Pablo fue una reacción a las medidas 
restrictivas que las autoridades carcelarias estaban a punto de tomar contra los líderes del PCC, 
cortándoles ciertos privilegios y su envío a una penitenciaría de seguridad máxima, Catanduvas, en 
el Estado de Paraná, eliminando de esta forma su capacidad de comunicación con la organización 
que comandaban. Los líderes se enteraron de esa iniciativa en la víspera de ser ejecutada a través de 
un funcionario de la CPI y dieron inicio a la rebelión para que las autoridades retrocedieran en su 
decisión. El funcionario se dejó sobornar por un abogado del PCC, que le compró el video con la 
sesión secreta en que una autoridad carcelaria de San Pablo informó a los diputados de sus planes 
de transferencia de presos (Rangel Bandeira, 2008: 235). 

Según el propio PCC, la organización o “partido” como la llaman (en Río los bandos se 
denominan “movimiento” o “comando”), fue creada en 1993, en los presidios de San Pablo. 
Con la transferencia de presos a otros Estados, dentro de una política equivocada para debilitar 
la organización en San Pablo, el PCC se trasladó a prisiones de otros Estados. Su principal líder, 
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Marcola, tiene un razonable bagaje cultural y conocimiento de las organizaciones revolucionarias 
de la lucha contra el régimen militar. De inicio, la organización fue estructurada como reacción 
a los malos tratos a que son sometidos los presos en el sistema penitenciario brasileño, donde al 
infierno de depositar 30 presos en celdas destinadas a apenas 3 detenidos, se suma el irrespeto 
a los derechos que les son garantizados por ley y a la corrupción de los agentes carcelarios que 
venden derechos y privilegios, que actúan de forma arbitraria y violenta, perdiendo el respeto de 
la población carcelaria, que odia y desprecia a los agentes que los temen (Rangel Bandeira, 2008: 
235).

De acuerdo con la copia del Estatuto del PCC, incautada en la prisión y remitida a la CPI, 
su artículo 4 establece como uno de los objetivos del “partido”: “La unión contra la injusticia y 
la opresión dentro del sistema penitenciario. El artículo 11 dice: (...) revolucionaremos el país 
de dentro de las prisiones, y nuestro brazo armado será el terror de los opresores poderosos y 
tiranos, que usan el anexo de Taubate [prisión de São Paulo] y de Bangu I de Río de Janeiro, como 
instrumentos de venganza de la sociedad en la fabricación de ´monstruos´ (...)”. Por lo tanto, el 
PCC surge y se implanta como un movimiento de protección de los presos contra el arbitrio y la ley 
de la selva que impera en los presidios. Pertenecer al PCC dentro de las prisiones es participar de una 
organización que protege al preso de los agentes carcelarios y de los demás prisioneros. El artículo 
8 establece: “Los integrantes del Partido tienen que dar el buen ejemplo a ser seguido por la masa, 
y por eso el Partido no admite que haya asaltos, estupros, extorsión en el sistema [carcelario]”. 
Quien no entra al PCC está condenado a la tierra de nadie, a ser víctima de ambos lados. Además, 
la estructura de la organización existe intra muros y fuera de las prisiones. El detenido que sale está 
obligado a contribuir financieramente con los que se quedan. El lucro de cada asalto u operación 
ilícita tiene que ser compartido con los presos del PCC, bajo pena de asesinato, o represalia a la 
familia del “traidor”. El artículo 3 establece: “Contribución de los que están en libertad, con los 
hermanos que están prisioneros, a través de abogados, dinero, ayuda a los familiares y acción de 
rescate [escape de la prisión]”. El artículo 7 determina: “Los que están en libertad y en buena 
situación, pero se olvidan de contribuir con los hermanos que están detenidos, serán condenados 
a muerte, sin perdón”. En contrapartida, cuando un miembro del PCC es preso otra vez, él y su 
familia recibirán la ayuda financiera y protección de la organización. Es decir, coerción y beneficio. 
Si no colabora, sentencia de muerte. Integrado y colaborando, será tratado como “hermano”. 
Se montó un sistema basado en la motivación, amenaza y protección/ beneficio, irresistible. El 
miembro del PCC actúa por miedo, pero también por convicción. Aunque sin ambicionar el poder 
político, tiene una ideología de oprimido contra el opresor, calcada en la idea de solidaridad entre 
sus miembros. Su Estatuto tiene en su inicio un corazón, símbolo de fraternidad y amor, y el signo 
taoísta del ying y el yang, expresión de integración y armonía. El discurso es político, oponiendo la 
elite contra los presos, que se deben unir para sobrevivir.  

El artículo 2 y el final del Estatuto traen el eslogan del movimiento: Lucha por la Paz, 
Justicia y Libertad. El leitmotiv no es el dinero ni la droga; esos serían medios para viabilizar la 
auto-defensa de los presos (Rangel Bandeira, 2008: 236). El sentimiento de cuerpo y unión es 
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mostrado como indispensable y el centralismo es absoluto. El artículo primero no deja dudas: 
Lealtad, respeto y solidaridad antes de todo por el Partido; artículo 14, al estilo mosquetero: 
“Somos uno para todos y todos para uno, y en el artículo 11: (...) estamos preparados y unidos y 
un pueblo unido jamás será vencido”. Se calcula que el PCC cuenta, entre sus miembros presos y 
que operan fuera de los presidios, con cerca de 1.485 miembros y colaboradores. La evaluación 
del poder financiero del PCC sorprendió. Se estima que, apenas en 2006, manejaba cerca de US$ 
18 millones, lavado del dinero en puestos de gasolina y revendedoras de autos controlados por 
la organización. Participaban de las operaciones financieras, involucrando a los que hacían los 
contactos entre los presos y el exterior (en su mayoría mujeres, pero también abogados), 260 
personas; el dinero circuló por 232 cuentas bancarias.

La acción ágil del PCC, capaz de comandar acciones simultáneas, en minutos, en distintos 
puntos de la ciudad y de otros estados, no habría sido posible sin la complicidad de agentes carcelarios, 
de las propias autoridades, que después de la rebelión, amenazadas con nuevos levantamientos, 
cedieron a las exigencias de la organización. Fue el caso de la introducción en la prisión, comprador 
por el PCC, de centenares de televisores de plasma, para que los presos pudieran observar la Copa 
del Mundo de Fútbol, autorizados por la dirección de los presidios (Rangel Bandeira, 2008: 237).  

El narcotráfico en Río de Janeiro 

Al contrario de San Pablo, en Río de Janeiro el crimen organizado es disperso y está dividido 
en varias facciones, que normalmente se hostigan y disputan territorio en las casi 700 favelas 
existentes en esta capital, favelas donde vive 1/5 de la población de Río6 (Rangel Bandeira, 2008: 
239). Allí predomina la organización criminal Comando Rojo (Comando Vermelho), CV, creado 
durante el régimen militar, cuyos fundados empezaron a imitar a los presos políticos, que luchaban 
de forma organizada y unida por sus derechos en la prisión. Pero hoy día ni el CV ni las demás 
facciones cultivan el sentimiento de solidaridad, el discurso político o el mecanismo de amenaza o 
premio que encontramos en el PCC. El control es ejercido por el terror, y las organizaciones están 
dirigidas exclusivamente al negocio de drogas y armas (Rangel Bandeira, 2008: 239). Visitando 
la favela de Cantagalo, en Ipanema, el director de la Academia de Policía de Estados Unidos en 
Washington, D.C. me dijo que apenas había visto una “geografía y urbanización tan desfavorable 
al trabajo de la policía en los barrios argelinos, en que ni el ejército francés se atrevía a entrar”. 
Organizaciones como el Primer Comando, Segundo Comando, Tercer Comando o Amigo de los 
Amigos, además del CV, compiten por el control, también del mercado consumidor de segunda 
clase en que se convirtieron las favelas, además de los mercados de clase media y alta. La muerte 
o prisión de sus principales líderes en los últimos años, llevó a jóvenes a los comandos de las 
facciones; su inexperiencia, osadía y dependencia de drogas contribuyeron a tornar errática y cruel 
la criminalidad en Río (Rangel Bandeira, 2008: 239-240).

Característica del crimen organizado en Río de Janeiro es el sentimiento “tribal”, que une 
a los miembros de una determinada facción y torna a las demás enemigas mortales, afectando no 
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solamente a sus miembros, sino a la comunidad bajo su dominio. Los pobladores de una favela 
no pueden ir a otra con diferente dominio, pues corren el riesgo de ser torturados y muertos. Esa 
división en “tribus” se reproduce dentro de los presidios, donde los presos son separados según 
su comando, lo que demuestra la falta de control por parte del Estado. De 1995 a 2003, un total 
de 303 presos fueron asesinados por otros presos en el país, según la SENASP del Ministerio 
de Justicia (Rangel Bandeira, 2008: 240). La estructura del crimen organizado en Río no está 
completa si no se incluye a la banda podrida de la policía, que fue estimada por el ex jefe de policía 
de Río, Hélio Luz, en 80% del contingente de la corporación. Tal vez sea una exageración, pero 
ciertamente constituye la mayoría de las tres fuerzas más contaminadas por el crimen: la Policía 
Militar del estado de Río, militarizada y con papel represivo, la Policía Civil del Estado y con misión 
de investigación, y la Policía Rodoviaria Federal, responsable por las carreteras de la Unión, y que 
se ha revelado muy comprometida con el contrabando. Los policías-bandidos no son outsiders en 
relación al crimen organizado. Son parte integrante del universo del crimen organizado.

La escalada de violencia que ocurrió en Río de Janeiro en 2005 y 2006 también fue 
comandada desde dentro de los presidios de “seguridad máxima” de la ciudad (Rangel Bandeira, 
2008: 240-241).

Las milicias en Brasil

Las autodenominadas “milicias” están formadas mayoritariamente por policías activos y jubilados 
y por agentes carcelarios y bomberos. A pesar del nombre no son milicias en el sentido de brazo 
armado de un movimiento político ni tienen participación popular. Se han autodenominado 
también “Comando Azul” –el color de la Policía Militar-, dejando claro su constitución y origen 
(Rangel Bandeira, 2008: 241-242). Años atrás los policías expulsaron traficantes de la favela Río 
das Pedras y pasaron a proteger a la comunidad. A cambio, cobraban por el servicio a cada familia. 
Paradójicamente la población de varias favelas conquistadas por el Comando Azul, pasó a tener una 
seguridad construida por la policía pública como una actividad lucrativa privada. En los últimos 
años, las milicias policiales ocuparon 92 favelas en Río, constituyéndose como poder de policía, 
de Justicia y de recolección de impuestos, como si fuera el Estado (Rangel Bandeira, 2008: 242).

Las milicias no se comparan con la “policia mineira” y los “justicieros”, al servicio del 
comercio, ni con la banda podrida, socia del crimen organizado. Según los autores, tampoco se 
parecen a las rondas campesinas peruanas, formadas por agricultores locales. En el caso de las 
milicias, habría una trasversalidad entre poderes, un casamiento entre una institución formal y una 
informal, tornándose difícil distinguir entre el policía y el miliciano. Zaverucha y Oliveira citan el 
peligro de que el “Estado participa, por complicidad u omisión, en la instauración del no-gobierno 
en esas regiones”. Se puede vislumbrar que en el futuro esas fuerzas ilegales, cuyo poder político y 
de extorsión y cuya extensión territorial tiende a crecer, tendrán influencia creciente en el gobierno 
local (Rangel Bandeira, 2008: 244).

Milicias policiales de Río y paramilitares de Colombia son casi la misma cara de la misma 
moneda. De inicio tolerados, estimulados y armados por empresarios rurales y por el gobierno, en 
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cierta medida escaparon al control al involucrarse con el comercio de drogas, elegir parlamentarios, 
tomar las comunidades como rehenes, prolongar el conflicto armado y tornarse un obstáculo para la 
construcción de la democracia en aquél país (Rangel Bandeira, 2008: 244). La banda podrida está 
sustituyendo a la sociedad con el narcotráfico al encontrar en la privatización de la protección a las 
favelas una actividad más confortable, altamente lucrativa, simpática porque cuenta con el apoyo 
popular y hasta de políticos como el alcalde de la ciudad de Río, milicia que está demostrando una 
influencia político-electoral que le traerá crecientes dividendos. La expansión del Comando Azul es 
la demostración cabal de que la milicia se tornó una fuerza incontrolable en Río de Janeiro (Rangel 
Bandeira, 2008: 245).
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Capítulo 9

El narcotráfico en México. 
La Iniciativa Mérida.
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El gobierno mexicano del presidente Felipe Calderón Hinojosa desplegó cuarenta mil soldados 
y cinco mil policías federales a once estados a partir de 2006 cuando declaró la guerra contra 
el crimen organizado convirtiendo a muchas partes del país “en una verdadera zona de 

guerra” [Bricker, 2008: 3].
El presidente Calderón sostenía que el aumento de la violencia y la cantidad de muertos valía 

la pena porque demuestra que la estrategia militar estaba funcionando bien. Sin embargo los ín-
dices de interdicción de las drogas que entraban a EE.UU. por México permanecieron constantes 
en un 10%. 

Comúnmente se afirma que como resultado del proceso de globalización, el crimen organizado 
fortalece su carácter trasnacional y amenaza la soberanía del Estado mexicano, cercano a convertirse 
en un Estado fallido.

Benítez Manaut sostiene que el narcotráfico representa una amenaza de carácter trasnacional 
e implica una afrenta a la soberanía. Por lo tanto no puede combatirse adecuadamente recurriendo 
a un concepto añejo de soberanía [citado en Insyde 2008].

Corroborando lo anterior, Macouzet dice que “las diferentes escuelas están de acuerdo 
en que las cuestiones de seguridad son especialmente difíciles para la cooperación, pues atañen 
directamente y de manera evidente al ámbito de la soberanía”. Según esto “no podemos obviar que 
el fenómeno es trasnacional; es decir que está fuera de la capacidad del Estado mexicano resolverlo 
por medio de sus propias acciones” [citado en Insyde 2008].

Carlos Rico lo dice aún con mayor claridad: “todas ellas comparten, sin embargo, una 
característica central: la naturaleza trasnacional de los desafíos que plantean y el hecho de que su 
verdadera ‘solución’ se encuentra en consecuencia más allá el alcance de nuestras propias acciones, 
sin importar qué tan decididas y firmes sean éstas [Rico, 2008: 5]. Por lo tanto, “el espacio de la 
cooperación internacional contra el crimen organizado no sólo es amplio sino también necesario 
y prácticamente inevitable. Así lo determina el carácter trasnacional del desafío” [Rico, 2008: 7].

Son apreciaciones frecuentes y comunes en los especialistas sobre crimen organizado, 
seguridad y narcotráfico. Y todas ellas avalan algún tipo de intervención militar y/o extranjera. Y 
todas ellas fracasan, primero en la teoría, luego en la práctica.

En un comienzo… la globalización

Las construcciones de la historia también se constituyen discursivamente y las interpretaciones de 
la globalización son otras posibles lecturas alternativas de la historia. Diferentes versiones sobre 
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la globalización tienen diferentes implicancias para la constitución de las subjetividades. Muchos 
entienden que la globalización es un proceso que supera al Estado como marco de referencia 
política. En palabras de Kenichi Ohmae, vivimos en un mundo sin fronteras, en el que el Estado 
nación se ha convertido en una “ficción” [Ohmae, 1996: 16] y los políticos han perdido todo 
poder efectivo.

La creciente internacionalización de las relaciones económicas desliga al capital de las ataduras 
de los poderes políticos nacionales. El poder económico se considera autosuficiente, extendiendo la 
deslegitimación de lo público. La globalización sostiene que las formaciones y relaciones de clase 
ocurren ahora dentro de un espacio trasnacional que está separado del sitio nacional. 

El argumento de esta ortodoxia de la globalización es que el espacio de la autonomía del Estado 
es reducido por la globalización económica, que ha perdido la capacidad de iniciar acciones y sólo 
se limita a re-accionar frente fuerzas económicas mundiales. Robert Cox concuerda en que existe 
“un nuevo orden mundial que determina y transforma las estructuras del Estado... y que lo obliga 
a ajustar sus políticas económicas a la dinámica de la economía mundial” [citado por Flores Olea, 
2000: 151]. 

El mismo argumento (invertido) utilizan quienes demandan el retorno a la vieja centralidad 
estatal exigiendo que el Estado recupere su capacidad de dictar reglas al capital y recupere el 
control sobre el sitio nacional, ya que las exigencias de reducción de los Estados y de abandono 
de los sectores públicos de la economía, de eliminación de cualquier obstáculo a las inversiones y 
a los flujos de capital, “son prescripciones de los Estados centrales a los Estados periféricos como 
mecanismos idóneos para favorecer sus propias inversiones” [Flores Olea, 2000: 148].

En realidad el Estado de los países centrales está lejos de reducirse, más bien se ha 
incrementado, y tal cosa ocurre en los propios Estados Unidos y en los países de la OCDE [Flores 
Olea, 2000: 149]. Las tremendas presiones de las tendencias globalizadoras de nuestros días se 
han impuesto sobre las “viejas” instituciones políticas y jurídicas. Estas tendencias vulneran la 
integridad de los Estados nacionales, las categorías de soberanía y representación, así como los 
sistemas jurídicos nacionales [Flores Olea, 2000: 150]. La función del Estado sigue siendo básica 
en las decisiones políticas fundamentales. La cuestión de la limitación de la soberanía es relativa 
y está circunscripta a ciertas esferas que no suprimen las “marcas” fundamentales de la propia 
soberanía [Flores Olea, 2000: 151].

McGrew plantea el desafío de la siguiente manera: “si el Estado soberano ya no se concibe 
como algo indivisible sino como algo compartido con agencias internacionales; si los Estados 
ya no tienen control sobre sus propios territorios; y si las fronteras territoriales y políticas son 
cada vez más difusas y permeables, los principios fundamentales de la democracia liberal, es 
decir, el autogobierno, el demos, el consenso, la representación y la soberanía popular se vuelven 
problemáticos” [McGrew, 1997: 12].

En realidad la globalización no es un proceso (salvador o amenazante) externo al Estado, sino 
que es el resultado histórico de un particular orden social. En un contexto donde el sitio nacional 
asiste a un constante choque de fuerzas, el equilibrio dinámico que consagra a una coalición 
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dominante por un lapso de tiempo implica el predominio de un determinado orden social, con 
un programa político y un paradigma ideológico que definirá el contenido y guiará las formas 
de ese Estado durante una etapa histórica. Los actores denominados trasnacionales son parte del 
escenario político y económico nacional, no están situados “fuera” del sitio nacional.

La globalización conlleva la amenaza de romper con los lazos de identidad territorial, 
traspasándolos a un mundo corporativo. En realidad lo que la globalización genera es una dialéctica 
de la identidad: cuanto mayor es el peligro de una alienación total, mayor es la tendencia de las 
personas a reforzar la dimensión (territorial) local. 

La ortodoxia de la globalización ha declarado con apresuramiento la “muerte del territorio” 
provocada por la globalización cuando en realidad se observa una revalorización tanto del territorio 
como de la geografía [Boisier, 2003: 5].

El carácter trasnacional del crimen organizado y del narcotráfico

Se dice que los gobiernos latinoamericanos no tienen instrumentos eficaces para enfrentar el 
crimen organizado, que aprovecha las diferencias entre los distintos sistemas judiciales y los vacíos 
e inconsistencias legales que eso produce. 

Y se repiten las afirmaciones de que “en algunos países el nivel de penetración de las estructuras 
del gobierno por el crimen llega a niveles que se acercan a la definición de Estado fallido” [Benitez 
Manaut, 2007: 2-3]. El comportamiento altamente performativo del concepto de Estado fallido 
facilita la penetración de un discurso favorable a la intervención extranjera o la militarización de las 
relaciones políticas interiores.

Como el crimen organizado viola la soberanía y debilitar al Estado y descompone la cohesión 
social, en México para combatir esta amenaza a la población y al Estado, el gobierno tiene como 
principal herramienta a los militares para reponer la debilitada autoridad del Estado e imponer la ley 
en México [Benitez Manaut, 2007: 3-4]. La Iniciativa Mérida sería entonces un buen instrumento 
para asistir a las agencias mexicanas de seguridad e inteligencia y también a las Fuerzas Armadas 
mexicanas.  Lógicamente “debería mejorar las capacidades de intercepción de drogas”  [Benitez 
Manaut, 2007: 4].

El fortalecimiento del presupuesto y las atribuciones de las Fuerzas Armadas en un Estado 
débil amenazado por el crimen organizado es una consecuencia lógica de la Iniciativa Mérida, que 
busca intervenir en las instituciones que resultan débiles y riesgosas para la seguridad hemisférica. 
Es decir, en toda el área de seguridad y defensa, entendidas en un sentido amplio, lo que incluye 
por ejemplo, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes. 

De la afirmación de un supuesto carácter trasnacional del crimen organizado llegamos 
imprevistamente a un reforzamiento del rol de las Fuerzas Armadas en el interior de la sociedad 
mexicana. De un statu quo inestable entre los carteles del narcotráfico pasamos a una guerra abierta 
que contabiliza 30 mil muertos en 4 años.

Geopolítica del narcotráfico en América Latina
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El lenguaje como movilizador de recursos políticos

Una vez que se afirma el carácter trasnacional del crimen organizado en general y del narcotráfico 
en particular ese carácter “que va más allá del Estado”, lo obliga a incorporarse a instancias 
supranacionales o exteriores para “combatir” al crimen organizado, declarando así su impotencia 
para lidiar con un fenómeno que “amenaza” la soberanía nacional.

En el uso de la seguridad se puede distinguir una referencia al instrumento del poder político, 
provisto con la capacidad de convocar a grandes masas poblacionales para hacer efectiva una 
determinada voluntad de los estamentos que toman las decisiones en el gobierno. Los analistas 
afirman que la seguridad es una calificación o etiqueta que los gobiernos asignan a determinadas 
cuestiones y que permiten una acción prioritaria [Orozco, 2006: 32] para la que se movilizan 
recursos importantes y se reducen los niveles de control e información. El concepto de seguridad 
nacional es central en este ámbito de significación y comprende la protección del Estado frente a la 
agresión exterior y frente a movimientos internos que lo puedan poner en peligro.

En este uso performativo del concepto se puede identificar una lógica de presión política, que 
lo convierte en una fuente de manipulación o de coacción para movilizar voluntades en torno a una 
determinada filiación política.

Dada la capacidad del lenguaje político de convocar voluntades para movilizar recursos, es 
factible securitizar sectores del espectro internacional y con ello perseguir objetivos como resultado 
de la manipulación de las elites sobre la población. La securitización consiste en otorgar estatus de 
asunto de seguridad (o de amenaza a la soberanía) a un problema que se presenta como atentatorio 
contra la supervivencia de un ente [Orozco, 2006: 33].

Con el proceso de securitización se consigue movilizar a los ciudadanos en torno a la 
voluntad de los grupos más poderosos. Su efectividad se demuestra por su habilidad en lograr que 
la audiencia acepte la ruptura de las reglas del juego político. Entonces el tema quedará securitizado 
y la violación a las normas será legítima a favor de despejar la amenaza [Orozco, 2006: 34].

Las imágenes del enemigo permiten prescindir de la democracia con el consentimiento de 
la misma democracia, puesto que la modernidad se ha asentado en determinadas formas militares 
de autolegitimación política: “en consecuencia, milicia, caso de guerra, etc., no son sólo términos 
geoestratégicos y de política exterior, buscan también una forma de organización de la sociedad en 
el interior, no militar pero conforme a lo militar. Todas las democracias son democracias mediadas 
militarmente. El consenso militarista limita el consenso democrático, y a la inversa: la democracia 
establecida asume la disponibilidad para caso de guerra” [Beck, 2000: 159].

Es que el lenguaje vuelve aceptables las prácticas políticas. Jean Pierre Faye se aleja de una 
concepción de la historia en que las ideas son tributarias de una triple dicotomía entre los hechos, 
los acontecimientos y las representaciones que de ellos se hacen los actores o los espectadores. En su 
análisis se redescubre la energía del lenguaje, aunque el simplismo de los lenguajes de securitización 
desaliente el estudio del investigador [Faye, 1972].

El aporte de Faye es inquietante: las prácticas totalitarias son posibles por haberlas vuelto 
aceptables mediante lenguajes aceptables. 
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¿Cuáles son las elites y cuáles son los intereses? Abelardo Rodríguez dice que desde la 
perspectiva mexicana el TLC es de carácter eminentemente económico-comercial, pero desde la 
óptica de Estados Unidos, responde a consideraciones geopolíticas que van más allá (Insyde 2008). 
Ya desde 1995 se incrementó el acercamiento entre el Departamento de Estado norteamericano y 
el gobierno mexicano con miras a abordar la relación binacional desde un concepto más amplio de 
seguridad [Insyde 2008].

Thomas Shannon, al hacer el pedido de dinero y explicar la Iniciativa Mérida ante la Cámara 
de Representantes el 14 de noviembre de 2007 expresó: “durante la última década organizaciones de 
tráfico de drogas y otros grupos delictivos han tratado de socavar e intimidar a las instituciones 
del gobierno en México y América Central…. debilitando de manera considerable la capacidad de 
dichos gobiernos para mantener el orden público y ampliar el estado de control [Bruzzone, 3].

Pero el subsecretario de Estado John Negroponte fue más claro el 22 de abril de 2008: “…. 
juntos Canadá y México son la fuente más grande de importación de petróleo para Estados Unidos… 
la relación conlleva enormes beneficios, tales como empleos, seguridad energética y precios más 
bajos para los ciudadanos… Hoy día la relación de América del norte es indiscutiblemente una 
plataforma dinámica para nuestro éxito en el mundo a largo plazo, así como una plataforma 
crítica para confrontar –más rápidamente, de mejor forma y con mayor cooperación- los desafíos 
del crimen trasnacional y la preparación regional para emergencias que amenazan este éxito. 
[Bruzzone, 2].

Elsa Bruzzone dice que “era evidente la satisfacción (de Thomas Shannon) por la decisión 
del gobierno mexicano de emplear a sus fuerzas armadas en la lucha contra el narcotráfico, el 
terrorismo y el crimen organizado” [Bruzzone, 4].

¿Qué significa soberanía hoy?

Nunca la soberanía significó la última autoridad. En los siglos XVI y XVII el poder estatal tenía 
dificultades en consagrar la soberanía como voluntad del príncipe, que era más compartida y/o 
contestada que sumisamente aceptada [Krasner, 2001]. Durante un prolongado período histórico 
el nuevo Estado y la nueva soberanía “eran más pretensiones doctrinales que realidades políticas” 
[Ramos, 1995: 41]. Y las dificultades eran de dos órdenes: era necesario el “cierre de espacios como 
principio de estructuración” [Maravall, 1972: 94] y la “separación de lo exterior y lo interior” a 
través de una frontera [Ramos, 1995: 42]. El cierre de espacios que asegura la soberanía del Estado 
es liberación frente al poder de otros y unificación interna del propio poder [Bobbio, 1992: 71]. 
Cuando los filósofos Bodin y Hobbes elaboraron por primera vez la noción de soberanía en los 
siglos XVI y XVII, entendían que ésta estaba relacionada con al establecimiento de la legitimidad 
en la jerarquía aislada de la autoridad doméstica. 

Tanto Bodin como Hobbes aceptaron la existencia de la ley divina y natural, ambos 
(especialmente Hobbes) creían que la palabra del soberano era ley. Los sujetos no tenían derecho 
a la revuelta. Bodin y Hobbes percibían que imbuir a la soberanía con exagerado poder invitaba a 
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la tiranía, pero estaban de acuerdo con el mantenimiento del orden doméstico, sin el cual pensaban 
que no podía haber justicia. Ambos escribían en un mundo dividido por luchas sectarias. Bodin fue 
casi asesinado en las revueltas religiosas de Francia en 1572; Hobbes publicó su trabajo Leviatán, 
pocos años después de que el Parlamento (compuesto por la emergente y rica clase media británica) 
ejecutara a Carlos I en una guerra civil que arrancó el control del Estado a la monarquía.

Esta idea de poder supremo fue irrelevante en la práctica. Hacia fines del siglo XVII, la 
autoridad política en Gran Bretaña se dividió entre el rey y el parlamento. En Estados Unidos, los 
Padres Fundadores establecieron una estructura constitucional de controles y balances y soberanías 
múltiples distribuidas entre intereses locales y nacionales que eran inconsistentes con la jerarquía y la 
supremacía. Los principios de justicia, y especialmente el orden, tan valiosos para Bodin y Hobbes, 
fueron mejor provistos por los Estados democráticos modernos cuyos principios de organización 
eran la idea antitética a la idea de soberanía concebida como poder doméstico sin control.

Si la soberanía no significa un orden doméstico con una simple jerarquía de autoridad, ¿qué 
significa? En el mundo contemporáneo, la soberanía fue ligada primariamente con la idea de que 
los Estados son autónomos e independientes de cualquier otro. Dentro de sus propios límites, los 
miembros de una unidad política son libres de elegir su propia forma de gobierno. Un corolario 
necesario a este reclamo es el principio de no intervención. Un Estado no tiene derecho a intervenir 
en los asuntos internos de otro.

Más recientemente, la soberanía ha llegado a ser asociada con la idea de control sobre 
los movimientos transfronterizos. Cuando los observadores contemporáneos aseguran que la 
soberanía del Estado está cerca de morir, no significa que las estructuras constitucionales están por 
desaparecer. Significa que el poder del Estado ha cambiado su locus, que el cambio tecnológico 
dificulta el control de los movimientos de cosas materiales (desde café a cocaína) o de cosas no 
tan materiales (flujos de capital) a través de sus fronteras. Es un cambio en la soberanía, no una 
disminución de la soberanía.

Geopolítica del narcotráfico en América Latina

Las características geopolíticas de Brasil, México y Colombia configuran y determinan compor-
tamientos específicos de las organizaciones del narcotráfico en cada país.

La segmentación geográfica de Colombia, implica la aparición de cacicazgos regionales, la 
imposibilidad del surgimiento de procesos políticos nacionales y en definitiva poca capacidad de 
penetración por parte del Estado nacional.

El hecho de que zonas geográficamente cercanas estén geopolíticas distantes significa un 
desafío a la estatalidad del Estado y al mismo tiempo una oportunidad para el crimen organizado, 
que tiene capacidad para asentarse y dar sentido económico a geografías inviables. Allí donde el 
Estado se evidencia geopolíticamente imposibilitado el narcotráfico lo reemplaza y organiza.

En ciertos casos esta cualidad tiene un componente trasnacional, como sucede en la frontera 
colombo-ecuatoriana.
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El país está mejor conectado hacia afuera, dada su calidad bioceánica, que hacia adentro. Se 
posibilita la aparición de mercados exportadores ágiles en una economía internamente desconectada. 
No es ilógico pensar que el narcotráfico puede circular con facilidad en estas condiciones pero al 
mismo tiempo no puede conformar carteles nacionales sino regionales. Por eso Colombia dio 
origen a una denominación cartelaria por ciudades (Calí, Medellín) o regiones (del norte del Valle, 
los Urabeños).

En el caso de Brasil la conformación desvinculada de las ciudades costeras y su imposibilidad 
de compartir recursos y construir megaciudades, vuelve todavía más fragmentario el carácter 
organizacional del narcotráfico. San Pablo, una ciudad que no participa de la geopolítica 
costera, tiene un cartel de toda la ciudad, el Primer Comando de la Capital (PCC). Pero Río de 
Janeiro, netamente enfrascada en la dificultosa geografía que la escarpa traza sobre la costa, tiene 
organizaciones por favelas e incluso en muchos casos se trata de emprendimientos más que de 
organizaciones.

Por el mismo motivo el narcotráfico brasileño está conformado por carteles de consumo y la 
opción de tránsito al exterior está muy disminuida.

En el caso de México la vinculación fronteriza con Estados Unidos sintetiza la configuración 
geopolítica del narcotráfico mexicano. Y la presencia de la Sierra Madre Oriental y la Sierra Madre 
Occidental traza las dos grandes rutas de penetración en el mercado estadounidense. Por eso hay 
un cartel de Juárez en el extremo centro-oriental y un Cartel de Tijuana en el extremo occidental, 
pero no hay carteles importantes en las otras ciudades intermedias. El cartel de Sinaloa en el oeste 
y el cartel de Los Zetas en el este son las dos organizaciones nacionales del narcotráfico mexicano.

Y las zonas de amortiguación (Chiapas, Oaxaca, Michoacán, Guerrero) que rodean al núcleo 
de la ciudad de México son una mezcla confusa de movilización, insurgencia y crimen organizado 
que presionan por una presencia represiva e ilegal del Estado.

Geopolítica del narcotráfico en América Latina
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Por geopolítica se entiende la perspectiva espacial de los fenómenos políticos, perspectiva que 
incluye la historia y la geografía como insumos para la elaboración de la idea del Estado como 
organismo viviente que se expande homeostáticamente. El equilibrio, siempre deseado, es 

siempre inestable.
En ese sentido, la política internacional actual nos presenta un mundo que se está reacomodan-

do a gran velocidad. Y América Latina está jugando un rol central en estos movimientos globales.
La crisis de la hegemonía de Estados Unidos, la concomitante aparición de liderazgos 

regionales alternativos, el resurgir de viejas aspiraciones imperiales, el rol diluyente del nacionalismo 
y un lento proceso de desglobalización, son los elementos geopolíticos actuales que definen el 
mundo en el que vivimos.

Estados Unidos, habiendo elaborado sus imperativos geopolíticos en forma temprana e 
inteligente, expone al narcotráfico en América Latina como un problema que excede las capacidades 
policíacas de los Estados nacionales y requiere la adopción de medidas “excepcionales”. Este 
abordaje prescinde de la democracia con el consentimiento de la misma democracia, produciendo 
el retroceso de las libertades individuales y el avance represivo del Estado. Un razonamiento de este 
tipo se construye en base a varias hipótesis:

1. El narcotráfico es un problema latinoamericano, fuertemente arraigado en países como 
México, Colombia o Brasil, pero diseminado en todo el subcontinente.

2. El narcotráfico es una amenaza a la seguridad internacional y a la gobernabilidad nacional.
3. El problema debe resolverse mediante políticas de “lucha”, “guerra” o “combate”. 
4. Dicha lucha se lleva adelante mediante mecanismos de cooperación y solidaridad 

internacional, como la Iniciativa Mérida o el Plan Colombia.
5. Estados Unidos es el cooperante natural de toda política de lucha contra el narcotráfico
6. Las policías nacionales, corruptas y débiles, son rebasadas por el poder de cooptación del 

narcotráfico volviendo necesaria la intervención de las Fuerzas Armadas.

Estas hipótesis conforman un cuerpo de pensamiento y de políticas públicas estrechamente 
afines a los intereses de Estados Unidos, país que se presenta como ajeno a la problemática y 
víctima de una amenaza exterior. En calidad de tal aconseja políticas y apoya toda iniciativa 
nacional o regional que esté acorde con los lineamientos, políticas e intereses del Departamento de 
Estado. En este contexto de americanización de las políticas sobre el narcotráfico, nuestros países 
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latinoamericanos necesitan distinguir entre este enfoque teleológico aportado por Estados Unidos, 
con el cual el problema fue analizado hasta hoy, y un necesario enfoque político que establezca las 
prioridades nacionales de nuestros países y donde se dimensione cuantitativa y cualitativamente 
la magnitud del problema en América Latina. Las hipótesis “latinoamericanas” sobre narcotráfico 
podrían proponer lo siguiente:

1. El narcotráfico es un problema que deriva de la demanda de los grandes centros de 
consumo mundial: Europa y Estados Unidos

2. El narcotráfico es un problema de crimen organizado en sociedades fuertemente desiguales, 
con serias carencias de desarrollo y con una presencia militar y policial del Estado.

3. Las políticas de “lucha” contra el narcotráfico, en el lenguaje y en la vida cotidiana, 
son instrumentos ineficaces para solucionar el problema. Enfrentar el problema del 
narcotráfico y “luchar” contra él, implican la adopción de dos universos distintos de 
análisis y elaboración de políticas.

4. Los países latinoamericanos, que han estrechado fuertes lazos económicos e incluso 
políticos, son el mejor escenario de integración de políticas para el problema del 
narcotráfico.

5. Las policías nacionales latinoamericanas están fuertemente corrompidas. Es imperativo 
proceder a su reforma sustantiva y definitiva.

6. Debe establecerse una clara distinción entre seguridad interior y defensa nacional, que no 
involucre a las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad.

Contraponer una visión latinoamericanista del narcotráfico implicaría la elaboración, por lo 
menos en este tema, de una geopolítica opuesta a la política exterior estadounidense, que usa al 
narcotráfico como forma privilegiada de penetración en nuestras sociedades.
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